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DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. EL HECHO DE QUE EL JUEZ DE DISTRITO NO 
ADMITA LA DEMANDA DE AMPARO, NO ES OBSTÁCULO PARA QUE LOS FAMILIARES DE 
LOS DESAPARECIDOS EJERZAN SU DERECHO A SABER LA VERDAD Y EL RUMBO DE LAS 
INVESTIGACIONES, MEDIANTE LA OBTENCIÓN DE LAS COPIAS DE LA AVERIGUACIÓN 
PREVIA CORRESPONDIENTE.*

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha considerado que en casos que involucran la desapa­

rición forzada de personas, es posible entender que la violación del derecho a la integridad psíquica y 

moral de los familiares de la víctima es la consecuencia directa de un severo sufrimiento que se acrecienta, 

entre otros factores, por la constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar información 

acerca del paradero del desaparecido o de iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento 

de los hechos; por ello, acorde con los artículos 1, numeral 1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, los familiares de las víctimas tienen el derecho y los Estados la obligación, de conocer 

la verdad de lo sucedido, a saber cuál fue el destino de aquéllas y, en su caso, dónde se encuentran sus 

restos. En este sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo 

en revisión 168/2011, señaló que el derecho a la información pública, no es absoluto, sino que mantiene 

como excepción, en el caso de las averiguaciones previas, lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 

de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, ya que el interés 

público en mantener la reserva de las investigaciones en aquellos casos extremos sobre graves violaciones a 

derechos humanos y delitos o crímenes de lesa humanidad, se ve superado por el interés de la sociedad 

en su conjunto, de conocer todas las diligencias que se estén llevando a cabo para la oportuna investigación, 

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 10, Tomo III, septiembre de 2014, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 2412, Tesis: I.9o.P.61 P (10a.), Registro: 2007428.
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detención, juicio y sanción de los responsables; de modo que el acceso a la información que conste en 

dichas averiguaciones previas no sólo afecta directamente a las víctimas y ofendidos por los hechos anti­

jurídicos, sino que ofende a toda la sociedad, por su gravedad y las repercusiones que implican. En virtud de 

lo anterior, el hecho de que el Juez de Distrito no admita la demanda, no niega legitimación a los familiares 

de los desaparecidos para obtener copias de la averiguación previa correspondiente, pues ello equivaldría 

a condicionar su derecho a saber la verdad y el rumbo de las investigaciones para determinar la suerte o 

paradero de las víctimas, identificar a los responsables y, en su caso, imponerles las sanciones correspon­

dientes; lo que evidencia que el requisito de la ratificación de la demanda, en estos casos, no sea una forma­

lidad que les impida ejercer esos derechos.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 33/2014. 12 de junio de 2014. Mayoría de votos. Disidente: Guadalupe Olga Mejía Sánchez. Ponente: Miguel 
Ángel Aguilar López. Secretaria: Elizabeth Franco Cervantes.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de septiembre de 2014 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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MENORES. EL ACCESO DE LAS PARTES A LAS CONSTANCIAS QUE OBRAN EN EL JUICIO, 
NO CONCULCA EL PRINCIPIO DE RESERVA LEGAL DE ACTUACIONES.*

Uno de los principios que rigen en los juicios de índole familiar en los que se involucran derechos de 

menores, es el de reserva legal de las actuaciones, el cual se recoge de los postulados previstos en el artículo 

1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto señala que todas las autoridades 

del País tienen la obligación de velar y proteger los derechos humanos contenidos en la propia Constitución, 

y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte; como es la Convención sobre 

los Derechos del Niño, la cual, en sus artículos 1, 2, 3, 12, 16 y 17, inciso e), señala la obligación de los 

Estados Partes de adoptar las medidas necesarias para su protección, atendiendo primordialmente al 

interés superior del niño; lo que, a su vez obliga a los Estados Partes a promover la elaboración de directrices 

apropiadas para protegerlo, como lo es la aludida reserva legal de actuaciones, la cual implica que no se 

dé publicidad a las actuaciones, esto es, con base en el Protocolo de Actuación para Quienes Imparten 

Justicia en Casos que Afecten a Niñas, Niños y Adolescentes, que no se publique ninguna información 

sobre el niño, niña o adolescente sin la autorización expresa del tribunal y de acuerdo a la normatividad 

respectiva; sin embargo, dicha reserva no puede considerarse, por regla general, respecto a las partes del 

litigio, pues se vería afectado el diverso principio fundamental de defensa adecuada, merced a que se veda 

el derecho de las partes a imponerse de la totalidad de las actuaciones que obran en el juicio y, por ende, 

defenderse plenamente en el litigio, lo cual no es dable jurídicamente, dado que el acceso a las constancias, 

indefectiblemente debe partir de la premisa de que el solicitante lo hace para que no se le prive de tal 

derecho de defensa; además, de aceptarse una hipótesis contraria, podrían también verse afectados indirec­

tamente los intereses del menor o menores involucrados, quienes apriorísticamente —con algunas salve­

dades— sus derechos son defendidos por sus padres quienes, incluso, por disposición legal tienen la 

representación de éstos.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SEGUNDO CIRCUITO.

Recurso de reclamación 14/2013. 24 de febrero de 2014. Mayoría de votos. Disidente: Ramona Manuela Campos 
Sauceda. Ponente: Gerardo Octavio García Ramos. Secretaria: Roxana Gamboa Solórzano.

Esta tesis se publicó el viernes 06 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo II, junio de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1773, Tesis: XII.3o.1 C (10a.), Registro: 2006633.
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DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y DE PETICIÓN. 
NO PUEDEN LIMITARSE NI RESTRINGIRSE MEDIANTE EL EMPLEO DE APERCIBIMIENTOS 
POR PARTE DE LAS AUTORIDADES, AUN CUANDO SE HUBIEREN EJERCIDO DENTRO DE 
UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.*

Los artículos 6o. y 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consagran en favor 

de las personas, los derechos fundamentales de acceso a la información pública y de petición, los cuales, 

obligan a las autoridades a dar la máxima publicidad a la información que posean y responder en breve 

término, de forma coherente y por escrito, a las solicitudes que hagan los ciudadanos. Estos derechos 

fundamentales tienen sus limitantes dentro del propio marco constitucional, en el caso del primero, que lo 

solicitado se encuentre reservado temporalmente hasta por un término de doce años, razones de interés 

público y seguridad nacional, y para el caso del segundo, únicamente se impone como prerrogativa para 

el suscribiente, que la solicitud formulada sea presentada de forma escrita, pacífica y respetuosa, amén de 

que dicho derecho se encuentra restringido para los extranjeros cuando su petición sea formulada en 

materia política. En consecuencia, cuando una autoridad, al dar respuesta a un escrito de petición en donde 

el particular efectuó una solicitud de información pública, lo apercibe con desechar sus futuras peticiones, 

e imponerle sanciones (por ejemplo, multas o vista al Ministerio Público), con ello limita y restringe los 

citados derechos humanos, pues aun cuando la petición se hubiera presentado dentro de un procedimiento 

administrativo, no puede ser catalogada por la autoridad como un requerimiento caprichoso, o bien, que 

persiga un fin ruinoso para el procedimiento; por lo cual, debe evitar el uso de medidas que tiendan a 

persuadir al gobernado de hacer libre uso de los indicados derechos humanos constitucionalmente prote­

gidos, sin perjuicio de que, cuando no se trate de su ejercicio, será correcto decretar esos apercibimientos, 

frente a solicitudes notoriamente frívolas o improcedentes, que tiendan a entorpecer el procedimiento 

administrativo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 212/2013. 20 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Hernández 
Núñez. Secretaria: Zarahí Escobar Acosta.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo III, mayo de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1987, Tesis: IV.2o.A.59 K (10a.), Registro: 2006500.
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INFORMACIÓN RESERVADA. CUANDO DE LAS CONSTANCIAS QUE SE ACOMPAÑEN 
AL INFORME JUSTIFICADO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO SE OBSERVE QUE LA 
REMITIDA CON ESA CLASIFICACIÓN COMPRENDE LOS ACTOS RECLAMADOS QUE DESCO­
NOCE EL QUEJOSO, DEBE PERMITÍRSELE EL ACCESO A LA QUE SEA NECESARIA, A FIN DE 
QUE PUEDA HACER VALER LO QUE A SU DERECHO E INTERÉS CONVENGAN.*

El juicio de amparo indirecto se rige por sus propias reglas, en la medida en que se discuten violaciones a 

derechos fundamentales y debe primar un debido proceso que permita la tutela judicial efectiva, de modo 

que, cuando de las constancias que se acompañen al informe justificado se observe que la información 

remitida clasificada como reservada comprende los actos reclamados que desconoce el quejoso, debe 

permitírsele el acceso a la que sea necesaria, a fin de que pueda hacer valer lo que a su derecho e interés 

convengan, lo cual implica una reconsideración o revisión de los criterios de clasificación de la información, 

a efecto de conseguir este fin garantista.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPE­
TENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Queja 16/2013. 13 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secre­
tario: Agustín Ballesteros Sánchez.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 121/2014, pendiente de resolverse 
por el Pleno.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1525, Tesis: I.1o.A.E.1 K (10a.), Registro: 2006301.
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INFORMACIÓN RESERVADA. CRITERIO DE PONDERACIÓN APLICABLE EN EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO PARA RESPETAR Y PRESERVAR LA REMITIDA EN EL INFORME 
JUSTIFICADO CON ESA CLASIFICACIÓN QUE COMPRENDE LOS ACTOS RECLAMADOS 
QUE DESCONOCE EL QUEJOSO, Y PROTEGER Y GARANTIZAR EL DERECHO A LA TUTELA 
JUDICIAL.*

Al suscitarse en el juicio de amparo indirecto un conflicto entre los derechos fundamentales previstos, por 

una parte, en los artículos 14 (de defensa) y 17 (a la tutela judicial efectiva) y, por otra, en el diverso 6o. 

(a la información reservada o confidencial), en correlación con el 16 (derechos patrimoniales que conminan 

a clasificar la información secreta), todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

deben ponderarse a través de lo que se conoce como "prueba de daño o interés público", evaluar y deter­

minar qué información reservada, concreta y específica, es preciso desclasificar o develar para hacer 

funcionales los principios en pugna, con el propósito de obtener una versión pública para la parte intere­

sada. Consecuentemente, cuando de las constancias que se acompañen al informe justificado se observe 

que la información remitida clasificada como reservada comprende los actos reclamados que desco­

noce el quejoso, con independencia de esa clasificación efectuada por la autoridad responsable que el 

juzgador debe respetar y preservar, es indispensable proteger y garantizar el derecho a la tutela judicial, 

por lo que debe permitirse a aquél el acceso a la que sea necesaria, a efecto de que pueda deducir sus 

derechos y fundar sus impugnaciones, en favor de una administración de justicia eficaz y completa.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPE­
TENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Queja 16/2013. 13 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secre­
tario: Agustín Ballesteros Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1524, Tesis: I.1o.A.E.2 K (10a.), Registro: 2006300.
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INFORMACIÓN RESERVADA. APLICACIÓN DE LA "PRUEBA DE DAÑO E INTERÉS PÚBLICO" 
PARA DETERMINAR LO ADECUADO DE LA APORTADA CON ESA CLASIFICACIÓN EN EL 
JUICIO DE AMPARO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE, A EFECTO DE HACER VIABLE LA 
DEFENSA EFECTIVA DEL QUEJOSO.*

Una adecuada clasificación de la información pública debe tomar en cuenta y distinguir, en el contexto 

general de un documento, cuál es la específica y precisa, cuya divulgación puede generar un daño despropor­

cionado o innecesario a valores jurídicamente protegidos, lo cual debe evitarse, en la medida de lo posible, 

frente a aquella que debe ser accesible al quejoso en el amparo para hacer viable su defensa efectiva y 

cuestionar violaciones a derechos fundamentales, lo que implica un interés público en abrir o desclasificar 

la información necesaria para ese efecto, cuando la autoridad responsable que la aporta al juicio la clasi­

fica como reservada. Por tanto, es necesario distinguir esas diferencias y formular una idónea y adecuada 

clasificación de la información, generando así una regla individualizada y pertinente para el caso, a través 

de aplicar la "prueba de daño e interés público" ex officio, con el propósito de obtener una versión que sea 

pública para la parte interesada.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPE­
TENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL 
Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Queja 16/2013. 13 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secre­
tario: Agustín Ballesteros Sánchez.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1523, Tesis: I.1o.A.E.3 K (10a.), Registro: 2006299.
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INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL EXPEDIENTE CLÍNICO DE TODA PERSO­
NA, INDEPENDIENTEMENTE DEL CARGO PÚBLICO QUE OCUPE, CONSTITUYE INFORMA­
CIÓN PERSONAL DE CARÁCTER CONFIDENCIAL.*

El expediente clínico de un individuo se refiere al conjunto de documentos escritos, gráficos e imageno­

lógicos o de cualquier otra índole, en los cuales el personal de salud debe hacer los registros, anotaciones 

y certificaciones correspondientes a su intervención. Ese instrumento, de conformidad con los artículos 

16, párrafo segundo, de la Constitución Federal, 3, fracción II y 18, fracción II, de la Ley Federal de Transpa­

rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con la Norma Oficial Mexicana 

NOM­168­SSA1­1998, en la que se establecen los criterios científicos, tecnológicos y administrativos 

obligatorios en la elaboración, integración, uso y archivo del expediente clínico, contiene información de 

una persona física identificada o identificable que es considerada de carácter confidencial. Teniendo ese 

carácter, la autoridad administrativa, para acatar el mandato de protección de datos personales establecido 

en esos preceptos, debe negar la entrega del expediente clínico al público en general, siendo que ese 

deber es exigible con independencia de la calidad de la persona respecto de quien se pretenda obtener la 

información o el cargo público que ocupe en el gobierno, ya que las normas analizadas prevén que toda 

persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, sin establecer excepción alguna.

Amparo en revisión 16/2014. 19 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secre­
tario: Agustín Gaspar Buenrostro Massieu.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1523, Tesis: I.1o.A.60 A (10a.), Registro: 2006298.
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INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 41 DEL REGLAMENTO DE LA 
LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNA­
MENTAL ESTABLECE UNA FACULTAD POTESTATIVA A FAVOR DE LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES DE REQUERIR A UN PARTICULAR SU AUTORIZACIÓN PARA LA ENTREGA DE 
INFORMACIÓN DE CARÁCTER CONFIDENCIAL DE LA QUE ES TITULAR.*

De conformidad con el artículo 40 del reglamento citado, para que las dependencias o entidades señaladas 

en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal puedan permitir el acceso a información confi­

dencial, es necesario obtener el consentimiento expreso de los particulares titulares de la información, por 

escrito o medio de autentificación equivalente. En concordancia con esa regla, el diverso 41 de ese orde­

namiento prevé que cuando una dependencia o entidad reciba una solicitud de acceso a un expediente o 

documentos que contengan información confidencial y el comité de información lo considere pertinente, 

podrá requerir al particular titular de la información su autorización para entregarla, quien tendrá diez días 

hábiles para responder a partir de la notificación correspondiente, pues el silencio del particular será consi­

derado como una negativa. La interpretación gramatical de este último precepto no deja lugar a dudas en 

torno a que la facultad de la autoridad administrativa de requerir al particular la entrega de información 

confidencial que se le hubiera solicitado es de carácter potestativo, pues la norma estatuye que "si el comité 

lo considere pertinente, podrá hacer tal requerimiento", locución que denota la aptitud de ponderar libre­

mente si se ejerce o no dicha atribución.

Amparo en revisión 16/2014. 19 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secre­
tario: Agustín Gaspar Buenrostro Massieu.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1522, Tesis: I.1o.A.61 A (10a.), Registro: 2006297.
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PROCEDIMIENTO DE INCONFORMIDAD. PROCEDE CON BASE EN EL ARTÍCULO 125, 

FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN DEL ESTADO 

DE NUEVO LEÓN, PARA IMPUGNAR LA ENTREGA INCOMPLETA O INCORRECTA DE LA 

INFORMACIÓN SOLICITADA, AUN CUANDO EN RELACIÓN CON LA MISMA PETICIÓN SE 

HUBIERE CONFIGURADO PREVIAMENTE LA NEGATIVA FICTA.*

El artículo 125, fracción VI, de la mencionada ley prevé que procede inconformidad cuando la autoridad 

obligada a proporcionar información, la entrega incompleta o sin que corresponda a lo solicitado, mientras 

que la fracción X del propio precepto establece también como supuesto de procedencia del indicado 

procedimiento, la configuración de la resolución negativa ficta, al no recaer respuesta a la petición respec­

tiva dentro del término previsto para ello. Asimismo, el artículo 126 de la misma legislación dispone que 

aquél debe promoverse en el plazo de diez días siguientes al de la fecha de notificación o, en su caso, a 

partir del momento en que hayan transcurrido los términos establecidos para contestar las solicitudes. Por 

otra parte, los procedimientos de revisión en materia de acceso a la información se rigen por el principio 

de expeditez, conforme al artículo 6o., apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, mientras que el derecho fundamental de acceso a la justicia, tutelado por el artículo 17 

de la Norma Fundamental, compele a los órganos jurisdiccionales para que, en sus interpretaciones, 

remuevan o superen los obstáculos o restricciones, innecesarias o irracionales, para obtener un pronun­

ciamiento en torno a las pretensiones de los gobernados, lo cual es acorde con el criterio emitido por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos al interpretar el artículo 25 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos en la sentencia de 28 de noviembre de 2002, del caso Cantos vs. Argentina 

(fondo, reparaciones y costas), párrafo 52. Con apoyo en ese marco jurídico, en los casos en que ante 

una solicitud de información, la autoridad obligada omite dar respuesta dentro de los plazos legales, el 

particular puede impugnar la resolución negativa ficta, pero ello no le impide optar por esperar el dictado 

de la respuesta expresa, en cuya hipótesis, una vez obtenida materialmente la información autorizada a su 

favor, y de estimarla incorrecta o incompleta, acudir al procedimiento de inconformidad bajo el supuesto 

de la fracción VI del referido artículo 125. Cabe señalar que el criterio anterior es acorde y compatible 

con la naturaleza de la resolución negativa ficta, en tanto mecanismo de certidumbre jurídica que opera 

en favor de los particulares para posibilitar su derecho de defensa.

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo III, febrero de 2014, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2578, Tesis: IV.2o.A.71 A (10a.), Registro: 2005698.
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 99/2013. 28 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez 
Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo Guerrero.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2014 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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INFORMACIÓN PÚBLICA. TIENE ESE CARÁCTER LA QUE SE ENCUENTRA EN POSESIÓN 

DE PETRÓLEOS MEXICANOS Y SUS ORGANISMOS SUBSIDIARIOS RELATIVA A LOS RECUR­

SOS PÚBLICOS ENTREGADOS AL SINDICATO DE TRABAJADORES PETROLEROS DE LA 

REPÚBLICA MEXICANA POR CONCEPTO DE PRESTACIONES LABORALES CONTRAC­

TUALES A FAVOR DE SUS TRABAJADORES.*

Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios (Pemex­Exploración y Producción; Pemex­Refina­

ción; Pemex­Gas y Petroquímica Básica; y Pemex­Petroquímica), constituyen entidades que, conforme a la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, están obligadas a propor­

cionar a los terceros que lo soliciten aquella información que sea pública y de interés general, como es la 

relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, pues 

implica la ejecución del presupuesto que les haya sido asignado, respecto del cual, el Director General de ese 

organismo descentralizado debe rendir cuentas, así como los informes que dichas personas les entreguen 

sobre el uso y destino de aquéllos; así, los recursos públicos que esos entes entregan al Sindicato de 

Trabajadores Petroleros de la República Mexicana por concepto de prestaciones laborales contractuales a 

favor de sus trabajadores, constituyen información pública que puede darse a conocer a los terceros que 

la soliciten, habida cuenta de que se encuentra directamente vinculada con el patrimonio de los trabaja­

dores aludidos, relativa al pago de prestaciones de índole laboral con recursos públicos presupuestados, 

respecto de los cuales existe la obligación de rendir cuentas, y no se refiere a datos propios del sindicato 

o de sus agremiados cuya difusión pudiera afectar su libertad y privacidad como persona jurídica de derecho 

social, en la medida en que no se refiere a su administración y actividades, o a las cuotas que sus trabaja­

dores afiliados le aportan para el logro de los intereses gremiales.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 13/2013. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 

Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan, Estado de México, en Auxilio del Décimo Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, y el Octavo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito. 21 de octubre de 2013. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de quince 

votos en cuanto a la competencia; contra el voto de los Magistrados Francisco García Sandoval y Germán Eduardo 

Baltazar Robles, quien formuló voto particular. Unanimidad de diecisiete votos en cuanto al fondo. Ausente por 

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 2, Tomo III, enero de 2014, Plenos de Circuito, p. 2191, 
Tesis: PC.I.A. J/2 A (10a.), Registro: 2005315.
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motivos de salud: Jorge Arturo Camero Ocampo. Ponente: José Ángel Manuel Mandujano Gordillo. Secretaria: 
Noemí Leticia Hernández Román.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2014 a las 13:02 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de enero de 2014, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA EN EL DISTRITO FEDERAL. AL RESOLVER SOBRE LA 
SOLICITUD RELATIVA, ES FACTIBLE QUE EL ENTE OBLIGADO TOME EN CONSIDERACIÓN 
LA CALIDAD DE PARTE QUE TUVO EL INTERESADO EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE 
DERIVA LA INFORMACIÓN REQUERIDA PARA EFECTO DE DETERMINAR SI DEBEN SUPRI­
MIRSE O NO LOS DATOS PERSONALES.*

En términos del artículo 39 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, 

las autoridades competentes deben tomar las medidas necesarias para que la información confidencial, es 

decir, los datos personales de las partes involucradas en procesos jurisdiccionales o procedimientos seguidos 

en forma de juicio, se mantenga restringida y sea sólo de acceso para ellos. A partir de esa previsión se 

puede inferir que si en el estado del procedimiento en que se establece la mayor restricción para conocer 

la información contenida en el expediente —cuando se encuentra en trámite— se autoriza el acceso a las 

partes, por mayoría de razón debe permitírseles tal acceso cuando el expediente ya no se encuentra en esa 

hipótesis, es decir, cuando se considera público por haberse dictado resolución firme. De modo que si un 

particular que fue parte en un procedimiento jurisdiccional o seguido en forma de juicio, en ejercicio del 

derecho de acceso a la información, solicita la expedición en copia certificada de determinadas constancias 

que obran en el sumario relativo, el ente obligado debe tomar en consideración esa circunstancia a efecto 

de establecer si deben suprimirse o no los datos personales de las partes involucradas, pues la eventual 

expedición integral de los documentos solicitados de ninguna forma pugna con los derechos de aquellos 

que intervinieron en el procedimiento, ya que el interesado, al haber sido parte, cuenta con acceso a sus 

constancias y conoce los datos que contienen. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 234/2013. 5 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. 
Secretario: Paúl Francisco González de la Torre.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, noviembre de 2013, Tribunales Colegia­
dos de Circuito, p. 978, Tesis: I.1o.A.25 A (10a.), Registro: 2004822.
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INFORMACIÓN PÚBLICA. EL MONTO DE LAS CANTIDADES PAGADAS POR PETRÓLEOS 

MEXICANOS A SU SINDICATO EN TÉRMINOS DE LAS OBLIGACIONES ASUMIDAS EN SU 

CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO, DISTINTAS DE LOS DESCUENTOS QUE REALIZA AL 

SALARIO DE SUS TRABAJADORES POR CONCEPTO DE CUOTAS SINDICALES, CONSTITUYE 

UN DATO QUE SE DEBE DAR A CONOCER A LOS TERCEROS QUE LO SOLICITEN.*

Al resolver la contradicción de tesis 333/2009, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación estableció que para determinar si la información con que cuenta Petróleos Mexicanos, relativa a 

los montos que entrega a su sindicato es pública o no, se debe atender a su fuente de obtención: si su 

fuente se encuentra en el derecho público y es obtenida en ejercicio de sus funciones como ente público, 

entonces se debe considerar pública; pero si la fuente de obtención se halla en el derecho privado y en sus 

funciones como patrón, entonces se debe considerar privada por referirse a la vida interna del sindicato. 

Ahora, de la interpretación de los artículos 2o., 3o., penúltimo párrafo y 4o. de la Ley Orgánica de Petróleos 

Mexicanos y Organismos Subsidiarios, vigente hasta el 28 de noviembre de 2008, se advierte que Petró­

leos Mexicanos, como organismo descentralizado de la administración pública federal, cuenta con un 

patrimonio propio que puede estar constituido por diversos recursos y ser aplicado para el cumplimiento 

de los convenios, contratos o pactos que celebre con personas físicas o morales, siempre que se relacionen 

con su objeto, como ocurre con el Contrato Colectivo de Trabajo 2011­2013, celebrado con el Sindicato de 

Trabajadores Petroleros de la República Mexicana, de cuyo análisis se advierte que dicho organismo 

descentralizado asumió la obligación de pagar a su sindicato cantidades adicionales a las que debe en­

tregar con motivo de los descuentos que realiza al salario de los trabajadores por concepto de cuotas 

sindicales, en términos del artículo 110, fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo, cantidades que, por 

ende, se entregan con cargo a su patrimonio, sujeto a la obligación de rendición de cuentas. Por tanto, la 

información relativa a las cantidades distintas de las cuotas sindicales que Petróleos Mexicanos debe 

entregar a su sindicato con cargo a su patrimonio se debe considerar pública, en tanto se refiere a datos 

que provienen del ejercicio de sus funciones de derecho público, como es la aplicación de recursos para 

el cumplimiento de su objeto.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 3, octubre de 2013, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 1805, Tesis: I.1o.A.16 A (10a.), Registro: 2004708.
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Amparo en revisión 199/2013. 11 de julio de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Ronzón Sevilla. Secre­
taria: Jazmín Bonilla García. 

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 333/2009 citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 1804. 
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY RELATIVA, NO RESTRINGE 
EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL 
CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 6o. CONSTITUCIONAL.*

La porción normativa citada establece que los documentos, datos e informes que los trabajadores, patrones 

y demás personas proporcionen al Instituto Mexicano del Seguro Social, en cumplimiento de las obligacio­

nes legales, son estrictamente confidenciales y no pueden darse a conocer en forma nominativa e individual, 

salvo al actualizarse alguno de los supuestos previstos en las fracciones I a IV del propio precepto, lo que 

refleja un acto de autoridad que, como tal, podría interpretarse desde la óptica tasada, que restringe los 

derechos de las personas vinculadas a ese instituto. Sin embargo, con base en la interpretación conforme 

extensa de ese precepto en el reconocimiento de derechos protegidos o a la interpretación acotada tratándose 

de restricciones, la limitante prevista en el citado artículo no restringe el acceso a la información, porque si 

bien los datos que se proporcionen al instituto aludido deben ser tratados con absoluta confidencialidad y 

reserva posible, lo cierto es que ello tiene que ver con los terceros ajenos que no suministraron dicha 

información y no con la parte que los proporcionó. Esto es, la restricción sólo aplica para aquellos que 

nada tienen que ver con los datos solicitados a dicho instituto, sin incluir a los trabajadores, patrones y 

demás personas que la suministren; lo que significa que esa discrecionalidad no se aplica indiscrimi­

nadamente a todos los individuos dado que, en general, no bloquea el acceso libre y oportuno de la infor­

mación, porque tratándose de las personas que la entregaron como pudieran ser los patrones en relación 

con sus empleados o los propios trabajadores, y que fueran ellos quienes soliciten constancia relativa a su 

propia gestión e interés particular en relación con los datos que ellos proporcionaron, les asiste la legiti­

mación para que no les sea limitado su derecho fundamental de acceso a la información. Por tanto, la 

negativa de proporcionar información a quienes no la proporcionaron basada en la confidencialidad esta­

blecida en el artículo 22, párrafo primero, invocado, de ningún modo entorpece la efectividad del derecho 

en cuestión, pues el interés de su solicitud y de la entrega de información se encuentra justificado, lo que 

permite concluir que tal restricción no comprende a las partes que la suministraron, por lo que no trastoca 

el derecho de acceso a la información previsto en el diverso artículo 6o. constitucional.

Amparo en revisión 724/2012. 17 de abril de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto particular; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 573, Tesis: 
1a. CCXI/2013 (10a.), Registro: 2004107.
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AVERIGUACIÓN PREVIA. LA RESTRICCIÓN A SU ACCESO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16, 
PÁRRAFOS SEGUNDO, TERCERO Y SEXTO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, ES DESPROPORCIONAL.*

El precepto citado establece que: a) al expediente de averiguación previa sólo tendrán acceso el inculpado, 

su defensor, así como la víctima u ofendido o su representante legal; b) la documentación y los objetos 

contenidos en ella son estrictamente reservados; c) para efectos de acceso a la información pública guber­

namental únicamente deberá proporcionarse una versión pública de la resolución de no ejercicio de la 

acción penal, a condición de que haya transcurrido un plazo igual al de la prescripción de los delitos de que 

se trate, conforme al Código Penal Federal, sin que pueda ser menor de tres ni mayor de doce años, contados 

a partir de que dicha resolución haya quedado firme; y d) el Ministerio Público no podrá proporcionar infor­

mación a quien no esté legitimado, una vez que haya ejercido la acción penal. Ahora bien, la restricción de 

acceso a la averiguación previa contenida en el artículo 16, párrafos segundo, tercero y sexto, del Código 

Federal de Procedimientos Penales no resulta "proporcional", al no existir una adecuada ponderación entre 

los principios en juego, esto es, entre el derecho de acceso a la información pública y el fin y objeto que busca 

con su restricción, específicamente el interés público o general inmerso en la función pública de investigación 

y persecución de los delitos. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la regla de máxima publicidad 

que rige el derecho de acceso a la información no es absoluta, pues existen excepciones tratándose del 

interés público o general, también lo es que éste, como concepto jurídico indeterminado, sirve para vali­

dar la restricción establecida en los preceptos reclamados. Ello, porque dicho numeral no establece cuáles 

son las razones específicas de interés público que autorizan a reservar toda la información contenida en 

las averiguaciones previas. Así, al establecer el legislador un supuesto general de que toda la información 

contenida en la averiguación previa debe considerarse en reserva, sin decir qué se entiende por interés 

público, impide que el órgano respectivo pueda discernir su actuar, fundando y motivando su determina­

ción para considerar las condiciones en las que se encuentra o no reservada la información.

Amparo en revisión 173/2012. 6 de febrero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 552, Tesis: 
1a. CCXVI/2013 (10a.), Registro: 2003923.
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ACCESO A LA AVERIGUACIÓN PREVIA. EL ARTÍCULO 16, PÁRRAFOS SEGUNDO, TERCERO Y 
SEXTO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, TRANSGREDE EL DERECHO 
HUMANO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN.*

El precepto citado establece que: a) al expediente de averiguación previa sólo tendrán acceso el inculpado, 

su defensor, así como la víctima u ofendido o su representante legal; b) la documentación y los objetos 

contenidos en ella son estrictamente reservados; c) para efectos de acceso a la información pública guber­

namental únicamente deberá proporcionarse una versión pública de la resolución de no ejercicio de la 

acción penal, a condición de que haya transcurrido un plazo igual al de la prescripción de los delitos 

de que se trate, conforme al Código Penal Federal, sin que pueda ser menor de tres ni mayor de doce años, 

contados a partir de que dicha resolución haya quedado firme; y d) el Ministerio Público no podrá propor­

cionar información a quien no esté legitimado, una vez que haya ejercido la acción penal. Ahora bien, el 

derecho de acceso a la información pública no es absoluto y encuentra sus límites en el interés público, 

la vida privada y la información referida a los datos personales; de ahí que el precepto señalado vulnera 

este derecho, toda vez que prevé que toda la información contenida en la averiguación previa debe consi­

derarse reservada sin contener criterios que permitan determinar casuísticamente cuál es la información 

que debe reservarse; esto es, la limitación de acceso a la información pública debe vincularse objetivamente 

con la realización de una prueba de daño, la cual consiste medularmente en la facultad de la autoridad que 

posee la información solicitada para ponderar y valorar mediante la debida fundamentación y motivación, 

el proporcionarla o no, en tanto que su divulgación ponga en riesgo o pueda causar un perjuicio real al 

objetivo o principio que trata de salvaguardar, y de manera estricta debe demostrarse que el perjuicio 

u objetivo reservado, resulta mayormente afectado que los beneficios que podrían lograrse con la difusión 

de la información. Lo anterior, conforme al principio de buena fe en materia de acceso a la información, 

previsto en el artículo 6o., fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 

dispone que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá 

acceso gratuito a la información pública.

Amparo en revisión 173/2012. 6 de febrero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 533, Tesis: 
1a. CCXVII/2013 (10a.), Registro: 2003906.
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY RELATIVA, NO RES­
TRINGE EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNA­
MENTAL CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 6o. CONSTITUCIONAL.*

La porción normativa citada establece que los documentos, datos e informes que los trabajadores, patrones 

y demás personas proporcionen al Instituto Mexicano del Seguro Social, en cumplimiento de las obligacio­

nes legales, son estrictamente confidenciales y no pueden darse a conocer en forma nominativa e indivi­

dual, salvo al actualizarse alguno de los supuestos previstos en las fracciones I a IV del propio precepto, lo que 

refleja un acto de autoridad que, como tal, podría interpretarse desde la óptica tasada, que restringe los 

derechos de las personas vinculadas a ese instituto. Sin embargo, con base en la interpretación conforme 

extensa de ese precepto en el reconocimiento de derechos protegidos o a la interpretación acotada tratán­

dose de restricciones, la limitante prevista en el citado artículo no restringe el acceso a la información, porque 

si bien los datos que se proporcionen al instituto aludido deben ser tratados con absoluta confidencialidad 

y reserva posible, lo cierto es que ello tiene que ver con los terceros ajenos que no suministraron dicha 

información y no con la parte que los proporcionó. Esto es, la restricción sólo aplica para aquellos que 

nada tienen que ver con los datos solicitados a dicho instituto, sin incluir a los trabajadores, patrones y 

demás personas que la suministren; lo que significa que esa discrecionalidad no se aplica indiscrimi­

nadamente a todos los individuos dado que, en general, no bloquea el acceso libre y oportuno de la infor­

mación, porque tratándose de las personas que la entregaron como pudieran ser los patrones en relación 

con sus empleados o los propios trabajadores, y que fueran ellos quienes soliciten constancia relativa a su 

propia gestión e interés particular en relación con los datos que ellos proporcionaron, les asiste la legiti­

mación para que no les sea limitado su derecho fundamental de acceso a la información. Por tanto, la 

negativa de proporcionar información a quienes no la proporcionaron basada en la confidencialidad esta­

blecida en el artículo 22, párrafo primero, invocado, de ningún modo entorpece la efectividad del derecho 

en cuestión, pues el interés de su solicitud y de la entrega de información se encuentra justificado, lo que 

permite concluir que tal restricción no comprende a las partes que la suministraron, por lo que no trastoca 

el derecho de acceso a la información previsto en el diverso artículo 6o. constitucional.

Amparo en revisión 724/2012. 17 de abril de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto particular; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 1, julio de 2013, Primera Sala, p. 573, Tesis: 
1a. CCXI/2013 (10a.), Registro: 2004107.
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SECRETO FISCAL. PARA DESCLASIFICAR LA INFORMACIÓN QUE ESTA FIGURA PROTEGE 
DEBE APLICARSE LA REGLA GENERAL DE DOCE AÑOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 15, 
PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFOR­
MACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL.*

Del citado precepto se advierte que, como regla general, toda la información clasificada como reservada, 

una vez transcurrido el plazo de doce años, podrá desclasificarse y, excepcionalmente, procederá la 

ampliación de dicho periodo de reserva por el mismo plazo cuando se justifique que subsisten las causas 

que dieron origen a su clasificación. Ahora bien, para desclasificar la información protegida por el secreto 

fiscal, debe atenderse a la regla general de hasta doce años, sin que ello implique que al cumplirse el 

referido plazo, éste pueda renovarse automáticamente, en razón de las causas que originaron este hecho, 

toda vez que de ser así, invariablemente se prolongaría indefinidamente su carácter de reservada, petrifi­

cándose y haciéndose inaccesible para los gobernados, lo que no fue la intención del legislador. Lo anterior 

es así, toda vez que el plazo previsto para que se desclasifique la información considerada reservada —de 

hasta doce años y, en su caso, la ampliación por el mismo lapso— resulta ser el límite superior para tal 

efecto, lo cual no quiere decir que en todos los casos se tenga que cumplir inexorablemente, ya que en el 

primer párrafo del artículo 15 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber­

namental, el legislador previó que, de extinguirse las causas que dieron origen a clasificar la información 

como reservada, perdiera tal carácter y, por ende, que fuera accesible para los gobernados, a pesar de no 

transcurrir el plazo referido.

Amparo en revisión 371/2012. 9 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a formular voto de minoría. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, Primera Sala, p. 973, Tesis: 
1a. CVIII/2013 (10a.), Registro: 2003409.
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SECRETO FISCAL. PARA DESCLASIFICAR LA INFORMACIÓN QUE ESTA FIGURA PROTEGE 
DEBE APLICARSE LA REGLA GENERAL DE DOCE AÑOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 15, 
PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFOR­
MACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL.*

Del citado precepto se advierte que, como regla general, toda la información clasificada como reservada, 

una vez transcurrido el plazo de doce años, podrá desclasificarse y, excepcionalmente, procederá la 

ampliación de dicho periodo de reserva por el mismo plazo cuando se justifique que subsisten las causas 

que dieron origen a su clasificación. Ahora bien, para desclasificar la información protegida por el secreto 

fiscal, debe atenderse a la regla general de hasta doce años, sin que ello implique que al cumplirse el 

referido plazo, éste pueda renovarse automáticamente, en razón de las causas que originaron este hecho, 

toda vez que de ser así, invariablemente se prolongaría indefinidamente su carácter de reservada, petrifi­

cándose y haciéndose inaccesible para los gobernados, lo que no fue la intención del legislador. Lo anterior 

es así, toda vez que el plazo previsto para que se desclasifique la información considerada reservada —de 

hasta doce años y, en su caso, la ampliación por el mismo lapso— resulta ser el límite superior para tal 

efecto, lo cual no quiere decir que en todos los casos se tenga que cumplir inexorablemente, ya que en 

el primer párrafo del artículo 15 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, el legislador previó que, de extinguirse las causas que dieron origen a clasificar la infor­

mación como reservada, perdiera tal carácter y, por ende, que fuera accesible para los gobernados, a pesar 

de no transcurrir el plazo referido.

Amparo en revisión 371/2012. 9 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a formular voto de minoría. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, Primera Sala, p. 972, Tesis: 
1a. CIX/2013 (10a.), Registro: 2003408.
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SECRETO FISCAL. EL ACCESO A LA INFORMACIÓN RELATIVA CLASIFICADA COMO RESER­

VADA POR LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL Y SUJETA AL PLAZO DE DOCE AÑOS PARA SU DESCLASIFICACIÓN, 

NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 6o., 

FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN.*

El artículo 15, párrafo primero, del ordenamiento legal citado, establece dos supuestos para desclasifi­

car la información reservada que son excluyentes entre sí, de manera que no es posible que coexistan en 

un mismo caso. Ello, no sólo en la medida en que el legislador utilizó en el texto del artículo 15 la disyuntiva 

"o" para diferenciar las dos hipótesis aludidas, sino también porque cada una de ellas responde a una 

distinta función. En el caso de información reservada, la regla general que rige es que una vez transcurrido 

el plazo de hasta doce años o, en su caso, excepcionalmente proceda la ampliación del periodo de reserva 

por el mismo plazo, siempre y cuando se justifique que subsisten las causas que dieron origen a su clasifi­

cación, deberá desclasificarse y proceder a proporcionarse a quien la solicite. Así, tratándose del secreto 

fiscal, el supuesto que rige es la regla general de hasta doce años para que se proceda a su desclasificación 

como información reservada, lo que no implica que una vez que se cumpla ese plazo se renueve en auto­

mático dicha clasificación, en razón de las causas que originaron este hecho, toda vez que de ser así, 

invariablemente se prolongaría indefinidamente su carácter de información reservada, petrificándose y 

siendo inaccesible para los gobernados, lo que no fue la intención del legislador al establecer tal regula­

ción pues, se reitera, son dos supuestos distintos los contenidos en el artículo 15 de la ley citada, siendo 

uno la regla general y el otro la excepción. Esto es, el plazo previsto para que se desclasifique la información 

que se considera reservada —de hasta doce años y, en su caso, la ampliación por el mismo lapso— resulta 

ser el límite superior para tal efecto, lo cual no conlleva a que en todos los casos se tenga que cumplir 

inexorablemente, sino en el supuesto de que se extingan las causas que dieron origen a clasificar la infor­

mación como reservada, el legislador previó que perdiera tal carácter y, por ende, que fuera accesible 

para los gobernados, a pesar de no haber transcurrido el plazo referido. De esa forma, la reserva de infor­

mación considerada por la ley como secreto fiscal no es permanente, sino temporal, como lo ordena el 

artículo 6o., fracción I, de la Ley Fundamental, por lo que los artículos 14, fracción II y 15 de la Ley Federal 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, Primera Sala, p. 971, Tesis: 
1a. CX/2013 (10a.), Registro: 2003407.



Su
pr

em
a C

or
te

 de
 Ju

sti
cia

 de
 la

 N
ac

ión

26

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental no son inconstitucionales, dado que 

transcurrido el plazo de hasta doce años se desclasificará la información protegida bajo ese secreto.

Amparo en revisión 371/2012. 9 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a formular voto de minoría. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. PLAZO PARA SU RESERVA Y 
CRITERIOS DE DESCLASIFICACIÓN.*

El artículo 15, párrafo primero, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu­

bernamental, establece que la información clasificada como reservada por los diversos artículos 13 y 14 

del mismo cuerpo legal, podrá permanecer con tal carácter hasta por un periodo de doce años, pudiendo 

ser desclasificada cuando se extingan las causas que dieron origen a su clasificación o cuando haya trans­

currido el periodo de reserva, disponibilidad de la información que será sin perjuicio de lo que, al respecto, 

establezcan otras leyes. Así, los dos supuestos para desclasificar la información reservada son excluyen­

tes entre sí, de manera que no es posible que coexistan en un mismo caso. Ello, no sólo en la medida en 

que el legislador utilizó en el texto del artículo 15 la disyuntiva "o" para diferenciar las dos hipótesis aludi­

das, sino también porque cada una de ellas responde a una distinta función. Tratándose del primer supues­

to para desclasificar la información reservada, deberá verificarse si se extinguió la causa que originó que 

se considerara así, esto es, no obstante tratarse de información a la que el legislador le otorgó tal carácter 

dentro del catálogo genérico y algunos supuestos particulares que previó a nivel descriptivo más que limi­

tativo o cerrado —pues fue enfático al decir que como información clasificada podrá considerarse y que se 

considerará—, es posible que antes del plazo de hasta doce años previsto como regla general para que 

deje de considerarse reservada, pueden desaparecer las causas que originaron que se considerara como 

tal. Por otra parte, en el segundo supuesto, se concluye que en realidad se trata de la regla general, es 

decir, toda la información que se considera reservada una vez transcurrido el plazo de hasta doce años o, 

en su caso, excepcionalmente proceda la ampliación del periodo de reserva por el mismo plazo, siempre 

y cuando se justifique que subsisten las causas que dieron origen a su clasificación, deberá desclasifi­

carse y proporcionarse a quien la solicite.

Amparo en revisión 371/2012. 9 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a formular voto de minoría. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, Primera Sala, p. 953, Tesis: 
1a. CVI/2013 (10a.), IUS: 2003196.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCU­
LO 42 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA PUEDE LLEGAR A ACOTAR EL ALCANCE Y ESPECTRO 
DEL ARTÍCULO 6o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, CUANDO ESTÉN DADAS LAS CONDI­
CIONES DE HECHO A QUE AQUÉL SE CONTRAE.*

Del artículo 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la información Pública Gubernamental se 

advierte que: i) las autoridades sólo están constreñidas a entregar los documentos que se encuentren 

en sus archivos, considerándose que el derecho se tendrá garantizado cuando se pongan a disposición del 

solicitante para consulta los documentos en el sitio en donde se encuentre; o bien, mediante la expedición 

de copias u otros medios; y, ii) si la información requerida se encuentra disponible en medios impresos, 

formatos electrónicos disponibles en internet o en cualquier otro medio, se deberá informar por escrito la 

fuente, el lugar y la forma en que pueda consultarse, reproducirse o adquirir dicha información. Es decir, 

se considera que estará garantizado el acceso a la información gubernamental, tratándose de documentos 

existentes en los archivos de la autoridad, al hacerse su entrega física, o bien, cuando se pongan a dispo­

sición en un sitio para su consulta, aunado a que si la información requerida se encuentra en diversos 

medios, bastará con que se informe al gobernado cómo puede consultarla o adquirirla. Por tanto, del 

contraste entre el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el citado 

precepto 42 se concluye que este último puede llegar a acotar el alcance y espectro del primero cuan­

do estén dadas las condiciones de hecho a que se contrae, esto es, que la información o documentos 

que la contengan sean efectivamente puestos a disposición o consulta del solicitante, todo esto sin perder 

la perspectiva que debe privilegiarse, por mandato constitucional, el acceso a la información que debe 

otorgarse conforme a los principios de máxima publicidad, disponibilidad y buena fe. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 257/2012. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretaria: Mayra Susana Martínez López.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, Primera Sala, p. 888, 
Tesis: I.4o.A.41 A (10a.), Registro: 2003182.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. IMPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MÁXIMA PUBLICIDAD 
EN EL DERECHO FUNDAMENTAL RELATIVO.*

Del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el Estado 

Mexicano está constreñido a publicitar sus actos, pues se reconoce el derecho fundamental de los ciuda­

danos a acceder a la información que obra en poder de la autoridad, que como lo ha expuesto el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P./J. 54/2008, publicada en el Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, de rubro: "ACCESO A LA 

INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL.", contiene una doble dimen­

sión: individual y social. En su primer aspecto, cumple con la función de maximizar el campo de la autonomía 

personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, 

voces y opiniones, mientras que en el segundo, brinda un derecho colectivo o social que tiende a revelar el 

empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como un 

mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las características 

principales del gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia en 

el actuar de la administración, conducente y necesaria para la rendición de cuentas. Por ello, el principio 

de máxima publicidad incorporado en el texto constitucional, implica para cualquier autoridad, realizar un 

manejo de la información bajo la premisa inicial que toda ella es pública y sólo por excepción, en los casos 

expresamente previstos en la legislación secundaria y justificados bajo determinadas circunstancias, se 

podrá clasificar como confidencial o reservada, esto es, considerarla con una calidad diversa.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 257/2012. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretaria: Mayra Susana Martínez López.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 3, marzo de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1899, Tesis: I.4o.A.40 A (10a.), Registro: 2002944.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. HIPÓTESIS EN QUE LA AUTORIDAD IMPONE LÍMITES AL 
EJERCICIO DEL DERECHO RELATIVO SIN CORROBORAR QUE SE CUMPLAN LAS DISPOSI­
CIONES LEGALES Y CONSTITUCIONALES CORRESPONDIENTES, TRATÁNDOSE DE UNA 
SOLICITUD DE INFORMACIÓN HECHA AL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL.*

Cuando un gobernado pide al Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial que le informe, por ejemplo, el 

número de solicitudes de patente presentadas al amparo del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, 

de conformidad con su artículo 22, después del plazo de treinta meses desde la fecha de prioridad recono­

cida, los números de expedientes administrativos de aquéllas y el estatus en que se encuentra cada una, y 

dicha autoridad administrativa argumenta que no cuenta con un documento que cumpla con dichas espe­

cificaciones, pero pone a su disposición una guía de uso del Sistema de Información de la Gaceta de la 

Propiedad Industrial, en la que informa paso a paso la manera de acceder a la información requerida, preten­

diendo con ello cumplir con la solicitud de acceso a la información y, posteriormente, el Instituto Federal 

de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales valida esta respuesta y tiene por satisfecho 

el derecho de acceso a la información del solicitante, se considera que esa respuesta no otorga certeza de 

que la información solicitada, en efecto, se encuentre en la fuente citada y que sea posible su consulta 

conforme al procedimiento descrito, lo que lejos de promover y privilegiar el acceso al derecho a la infor­

mación, impone límites a su ejercicio, pues sin corroborar que efectivamente se cumpliera con los artículos 

42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y 6o. de la Consti­

tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se tuvo por validada y legitimada la actuación del Instituto 

Mexicano de la Propiedad Industrial, soslayando que el referido precepto 42 debe interpretarse a la luz del 

texto constitucional, buscando privilegiar y optimizar los valores y fines tutelados, al considerar que éste 

prevé los estándares mínimos para el ejercicio de los derechos, relativos a la máxima publicidad, disponi­

bilidad de la información y buena fe, máxime si se advierte que la autoridad administrativa sí cuenta o 

razonablemente debe contar con la información solicitada.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 257/2012. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretaria: Mayra Susana Martínez López.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 3, marzo de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1898, Tesis: I.4o.A.43 A (10a.), Registro: 2002943.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVAR LAS RESTRICCIONES 
QUE SE ESTABLEZCAN AL EJERCICIO DEL DERECHO RELATIVO.*

El ejercicio del derecho de acceso a la información contenido en el artículo 6o. de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos no es absoluto, en tanto que puede ser restringido excepcionalmente y 

sólo en la medida necesaria para dar eficacia a otros derechos o bienes constitucionales, pero como el 

Estado debe establecer las condiciones para su pleno ejercicio sin limitaciones arbitrarias ni discriminación 

alguna, mediante las políticas públicas en la materia, las restricciones que se establezcan deben observar 

los criterios de: a) razonabilidad, esto es, enfocarse a satisfacer los fines perseguidos; y b) proporcionalidad, 

que se traduce en que la medida no impida el ejercicio de aquel derecho en su totalidad o genere en la 

población una inhibición al respecto. En consonancia con lo anterior, las autoridades deben dar prevalencia 

a los principios inmersos en la Constitución, frente a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­

mación Pública Gubernamental, concibiendo el señalado derecho bajo la lógica de que la regla general 

debe ser la máxima publicidad de la información y disponibilidad, de modo que, en aras de privilegiar su 

acceso, han de superarse los meros reconocimientos formales o ritos procesales que hagan nugatorio el 

ejercicio de este derecho, en la inteligencia de que, sobre la base no formalista de un fundamento de hecho 

y una interpretación dinámica y evolutiva según las circunstancias, debe prevalecer la esencia y relevancia 

del derecho fundamental, y sólo de manera excepcional, podrá restringirse su ejercicio, en la medida que 

ello se encuentre justificado, acorde con los requisitos descritos, lo que encuentra sustento en el artículo 

1o. constitucional, conforme al cual se acentúa la importancia tanto de propiciar como de vigilar el respeto, 

protección y promoción de los derechos humanos, reconociéndose que las normas en esa materia esta­

blecen estándares mínimos de protección y son, por tanto, susceptibles de ampliación e interpretación en 

el sentido de aplicación más favorable a las personas, aunado al hecho de que los derechos fundamentales 

han alcanzado un efecto de irradiación sobre todo el ordenamiento jurídico, lo que se asocia con su dimensión 

objetiva, que se traduce en que su contenido informa o permea a éste, de manera que si el Texto Funda­

mental recoge un conjunto de valores y principios, éstos irradian al resto del ordenamiento.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 257/2012. 6 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
Secretaria: Mayra Susana Martínez López.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 3, marzo de 2013, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1897, Tesis: I.4o.A.42 A (10a.), Registro: 2002942.
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INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS. ESTÁ 
LEGITIMADO PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LAS SENTEN­
CIAS DICTADAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO DONDE FIGURE COMO AUTO­
RIDAD RESPONSABLE, AUNQUE HUBIERE EJERCIDO FUNCIONES MATERIALMENTE 
JURISDICCIONALES.*

El citado Instituto tiene legitimación para interponer revisión en amparo indirecto donde figure como auto­

ridad responsable, porque aunque hubiere ejercido funciones materialmente jurisdiccionales, no es un 

tribunal jurisdiccional, sino un órgano de la Administración Pública Federal con autonomía operativa, 

presupuestaria y de decisión, encargado de promover y difundir el ejercicio del derecho a la información 

pública gubernamental; además, para efectos de sus resoluciones no está subordinado a autoridad alguna 

y adopta sus decisiones con plena independencia, y entre otras facultades tiene la de resolver recursos y 

formular resoluciones conforme a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental.

Contradicción de tesis 241/2012. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Primera Región, con residencia en el Distrito Federal y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la misma región. 3 de octubre de 2012. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretario: Aurelio Damián Magaña.

Tesis de jurisprudencia 166/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada 
del catorce de noviembre de dos mil doce.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, Segunda Sala, p. 1101, 
Tesis: 2a./J. 166/2012 (10a.), Registro: 2002546.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. CONTRA LA NEGATIVA DEL DIRECTOR DEL 
CENTRO DE REINSERCIÓN SOCIAL VARONIL EN SAN JOSÉ EL ALTO, QUERÉTARO, A 
EXPEDIR COPIAS DE UN ACTA DE SESIÓN DEL CONSEJO TÉCNICO INTERDISCIPLINARIO 
DE DICHO CENTRO, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.*

La Ley de Acceso a la Información Gubernamental del Estado de Querétaro, reformada mediante publi­

cación en el Periódico Oficial de la entidad el 18 de mayo de 2012, regula el recurso de revisión contra las 

resoluciones que nieguen, impidan o limiten el acceso a la información, o que la proporcionen de manera 

inexacta, incompleta, insuficiente o distinta a la solicitada; sin embargo dicha ley, antes y después de la 

reforma indicada, no establece la suspensión de la ejecución del acto reclamado con la interposición 

del referido recurso, de ahí que se actualice un caso de excepción al principio de definitividad que rige al 

juicio de amparo indirecto, por lo que éste procede contra las mencionadas resoluciones de conformidad 

(a contrario sensu) con el artículo 73, fracción XV, de la Ley de Amparo, sin que sea necesario agotar pre­

viamente el medio ordinario de defensa que establece la citada ley estatal. Además, cuando se aduce en 

la demanda de amparo que la negativa del director del Centro de Reinserción Social Varonil en San José el 

Alto, Querétaro, a expedir las copias certificadas de un acta de sesión del Consejo Técnico Interdisciplina­

rio de dicho Centro, es contraria al derecho a la información contenido en el artículo 6o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se actualiza la diversa excepción al principio de definitividad 

que rige al juicio de amparo indirecto, en términos del segundo párrafo de la fracción IV del artículo 107 

constitucional, esto es, cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución.

Contradicción de tesis 342/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos del 
Vigésimo Segundo Circuito. 10 de octubre de 2012. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Aurelio Damián Magaña.

Tesis de jurisprudencia 161/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada 
del veinticuatro de octubre de dos mil doce.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, Segunda Sala, p. 764, Tesis: 
2a./J. 161/2012 (10a.), Registro: 2002435.
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INFORMACIÓN PÚBLICA. NO TIENEN ESA CALIDAD LOS DATOS EN PODER DE UNA 
ENTIDAD PARAESTATAL RELATIVOS A LA RELACIÓN DE TRABAJO QUE ÉSTA GUARDA 
CON SUS EMPLEADOS EN SU CALIDAD DE PATRÓN (APLICACIÓN DE LA JURISPRU­
DENCIA 2a./J. 118/2010).*

De los argumentos que originaron la citada jurisprudencia, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 2010, página 438, de rubro: "INFORMACIÓN PÚBLICA. 

EL MONTO ANUAL DE LAS CUOTAS SINDICALES DE LOS TRABAJADORES DE PETRÓLEOS MEXICANOS 

NO CONSTITUYE UN DATO QUE DEBA DARSE A CONOCER A LOS TERCEROS QUE LO SOLICITEN.", se 

advierte que aun cuando se refiere al tema de cuotas sindicales, su alcance es más general, pues la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación aclaró que la información pública es el conjunto 

de datos en posesión de los poderes constituidos del Estado, obtenidos en ejercicio de sus funciones en 

calidad de autoridad, es decir, cuando al aplicar su ius imperium, obtienen información de particulares, 

que de no ejercer esa facultad, no estarían obligados a otorgarla, por motivos personales, de interés o de 

cualquier otro. En ese sentido, los datos en poder de una entidad paraestatal relativos a la relación de trabajo 

que ésta guarda con sus empleados en su calidad de patrón —los cuales obtuvo sin ejercer su potestad de 

imperio—, no tienen la calidad de información pública, pues los particulares no están obligados a darles 

transparencia.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, CON RESI­
DENCIA EN NAUCALPAN DE JUÁREZ, ESTADO DE MÉXICO.

Amparo en revisión 366/2012. 6 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alberto Zerpa 
Durán. Secretario: Roberto Carlos Hernández Suárez.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 13/2013, de la que derivó la tesis 
jurisprudencial PC.I.A. J/2 A (10a.) de rubro: "INFORMACIÓN PÚBLICA. TIENEN ESA CALIDAD LOS DATOS EN 
POSESIÓN DE PETRÓLEOS MEXICANOS Y SUS ORGANISMOS SUBSIDIARIOS RELATIVOS A LOS RECURSOS 
PÚBLICOS ENTREGADOS AL SINDICATO DE TRABAJADORES PETROLEROS DE LA REPÚBLICA MEXICANA POR 
CONCEPTO DE PRESTACIONES LABORALES CONTRACTUALES A FAVOR DE LOS TRABAJADORES."

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 2, diciembre de 2012, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 1375, Tesis: II.8o. (I Región) 15 A (10a.), Registro: 2002321.
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EVALUACIÓN DE PERMANENCIA DE LOS ELEMENTOS POLICIACOS DE LA PROCURA­
DURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. EL EXPEDIENTE QUE CONTIENE LOS RESULTADOS 
DEL PROCESO RELATIVO NO PUEDE CONSIDERARSE COMO INFORMACIÓN RESERVADA, 
POR LO QUE DEBE PERMITIRSE A SU TITULAR CONSULTARLO DURANTE LA SUSTAN­
CIACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS Y JUDICIALES EN QUE HAYA 
SIDO PRESENTADO.*

El expediente administrativo de un elemento policiaco de la Procuraduría General de la República no puede 

considerarse, en términos del artículo 56 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, como 

información reservada, por contener resultados del proceso de evaluación de permanencia, toda vez que el 

propio precepto establece como excepción a dicha regla general, el supuesto en que deba ser presentado 

en procedimientos administrativos o judiciales; motivo por el cual, durante la sustanciación de éstos debe 

permitirse la consulta al titular del indicado expediente, al no actualizase el supuesto previsto por la fracción 

I del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 94/2012. 19 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretaria: 
Martha Izalia Miranda Arbona.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 2, diciembre de 2012, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 1328, Tesis: I.7o.A.69 A (10a.), Registro: 2002302.
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INSTITUTOS DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE LOS ES­
TADOS DE JALISCO Y TABASCO. ESTÁN LEGITIMADOS PARA INTERPONER RECURSO 
DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA DE AMPARO DONDE INTERVINIERON COMO 
AUTORIDAD RESPONSABLE, AUNQUE HAYAN EJERCIDO FUNCIONES MATERIALMENTE 
JURISDICCIONALES.*

Los indicados Institutos tienen legitimación para interponer recurso de revisión contra la sentencia de 

amparo donde intervinieron como autoridad responsable, inclusive en los casos en que hayan emitido 

actos materialmente jurisdiccionales, pues no son tribunales judiciales ni jurisdiccionales, sino organis­

mos autónomos, dotados de personalidad jurídica, patrimonio, autonomía de gestión y presupuestaria, en 

términos de las respectivas Constituciones locales y además porque tienen como interés preponderante 

resguardar los objetivos administrativos de orden público que se les encomiendan legalmente; esto es, no 

son autoridades jurisdiccionales, aun cuando dentro de sus facultades está la de resolver los recursos 

interpuestos contra actos y resoluciones dictados por los sujetos obligados, con relación a las solicitudes 

de acceso a la información, pues aun en tales extremos no tienen la naturaleza de un tribunal ni pueden 

equiparársele.

Contradicción de tesis 223/2012. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
de Trabajo del Décimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
11 de julio de 2012. Unanimidad de cuatro votos; votó con salvedad Sergio A. Valls Hernández. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 

Tesis de jurisprudencia 91/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
ocho de agosto de dos mil doce.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 2, septiembre de 2012, Segunda Sala, p. 787, 
Tesis: 2a./J. 91/2012, Registro: 2001656.



Ac
ce

so
 a 

la 
inf

or
m

ac
ión

37

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. SI FUE NEGADA Y LA PERSONA ACUDE AL 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, LA AUTORIDAD QUE LO RESUELVA, EN ATENCIÓN 
AL PRINCIPIO PRO PERSONA, DEBE APLICAR LA LEY DE LA MATERIA Y NO EL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PORQUE AQUÉLLA OTORGA ESE DE­
RECHO CON MAYOR AMPLITUD (LEGISLACIÓN PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS 
DE GUANAJUATO).*

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos obliga a los juzgadores a inter­

pretar las normas relativas a los derechos humanos de conformidad con la propia Ley Fundamental y con 

los tratados internacionales de la materia de que se trate, favoreciendo en todo tiempo a las personas la 

protección más amplia. Precepto constitucional que consigna el principio pro persona, criterio herme­

néutico de acuerdo con el cual debe atenderse a la interpretación extensiva de la norma cuando se trata 

de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la restringida cuando se determinan limitaciones 

permanentes a su ejercicio o su suspensión extraordinaria; siendo extensiva porque las normas que rigen 

o consignan pautas de protección a esos derechos, pueden localizarse en leyes secundarias, procesales o 

no incluidas en el capítulo de algún cuerpo legal en el que se consigne el catálogo de esos derechos. 

Interpretación permitida por el principio de universalidad de los derechos humanos, que establece que su 

protección puede ser reconocida y garantizada en normas de cualquier rango, incluso, con base en el 

diverso principio de indivisibilidad, el cual prohíbe jerarquizarlos. Por otro lado, el derecho a la información 

pública que reconoce el artículo 6o. constitucional, en el Estado de Guanajuato está desarrollado, entre 

otros, en los artículos 6o., fracción II, 8 y 23 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y 39 y 40 

de la Ley de Acceso a la Información Pública, ambos para el Estado y los Municipios. De ahí que cuando 

una persona requiera información a un ente público, ésta sea negada y acuda al contencioso adminis­

trativo, la autoridad que lo resuelva, aun cuando tiene la posibilidad de aplicar la primera ley, en atención al 

principio pro persona, debe aplicar la segunda porque otorga el derecho de acceso a la información pública 

con mayor amplitud, al no exigir como requisito para el solicitante acreditar el interés jurídico en el asunto, 

sino que dispone, entre otros aspectos, que los sujetos obligados por dicha ley deberán brindar la información 

pública solicitada que tengan en su poder y que no sea reservada.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO.

Amparo directo 135/2012. 14 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. 
Secretario: Pedro Hermida Pérez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 3, septiembre de 2012, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 1493, Tesis: XVI.1o.A.T.7 K (10a.), Registro: 2001549.
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JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN LAS REGLAS I.6.2.5. Y 
I.6.2.6., ASÍ COMO EN EL ANEXO 17, APARTADOS B Y D, DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA 
FISCAL PARA DOS MIL DIEZ, RELATIVA A RECABAR DATOS PERSONALES DE LOS JUGA­
DORES, NO VIOLA EL DERECHO A LA PRIVACIDAD Y PROTECCIÓN DE LOS DATOS PERSO­
NALES Y A LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS PAPELES DE LOS GOBERNADOS.*

La obligación contenida en dichas reglas y anexo, concretamente la de recabar el nombre, domicilio, 

Registro Federal de Contribuyentes o clave de Registro Único de Población de los jugadores, deriva de lo 

previsto en el artículo 20 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, pues al establecer 

este último numeral la obligación formal de implementar sistemas de cómputo para proporcionar información 

a la autoridad fiscal, a fin de mejorar la eficiencia recaudatoria, de conformidad con las especificaciones 

técnicas, de seguridad y requerimientos de información que deberá tener el sistema de cómputo, previstas en 

las reglas generales citadas, implica que aquellos datos son necesarios para la aplicación de lo dispuesto 

en el referido precepto legal. Aunado a que la obligación formal señalada, por sí sola no implica violación al 

derecho a la privacidad y protección de los datos personales, y a la confidencialidad de los papeles de los 

gobernados y de la información que contienen, pues tal información resulta necesaria para que la autoridad 

fiscal pueda contar con datos suficientes para verificar las operaciones y registros en los sistemas centrales 

de juegos de apuestas, así como de caja y de control de efectivo, a fin de comprobar que el impuesto enterado 

haya sido determinado correctamente; sin que ello implique violación a la privacidad de los causantes, 

quienes tienen el deber de contribuir con el gasto público, en términos de lo dispuesto por el artículo 31, 

fracción IV, constitucional. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 109/2011. 18 de enero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Higuera Corona. Secre­
taria: María Elena Gómez Aguirre.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 3, febrero de 2012, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2355, Tesis: VI.1o.A.12 A (10a.), Registro: 2000238.
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INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. EFECTOS DE SUS 
RESOLUCIONES.*

Los artículos 49, 50 y 51 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 

disponen la procedencia del recurso de revisión en contra de las resoluciones emitidas por el Instituto 

Federal de Acceso a la Información Pública, especificando que dicho recurso procederá en lugar del 

recurso genérico previsto en materia administrativa. Asimismo, el artículo 59 de la ley dispone categórica­

mente que las resoluciones del Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, al resolver los 

recursos de revisión, serán definitivas para las dependencias y entidades, mientras que los particulares 

podrán impugnarlas ante el Poder Judicial de la Federación. En consecuencia, resulta evidente que la 

intención del legislador fue excluir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa del conocimiento 

de las resoluciones recaídas a los recursos de revisión emitidas por el instituto, al igual que eliminar la 

posibilidad de que las dependencias y entidades promuevan algún juicio o recurso ante el Poder Judicial 

de la Federación. Por lo antes expuesto, los sujetos obligados en términos de la Ley Federal de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública Gubernamental deben dar cumplimiento incondicional a las resoluciones 

emitidas por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública al resolver recursos de revisión, sin 

que sea válida la utilización de recursos jurídicos, como la interposición de un juicio de nulidad, o de facto, 

como la simple negativa de entregar información, para eludir dicho cumplimiento.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, Primera Sala, p. 657, Tesis: 
1a. XIV/2012 (10a.), Registro: 2000235.
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INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
(LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBER­
NAMENTAL).*

Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés 

público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucio­

nalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten 

a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones 

que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la 

información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasifi­

carse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de 

información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la protección 

del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de informa­

ción reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los 

cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 

1) comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negocia­

ciones o relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 

4) poner en riesgo la vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de 

las leyes, prevención o verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control 

migratorio o a las estrategias procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no 

causen estado. Por otro lado, con un enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, 

sino específico, de supuestos en los cuales la información también se considerará reservada: 1) la que 

expresamente se clasifique como confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental reservada; 

2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) averiguaciones previas; 4) expedientes 

jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos de responsabilidad administrativa sin 

resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos de vista de servidores 

públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado una decisión 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, Primera Sala, p. 656, Tesis: 
1a. VIII/2012 (10a.), Registro: 2000234.
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definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien pueden 

clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso des­

tacar de modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información 

reservada.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.
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INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 

(LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBER­

NAMENTAL).*

Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés 

público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucio­

nalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten 

a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones 

que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la 

información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasifi­

carse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de infor­

mación reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida privada y los 

datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información confi­

dencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el consen­

timiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un 

sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reco­

noce que el derecho a la protección de datos personales —así como al acceso, rectificación y cancelación 

de los mismos— debe ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la 

legislación secundaria; así como en la fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege 

la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así 

pues, existe un derecho de acceso a la información pública que rige como regla general, aunque limitado, 

en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso 

público —para todas las personas independientemente del interés que pudieren tener— a los datos perso­

nales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos 

expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la 

clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse 

el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, Primera Sala, p. 655, Tesis: 
1a. VII/2012 (10a.), Registro: 2000233.
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conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no 

es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consen­

timiento expreso de la persona a que haga referencia la información.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.
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VIOLACIONES GRAVES A DERECHOS HUMANOS. SU CONCEPTO PARA EFECTOS DEL 
DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE LAS 
INVESTIGA.*

De conformidad con el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, no puede alegarse el carácter de reservado cuando la averiguación previa investigue 

hechos constitutivos de graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad. A fin de que 

el intérprete determine si un caso concreto se ubica en el supuesto de excepción relativo a las violaciones 

graves a derechos humanos y deba dar acceso a la averiguación previa correspondiente, es necesario que 

atienda a los lineamientos sentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por la Corte Interame­

ricana de Derechos Humanos en esta materia. Siguiendo los lineamientos establecidos por este alto tribunal, 

para determinar que una violación a derechos humanos es "grave" se requiere comprobar la trascendencia 

social de las violaciones, lo cual se podrá determinar a través de criterios cuantitativos o cualitativos. 

El criterio cuantitativo determina la gravedad de las violaciones demostrando que tienen una trascendencia 

social en función de aspectos medibles o cuantificables, tales como el número, la intensidad, la amplitud, 

la generalidad, la frecuencia o su prolongación en el tiempo, así como, evidentemente, la combinación de 

varios de estos aspectos. Es lógico que el criterio anterior no haya podido aplicarse a todos los casos, razón 

por la cual esta Suprema Corte también ha entendido que en algunos supuestos la trascendencia social 

de las violaciones se puede demostrar mediante un criterio cualitativo, determinando si éstas presentan 

alguna característica o cualidad que les dé una dimensión específica. En lo que respecta a la jurisprudencia 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ese tribunal ha determinado que la "gravedad" radica, 

esencialmente, en que se presenten las siguientes características: multiplicidad de violaciones compren­

didas dentro del fenómeno delictivo; especial magnitud de las violaciones en relación a la naturaleza de los 

derechos afectados; y una participación importante del Estado, al ser los actos cometidos por agentes 

estatales o con la aquiescencia, tolerancia o apoyo del Estado.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, Primera Sala, p. 667, Tesis: 
1a. XI/2012 (10a.), Registro: 2000296.
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DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LOS HECHOS CONSTITUTIVOS DE ESTE DELITO 
SON VIOLACIONES GRAVES A LOS DERECHOS HUMANOS PARA EFECTOS DEL DERECHO 
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE LOS INVESTIGA.*

De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la desaparición for­

zada de personas constituye una violación múltiple de varios derechos protegidos por la Convención Ameri­

cana sobre Derechos Humanos, que coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, acarreando 

otras vulneraciones conexas, siendo particularmente grave cuando forma parte de un patrón sistemático 

o práctica aplicada o tolerada por el Estado. En consecuencia, si en un caso concreto, el fenómeno delic­

tivo fue cometido por agentes estatales e implicó la violación intensa a los derechos a la vida, la integridad 

personal, la libertad y el reconocimiento a la personalidad jurídica de la víctima, no cabe duda que nos 

encontramos ante una violación grave a los derechos humanos, por lo que la autoridad ministerial, de 

conformidad con el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, debe garantizar el acceso a la averiguación previa que investiga estos hechos.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, Primera Sala, p. 654, Tesis: 
1a. XII/2012 (10a.), Registro: 2000219.
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PROCEDIMIENTO DE ADJUDICACIÓN DEL SISTEMA Y CENTRO DE CONTROL DE VIDEO 
VIGILANCIA PARA LA ZONA METROPOLITANA DE GUADALAJARA, JALISCO. SI LA DOCU­
MENTACIÓN QUE LO INTEGRA SE CLASIFICÓ COMO RESERVADA NO PUEDE LEGALMENTE 
SER REQUERIDA POR UN JUEZ FEDERAL EN EL JUICIO DE AMPARO, POR TRATARSE DE 
CUESTIONES ATINENTES A LA SEGURIDAD PÚBLICA.*

El derecho a la información previsto en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos no es absoluto, sino que se encuentra sujeto a limitaciones o excepciones que 

se sustentan, entre otras razones, en la protección de la seguridad nacional y han dado origen a la figura 

jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "información 

clasificada". Consecuentemente, si la documentación que integra el procedimiento de adjudicación del 

Sistema y Centro de Control de Video Vigilancia para la Zona Metropolitana de Guadalajara, Jalisco, que 

tiene como finalidad que a través de cámaras de video y un software en la red de telecomunicaciones en 

fibra óptica se ejerza mayor vigilancia para abatir la inseguridad pública, se clasificó por la autoridad como 

reservada, no puede legalmente ser requerida por un Juez Federal en el juicio de amparo, porque quedaría 

expuesta y a disposición de las partes, quienes pueden difundir el propósito y las características de dicho 

sistema poniendo en riesgo la seguridad del Estado y, en consecuencia, de la ciudadanía en general.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Queja 18/2012. Secretaría de Administración del Estado de Jalisco. 22 de marzo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretario: Guillermo García Tapia.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 157/2014, pendiente de resolverse 
por el Pleno.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, Tomo 3, julio de 2012, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2036, Tesis: III.2o.A.17 A (10a.), Registro: 2001158.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. EL JUICIO DE AMPARO PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE 
LA AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE ESA NATURALEZA, CUANDO 
SE ALEGA EN LA DEMANDA VIOLACIÓN DIRECTA AL DERECHO DE PETICIÓN (LEGISLA­
CIONES DE SAN LUIS POTOSÍ Y FEDERAL).*

Si bien es cierto que los artículos 74 y 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de San Luis Potosí, así como los diversos 53 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­

mación Pública Gubernamental y 93 de su reglamento regulan, a través de un medio de defensa o median­

te un procedimiento, cómo debe respetarse el derecho de acceso a la información, también lo es que 

cuando existe omisión de la dependencia o autoridad de responder a una solicitud de esa naturaleza, 

el gobernado puede estimar válidamente que se cometió en su perjuicio una transgresión al derecho de 

petición contenido en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 

garantiza la obligación de las autoridades de responder cualquier solicitud en breve término y de dar a 

conocer la respuesta al interesado. En ese tenor, para el efecto de la procedencia del juicio de amparo 

promovido contra la omisión de una autoridad de responder sobre una solicitud de acceso a la informa­

ción, en términos de la fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo, debe determinarse en principio 

la violación o transgresión que el peticionario de amparo aduce que se cometió a sus derechos, lo que dará 

pauta al órgano de control constitucional para decidir si en el caso se actualiza o no la causa de improce­

dencia consistente en que no se agotó el medio o procedimiento establecido en la ley que rige al acto, 

antes de acudir al amparo. Así, cuando se aduce en la demanda de amparo una violación directa al derecho 

de petición, el juzgador no puede estimar que se actualiza la causal de improcedencia referida, pues en 

este caso el derecho de petición no se rige por las leyes de transparencia y de acceso a la información 

pública en las que sí se establece un recurso o medio de defensa por el que pueden ser revocados o nuli­

ficados los actos reclamados, pues debe tenerse presente que lo que busca el peticionario de amparo es 

que la autoridad conteste su solicitud en breve término y que haga de su conocimiento la respuesta.

Contradicción de tesis 397/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero 
del Noveno Circuito, y Primero y Cuarto en Materia Administrativa del Primer Circuito. 9 de diciembre de 2011. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Óscar Zamudio Pérez. 

Tesis de jurisprudencia 4/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
once de enero de dos mil doce.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, marzo de 2012, Segunda Sala, p. 352, Tesis: 
2a./J. 4/2012 (10a.), Registro: 2000299.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. ACCESO A LAS AVERIGUACIONES PREVIAS QUE INVES­
TIGUEN HECHOS QUE CONSTITUYAN GRAVES VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS 
O DELITOS DE LESA HUMANIDAD.*

En materia de derecho a la información pública, la regla general en un Estado democrático de derecho 

debe ser el acceso y máxima publicidad de la información. Sin embargo, la regla general presenta algunas 

excepciones, las cuales, por mandato constitucional, deben estar previstas en leyes en sentido formal y 

material. Una de estas excepciones es el caso de las averiguaciones previas, cuyo contenido debe consi­

derarse como estrictamente reservado, en términos de lo dispuesto en el artículo 16 del Código Federal de 

Procedimientos Penales, y de los artículos 13, fracción V, y 14, fracción III, de la Ley Federal de Transpa­

rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Ahora bien, esta limitante tampoco puede con­

siderarse como absoluta y presenta una excepción —de modo que estamos ante una excepción a la 

excepción— consistente en que, de conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de 

la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, no puede alegarse el 

carácter de reservado cuando la averiguación previa investigue hechos constitutivos de graves violaciones 

a derechos humanos o delitos de lesa humanidad. Las averiguaciones previas se mantienen reservadas en 

atención a que la difusión de la información contenida en ellas podría afectar gravemente la persecución 

de delitos y, con ello, al sistema de impartición de justicia. A pesar de lo anterior, la ley previó como excep­

ción a la reserva de las averiguaciones previas aquellos casos extremos en los cuales el delito persegui­

do es de tal gravedad que el interés público en mantener la averiguación previa en reserva se ve superado 

por el interés de la sociedad en su conjunto de conocer todas las diligencias que se estén llevando a cabo 

para la oportuna investigación, detención, juicio y sanción de los responsables. Estos casos de excepción 

son las investigaciones sobre graves violaciones a derechos humanos y delitos o crímenes de lesa huma­

nidad. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación recuerda que el Tribunal Pleno 

reconoció en la tesis jurisprudencial P./J. 54/2008, el doble carácter del derecho de acceso a la infor­

mación, como un derecho en sí mismo, pero también como un medio o instrumento para el ejercicio de 

otros derechos. En este sentido, el Tribunal Pleno destacó que el derecho de acceso a la información es la 

base para que los gobernados ejerzan un control respecto del funcionamiento institucional de los poderes 

públicos, por lo cual se perfila como un límite a la exclusividad estatal en el manejo de la información y, por 

ende, como una exigencia social de todo Estado de Derecho. En virtud de lo anterior, cobra una especial 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, Primera Sala, p. 652, Tesis: 
1a. IX/2012 (10a.), Registro: 2000212.
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relevancia la necesidad de permitir el acceso a la información que conste en averiguaciones previas que 

investiguen hechos que constituyan graves violaciones a derechos humanos o crímenes de lesa huma­

nidad, pues estos supuestos no sólo afectan a las víctimas y ofendidos en forma directa por los hechos 

antijurídicos, sino que ofenden a toda la sociedad, precisamente por su gravedad y por las repercusiones 

que implican.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 54/2008 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, con el rubro: "ACCESO A LA INFOR­
MACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL."
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DELITOS O CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD. SU CONCEPTO PARA EFECTOS DEL DERE­
CHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA QUE LOS INVESTIGA.*

De conformidad con el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental, no puede alegarse el carácter de reservado cuando la averiguación previa investigue 

hechos constitutivos de graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humanidad. A fin de que 

el intérprete determine si un caso concreto se ubica en el supuesto de excepción relativo a los delitos de 

lesa humanidad y deba dar acceso a la averiguación previa correspondiente, es necesario que atienda, a 

nivel federal, al Título Tercero del Código Penal Federal, el cual tipifica como delitos contra la humanidad, 

en su artículo 149, a la violación a los deberes de humanidad respecto de prisioneros y rehenes de guerra 

y, en su artículo 149 bis, al genocidio. Adicionalmente, es necesario tener en cuenta que el Estado mexicano 

ratificó el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, adoptado en la capital italiana el 17 de julio de 

1998. Asimismo, el 31 de diciembre de 2005, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por 

el cual se promulgó dicho Estatuto. Esta Primera Sala observa que el artículo 7o. del Estatuto de Roma de 

la Corte Penal Internacional, norma vigente en el ordenamiento jurídico mexicano, define los delitos o 

crímenes de lesa humanidad y establece un catálogo sobre las conductas que deberán considerarse como 

tales. Así, el asesinato; el exterminio; la esclavitud; la deportación o traslado forzoso de la población; la 

encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho 

internacional; la tortura; la violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización 

forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable; la persecución de un grupo o colectividad 

con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de 

género u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional; 

la desaparición forzada de personas; el crimen de apartheid, así como otros actos inhumanos de carácter 

similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física 

o la salud mental o física, serán considerados delitos o crímenes de lesa humanidad, tal y como los define 

el apartado segundo del párrafo primero del artículo 7o. del Estatuto de Roma. Asimismo, es importante 

señalar que estos delitos serán considerados como crímenes de lesa humanidad de conformidad con el 

Estatuto de Roma, únicamente cuando se cometan como parte de un ataque generalizado o sistemático 

contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque; entendiendo por ataque generalizado contra 

la población civil la línea de conducta que implique la comisión de actos mencionados en el catálogo de 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, Primera Sala, p. 650, Tesis: 
1a. X/2012 (10a.), Registro: 2000209.
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referencia contra una multiplicidad de personas dentro de dicha población; mientras que por sistemati­

zado debe entenderse que los actos se cometan de conformidad con la política de un Estado o de una 

organización de cometer esos actos o para promover esa política, es decir, en seguimiento de un plan 

preconcebido, lo cual excluiría a aquellos actos cometidos al azar.

Amparo en revisión 168/2011. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. TRATÁNDOSE DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO NO 
PUEDE ALEGARSE SU VULNERACIÓN RESPECTO DE QUIENES INTEGRAN EL CONGRESO 
LOCAL.*

El derecho a la información, establecido en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos es un derecho fundamental que corresponde a los ciudadanos en particular. En ese sentido, 

tal derecho no puede considerarse aplicable o trasladarse a la actividad legislativa como tal, alegando un 

derecho de los diputados para "acceder" a la información referente a asuntos ventilados en el seno del 

propio órgano legislativo al que pertenecen, pues es evidente que es el procedimiento de creación de normas 

el que asegura a los legisladores el conocimiento de las iniciativas legales planteadas y garantiza —a 

través del marco constitucional y, en su caso, legal— la participación de las mayorías y minorías en el 

proceso de discusión y votación, razón por la cual respecto del procedimiento legislativo no puede alegarse 

una violación al derecho de información de quienes integran el Congreso Local. 

Acción de inconstitucionalidad 68/2008. 18 de agosto de 2011. Once votos; votaron con salvedades: Sergio 
Salvador Aguirre Anguiano y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secre­
taria: Laura García Velasco. 

El Tribunal Pleno, el veintisiete de octubre en curso, aprobó, con el número 93/2011 (9a.), la tesis jurisprudencial 
que antecede. México, Distrito Federal, a veintisiete de octubre de dos mil once.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, Pleno, p. 431, Tesis: 
P./J. 93/2011 (9a.), Registro: 160578.
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CONFORME 
AL ARTÍCULO 37, PÁRRAFO SEXTO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, DEBE SANCIONARSE 
CON INHABILITACIÓN POR UN AÑO TANTO LA OMISIÓN ABSOLUTA DE PRESENTAR LA 
DECLARACIÓN PATRIMONIAL DE CONCLUSIÓN DEL ENCARGO COMO EL CUMPLIMIENTO 
EXTEMPORÁNEO DE ESA OBLIGACIÓN.*

De conformidad con el artículo 37, fracción II, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos, la declaración de situación patrimonial de conclusión del encargo deberá presentarse 

dentro del plazo de sesenta días naturales siguientes a que ocurra ese hecho, cuya omisión sin causa 

justificada será sancionada con inhabilitación al infractor por un año, según lo dispone el párrafo sexto del 

propio precepto. Ahora bien, en la exposición de motivos que dio origen al citado ordenamiento se estableció: 

"En materia de situación patrimonial de los servidores públicos también se pretende que el público pueda 

tener acceso a la información relativa en los rubros que la propia ley disponga y respecto de los niveles y 

puestos en la administración pública federal que establezca la dependencia encargada de llevar el registro 

y seguimiento de la evolución patrimonial, adicionalmente a los que el ordenamiento legal señale y conforme a 

la normatividad que ésta emita.—De aprobarse esta iniciativa, la referida información estaría disponible 

durante todo el tiempo en que el servidor público desempeñe sus funciones y hasta por tres años posteriores 

a que se hubiere retirado del encargo, la cual tendría valor probatorio en los casos que la propia ley deter­

mine.—Con lo anterior, se consolidarían los cimientos de la transparencia en la gestión pública federal, 

que contribuiría al combate a la corrupción, a eliminar la discrecionalidad de las autoridades para dar 

a conocer la información de que disponen, y que generaría, en suma, la confianza de la sociedad en los 

servidores públicos.". En este orden de ideas, la interpretación que debe otorgarse al párrafo sexto del aludido 

artículo 37, es en el sentido de que ha de sancionarse de la forma descrita, tanto la omisión absoluta de 

presentar la declaración patrimonial de conclusión del encargo como el cumplimiento extemporáneo de esa 

obligación. Esto es así, porque no debe quedar sin sanción la conducta omisa observada en cualquiera de 

las modalidades apuntadas, atento a que la intención del legislador fue preservar una cultura de legalidad 

y transparencia, en donde los servidores públicos rindan cuentas sobre su situación patrimonial, a efecto 

de que el público pueda tener acceso a la información correspondiente. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Revisión fiscal 288/2011. 7 de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. 
Secretario: Juan Daniel Torres Arreola.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 5, diciembre de 2011, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 3879, Tesis: I.7o.A.812 A (9a.), Registro: 160489.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE PUEBLA. 

CUANDO LAS AUTORIDADES OBLIGADAS A PROPORCIONAR INFORMACIÓN QUE ESTI­

MEN RESERVADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 14 DE LA LEY RELATIVA MANIFIESTEN AL 

JUEZ DE AMPARO SU OPOSICIÓN A QUE SE DIVULGUE, UNA VEZ QUE ÉSTE LA TENGA 

EN SU PODER DEBERÁ PRONUNCIARSE FUNDADA Y MOTIVADAMENTE ACERCA DE LO 

CORRECTO DE DICHA CLASIFICACIÓN Y, EN SU CASO, DEL ACCESO A AQUÉLLA POR EL 

QUEJOSO, O BIEN, DICTAR LAS MEDIDAS PARA LA CONSERVACIÓN DE TAL RESERVA.*

De los artículos 94 y 103, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto 

anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, en concordancia 

con los diversos 1o., fracción V, 42 y 48 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 78 y 149 de 

la Ley de Amparo, así como 80 y 87 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria 

a la Ley de Amparo conforme a su numeral 2o., párrafo segundo, se advierte que la función jurisdiccional 

en asuntos en que se reclamen actos de autoridades que vulneren garantías individuales se ejerce, entre 

otros órganos del Poder Judicial de la Federación, por los Juzgados de Distrito, los cuales, en ejercicio de 

su función jurisdiccional, solicitarán a la autoridad responsable su informe con justificación, la cual estará 

obligada a rendirlo exponiendo las razones y fundamentos que estime pertinentes para sostener la consti­

tucionalidad del acto reclamado o la improcedencia del juicio y acompañará, en su caso, copia certificada 

de las constancias necesarias para apoyar dicho informe y, si no lo hace así, se le impondrá en la sentencia 

respectiva una multa de diez a ciento cincuenta días de salario; aunado a lo anterior, el Juez de amparo 

deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiéndose rendido ante la responsable, no obren en autos y 

estime necesarias para la resolución del asunto. Asimismo, de los preceptos comentados se concluye que 

los Jueces de Distrito gozan de discrecionalidad en la guarda, custodia y difusión de las pruebas aportadas 

al juicio. Consecuentemente, cuando las autoridades obligadas a proporcionar información que, fundada 

y motivadamente, estimen reservada, en términos del artículo 14 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Puebla, manifiesten al Juez de Distrito su oposición a que se divulgue, 

una vez que éste la tenga en su poder tendrá que pronunciarse, también fundada y motivadamente, acerca 

de lo correcto de dicha clasificación y, en su caso, del acceso a aquélla por el quejoso, o bien, de las medidas 

que deben adoptarse para la conservación de tal reserva. 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 5, diciembre de 2011, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 3888, Tesis: VI.3o.A.355 A (9a.), Registro: 160474.
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Queja 60/2011. 8 de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez González. Secre­
tario: Miguel Ángel Mancilla Núñez.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 157/2014, pendiente de resolverse 
por el Pleno.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE PUEBLA. 
LA LIMITANTE PARA ACCEDER A LA INFORMACIÓN CLASIFICADA COMO RESERVADA EN 
TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA ES INAPLICABLE RESPECTO DE LOS ÓRGANOS DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN QUE CONOCEN DEL JUICIO DE AMPARO.*

De los artículos 1, fracción I, 2, fracciones IV y V, 6, 11 y 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informa­

ción Pública del Estado de Puebla, se advierte que el derecho de las personas para acceder a la información 

pública se encuentra limitado, excepcionalmente, respecto de aquella que en términos de la citada ley esté 

clasificada como reservada o confidencial; sin embargo, cuando los órganos del Poder Judicial de la Fede­

ración que conocen del juicio de garantías requieran la documentación necesaria para resolver la contro­

versia sometida a su potestad, las autoridades que con motivo de su función la tengan en su poder están 

obligadas a proporcionarla en términos de los artículos 78 y 149 de la Ley de Amparo, toda vez que la función 

jurisdiccional no se encuentra dentro del ámbito de aplicación de la señalada legislación estatal y, por 

ende, resulta irrelevante que la información de que se trate se encuentre clasificada como reservada, pues 

ello constituye una limitante al derecho de los gobernados a solicitar información, mas no a la facultad de 

una autoridad jurisdiccional para requerirla. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Queja 60/2011. 8 de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Ramírez González. Secre­
tario: Miguel Ángel Mancilla Núñez.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 157/2014, pendiente de resolverse 
por el Pleno.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 5, diciembre de 2011, Tribunales Colegiados 
de Circuito, p. 3889, Tesis: VI.3o.A.356 A (9a.), Registro: 160473.
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INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. LO TIENE EL AGENTE ECONÓMICO PARA RECLAMAR 
EL REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN CONFIDENCIAL QUE LE FORMULÓ LA COMISIÓN 
FEDERAL DE COMPETENCIA DURANTE EL PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN.*

Los artículos 30, 31 y 33 de la Ley Federal de Competencia Económica prevén los procedimientos de inves­

tigación y de determinación de responsabilidad y, en relación con el primero, en el que no existe la identi­

ficación de los hechos que puedan constituir una infracción ni está determinado el sujeto a quien deberá 

oírsele en defensa como probable responsable, el legislador dotó a la Comisión Federal de Competencia de 

amplias facultades para que realice la investigación correspondiente, la cual puede culminar con la emisión 

de un oficio de presunta responsabilidad, si es que de la indagatoria se hubieren encontrado elementos 

que la determinen, con lo que da inicio el procedimiento administrativo correspondiente. Consecuentemente, 

cuando durante el procedimiento de investigación la mencionada comisión requiere a un agente económico 

para que le proporcione información confidencial, éste tiene interés jurídico para reclamar en amparo ese 

acto, porque aun cuando durante esa etapa el mencionado órgano únicamente busque allegarse de infor­

mación pertinente en relación con el mercado investigado para verificar el cumplimiento de la normativa 

en la materia, el agraviado busca proteger la información que considera confidencial, por ejemplo, en 

materia de datos personales, secretos industriales, entre otros, no sólo de agentes económicos diversos, 

sino de la propia autoridad, que tendría conocimiento de su situación fiscal y operativa.

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 268/2010. 1o. de diciembre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Ernesto Martínez Andreu. 
Secretario: Manuel Camargo Serrano.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 3, octubre de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1648, Tesis: I.16o.A.26 A (9a.), Registro: 160838.
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INFORMACIÓN PÚBLICA. CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA 

AL ESCRITO POR EL QUE SE SOLICITA, DEBE INTERPONERSE EL RECURSO PREVISTO EN LA 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN 

LUIS POTOSÍ PREVIAMENTE AL AMPARO, AUN CUANDO SE INVOQUE COMO SUSTENTO 

EL DERECHO DE PETICIÓN.*

Si el análisis del libelo correspondiente y sus anexos evidencia que la real pretensión del impetrante es 

obtener información pública de la autoridad ante quien elevó la correspondiente solicitud, la sola cita 

del artículo 8o. constitucional que prevé el derecho de petición, o incluso la argumentación orientada en 

tal sentido plasmada en la demanda de garantías, no exenta al quejoso de agotar el recurso previsto en el 

artículo 74 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, 

antes de promover el juicio constitucional contra la omisión de la autoridad de responder el escrito por el que 

solicita la información, en atención al principio de definitividad que lo rige, según lo establecido en el artículo 

73, fracción XV, de la Ley de Amparo. Lo anterior, en virtud de que la intención del promovente refleja el 

ejercicio del derecho a la información pública que, a diferencia del de petición, sí exige la interposición 

previa del recurso correspondiente y, dado el principio de especialización, que significa preferir la 

norma concreta a la genérica, la eventual petición, en tal supuesto, se ve rebasada por aquella otra garan­

tía constitucional.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO.

Amparo en revisión 376/2010. 27 de enero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel Hernández Huízar. 

Secretario: José de Jesús López Torres. 

Amparo en revisión (improcedencia) 111/2011. 17 de febrero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel 

Hernández Huízar. Secretario: José de Jesús López Torres. 

Amparo en revisión (improcedencia) 113/2011. 17 de febrero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel 

Hernández Huízar. Secretario: José de Jesús López Torres. 

Amparo en revisión (improcedencia) 116/2011. 17 de febrero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: F. Guillermo 

Baltazar Alvear. Secretario: Esteban Oviedo Rangel. 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 3, octubre de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 536, Tesis: IX.1o. J/24 (9a.), Registro: 160844.
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Amparo en revisión (improcedencia) 118/2011. 24 de febrero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel 
Hernández Huízar. Secretario: José de Jesús López Torres.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 397/2011, de la que derivó la tesis 
jurisprudencial 2a./J. 4/2012 (10a.) de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. EL JUICIO DE AMPARO PROCEDE 
CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE ESA NATURALEZA, 
CUANDO SE ALEGA EN LA DEMANDA VIOLACIÓN DIRECTA AL DERECHO DE PETICIÓN (LEGISLACIONES DE 
SAN LUIS POTOSÍ Y FEDERAL)."
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TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS. EL ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE TRANSPORTE DEL 
ESTADO DE MORELOS, AL PREVER LA OBLIGACIÓN PARA LA AUTORIDAD MUNICIPAL 
DE FUNDAR Y MOTIVAR LA NECESIDAD DE ACCEDER A LA INFORMACIÓN CONTENIDA 
EN EL REGISTRO ESTATAL DE CONCESIONARIOS Y PERMISIONARIOS DEL SERVICIO DE 
TRANSPORTE PÚBLICO, AFECTA LAS CONDICIONES DE EJERCICIO DE LAS COMPETEN­
CIAS MUNICIPALES EN ESA MATERIA.*

La obligación de fundar y motivar las razones por las cuales las autoridades municipales están interesadas 

en acceder a la información contenida en el indicado Registro afecta directamente las condiciones de 

ejercicio de sus competencias en materia de transporte público de pasajeros y erosiona las posibilidades 

de intervenir con eficacia en la formulación y aplicación de los programas relativos, porque sin infor­

mación, los estudios, opiniones y propuestas municipales no pueden hacerse correctamente, lo cual afecta 

a las competencias que constitucional y legalmente tienen atribuidas. Además, la exigencia referida pone un 

obstáculo irrazonable para el correcto ejercicio de las competencias que el artículo 115 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce a los Municipios, sin que exija el mandato constitucional, 

dirigido a las autoridades públicas, que funden y motiven todos sus actos; esto es, la obligación de fundar y 

motivar rige respecto de los actos de imperio que implican el ejercicio de poderes públicos sobre los ciuda­

danos. Ahora bien, el supuesto regulado en el artículo 75 de la Ley de Transporte del Estado de Morelos se 

refiere a un ámbito distinto —relaciones entre autoridades— y se vincula con datos que, con las excepciones 

derivadas de las reglas aplicables en materia de información pública, están a disposición de cualquiera. 

Por tanto, el indicado artículo 75, al prever la obligación para la autoridad municipal de fundar y motivar la 

necesidad de acceder a la información contenida en el Registro Estatal de Concesionarios y Permisionarios 

del Servicio de Transporte Público, afecta las condiciones de ejercicio de las competencias municipales en 

materia de transporte público de pasajeros.

Controversia constitucional 19/2008. 11 de enero de 2011. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Francisca María Pou Giménez. 

El Tribunal Pleno, el ocho de septiembre en curso, aprobó, con el número 41/2011, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a ocho de septiembre de dos mil once.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, Pleno, p. 309, Tesis: 
P./J. 41/2011, Registro: 160725.



Ac
ce

so
 a 

la 
inf

or
m

ac
ión

61

RECURSO DE REVISIÓN ANTE EL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO. LA SUPLENCIA DE LAS DEFICIENCIAS PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 96 DE LA LEY DE LA MATERIA, VA ENCAMINADA A LOS "MOTIVOS DE INCON­
FORMIDAD" QUE EL PARTICULAR REFIERA EN EL ESCRITO DE INTERPOSICIÓN DE DICHO 
MEDIO DE IMPUGNACIÓN.*

De los artículos 93 a 99 de la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco se advierte 

que en caso de que a los solicitantes de información pública se les niegue el acceso, consulta o entrega 

de ésta, cuando sea inexistente o en los casos en que al entregársela esté incompleta, sea errónea o falsa; 

que esté clasificada como reservada o confidencial; que el sujeto obligado se niegue a entregar información 

confidencial o a efectuar las modificaciones solicitadas a ésta o la entregue en formato incomprensible; 

que exista inconformidad con el costo o modalidad de entrega de la información, y cuando no se resuelva 

su petición en los plazos legales, podrán interponer el recurso de revisión ante el Instituto de Transparencia 

e Información Pública de la entidad (artículos 93 y 94), mediante escrito en el que se exprese el nombre del 

promovente y los motivos de inconformidad, anexando el original o copia de la resolución emitida por los 

sujetos obligados en caso de haber sido notificada personalmente, así como el documento original donde 

conste el acuse de recibo de la solicitud por parte de la unidad de transparencia e información, permitién­

doles expresar argumentos y anexar las pruebas que refuercen los motivos de inconformidad (artículo 95), 

pues el citado instituto, en todo caso, podrá subsanar las deficiencias de los recursos interpuestos por los 

particulares (artículo 96). Luego, recibido el escrito por el cual se interpone el recurso de revisión, dicho 

instituto requerirá al sujeto obligado por cualquier medio con el que pueda verificarse su notificación, un 

informe en el que manifieste los argumentos, pruebas o cualquier otro elemento que justifique su negativa, 

en caso de que éste no haya sido enviado previamente (artículo 97), debiendo resolver dicho recurso dentro 

de los cinco días hábiles siguientes a su recepción o al en que haya decidido de oficio iniciar la revisión 

(artículo 98). Finalmente, la resolución del recurso de revisión se tomará por mayoría votos de los comisio­

nados, la cual podrá confirmar, modificar o revocar la resolución recurrida o, en su caso, requerir a los 

sujetos obligados para que entreguen la información, en la forma, plazo y término señalados en la resolu­

ción correspondiente y, en caso de no resolver el mencionado recurso en los plazos señalados, la resolución 

recurrida se entenderá confirmada (artículo 99). Así, de una interpretación adminiculada de los citados 

preceptos se colige que la suplencia de las deficiencias prevista en el artículo 96 del indicado ordenamiento, 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 3, octubre de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1717, Tesis: III.4o. (III Región) 61 A (9a.), Registro: 160772.
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va encaminada a los "motivos de inconformidad" que el particular refiera en el escrito por el que interponga el 

aludido medio de impugnación, acorde con el artículo 95 que establece que éstos se plantearán respecto 

de la respuesta recurrida, expresando a su vez los argumentos o pruebas que refuercen tales inconfor­

midades, aun cuando la ley no obliga textualmente a expresar "agravios".

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA REGIÓN, CON RESI­
DENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO.

Amparo en revisión 584/2011. 1o. de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús López 
Arias. Secretario: Edgar Iván Ascencio López.
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INFORMACIÓN O DOCUMENTOS DE LOS QUE TENGA CONOCIMIENTO PARA LA SUS­
TANCIACIÓN DEL JUICIO EN EL QUE SEA PARTE, O EN LOS CASOS ESTABLECIDOS EN LA 
LEY, LA JUNTA DEBE REQUERIRLO, PUES DE LO CONTRARIO VIOLA LAS NORMAS DEL 
PROCEDIMIENTO.*

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. XLVII/2000, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 72, de rubro: "DERE­

CHO A LA INFORMACIÓN. EL ARTÍCULO 22 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL NO LO VIOLA AL ESTABLE­

CER LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS DOCUMENTOS, DATOS E INFORMES PROPORCIONADOS AL 

INSTITUTO RELATIVO, YA QUE PERMITE PROPORCIONARLOS PARA JUICIOS Y PROCEDIMIENTOS LEGA­

LES.", determinó que de ese precepto legal se advierte que si bien la información suministrada al Instituto 

Mexicano del Seguro Social por los trabajadores, patrones y demás personas debe manejarse con la más 

absoluta confidencialidad y reserva posible, ésta se proporcionará para los juicios en que ese instituto sea 

parte y en los casos previstos por la ley. Por otro lado, los artículos 688 y 783 de la Ley Federal del Trabajo 

establecen la obligación de las autoridades administrativas de auxiliar a las Juntas de Conciliación y Arbi­

traje en el esclarecimiento de la verdad, mediante la exhibición de datos o documentos de que tengan 

conocimiento, requeridos por éstas. Como se observa, existe previsión legal respecto al auxilio que debe 

brindar el referido instituto y, por ende, se torna obligatorio que proporcione los informes solicitados por la 

Junta con fundamento en el artículo 803 de la invocada ley laboral; de ahí que cuando en aplicación del 

mencionado artículo 22 se niegue a facilitarlos, la Junta debe requerirlo para que remita la información en 

los términos solicitados, pues de lo contrario viola en perjuicio del quejoso las normas fundamentales del 

procedimiento dejándolo sin defensa y trascendiendo al resultado del fallo, ya que dicha prueba puede 

revertir las cargas probatorias en el juicio laboral.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO.

Amparo directo 49/2011. 18 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús de Ávila Huerta. Secretario: 
Salvador Ortiz Conde.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2135, Tesis: XVI.1o.A.T.23 L, Registro: 161057.
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO. SI SE CONCEDE PARA EL EFECTO DE QUE LA 
RESPONSABLE SE ABSTENGA DE EXIGIR AL QUEJOSO QUE ENTREGUE AL TERCERO PER­
JUDICADO INFORMACIÓN QUE PUEDE CONSIDERARSE LEGALMENTE COMO RESER­
VADA, EL REQUERIMIENTO DEL JUEZ DE DISTRITO PARA QUE AQUÉL LA EXHIBA EN EL 
JUICIO DE GARANTÍAS NO PUGNA CON LA MEDIDA CAUTELAR OTORGADA NI DEJA A 
ÉSTE SIN MATERIA.*

Si en el amparo se reclama la decisión que ordena la entrega al tercero perjudicado de información que 

puede considerarse legalmente como reservada, y se concede la suspensión definitiva para el efecto de 

que la responsable se abstenga de cumplir esa exigencia al quejoso, el requerimiento del Juez de Distrito 

para que aquél la exhiba en el juicio de garantías no pugna con la medida cautelar otorgada, atento a que 

la solicitud formulada al impetrante no implica que el tercero perjudicado será enterado de la información, 

en la inteligencia de que, dada la naturaleza del acto reclamado, el juzgador deberá guardar el sigilo pro­

cesal respectivo, a fin de que lo solicitado no se divulgue, es decir, deberá ordenar su resguardo, en virtud 

de que con esos datos resolverá el fondo del asunto, en tanto que debe analizar si la decisión adoptada por 

la responsable fue constitucional; de ahí que su solicitud no deja sin materia el juicio. Lo anterior, aunado 

a que el peticionario, una vez que desahogue la prevención formulada, podrá manifestar su oposición con 

la divulgación de la información a efecto de preservar el motivo de la controversia.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 138/2010. 9 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Juan 
Daniel Torres Arreola.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, junio de 2011, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1598, Tesis: I.7o.A.139 K, Registro: 161736.
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REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CONTRA LAS SENTENCIAS DIC­
TADAS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA QUE CON­
FIRMAN EL DESECHAMIENTO DEL JUICIO DE NULIDAD RESPECTO DE RESOLUCIONES 
EMITIDAS POR EL INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN.*

De conformidad con el artículo 104, fracción I­B, de la Constitución Federal, el recurso de revisión es un 

mecanismo excepcional a favor de las autoridades en el juicio de nulidad, para recurrir las resoluciones 

que se dicten en éste, cuya procedencia está condicionada a los términos que fije la ley, por lo que, de 

conformidad con el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el recurso 

podrá ser interpuesto por las autoridades demandadas y sólo será procedente en los casos que señalan las 

diversas fracciones del citado artículo. Así, contra las sentencias que confirman el desechamiento de 

los juicios de nulidad interpuestos contra las resoluciones emitidas en los recursos de revisión resueltos 

por el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental, es improcedente el recurso de 

revisión que promuevan las autoridades que deban entregar información en cumplimiento a lo resuelto 

por dicho instituto, pues no se actualiza ninguno de los supuestos a que se refieren las fracciones del cita­

do artículo 63.

DÉCIMO SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Revisión fiscal 139/2010. 6 de mayo de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Luz María Díaz Barriga de Silva. 
Secretaria: Patricia Rubio Marroquín.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1287, Tesis: I.17o.A.30 A, Registro: 161980.
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AMPARO INDIRECTO. LA ADMISIÓN EN UN PROCEDIMIENTO JUDICIAL ORDINARIO DE 
LA PRUEBA CONSISTENTE EN LA DECLARACIÓN FISCAL DE UNA PERSONA, OBTENIDA POR 
MEDIO DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE LA SECRETARÍA DE HACIEN­
DA Y CRÉDITO PÚBLICO, ES UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN MATERIAL PARA EFEC­
TOS DE LA PROCEDENCIA DE AQUEL JUICIO.*

La admisión en un procedimiento judicial ordinario de la prueba consistente en la declaración fiscal de 

una persona, obtenida por medio del Servicio de Administración Tributaria de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, como resultado del oficio que para tal fin se gire, es un acto de imposible reparación ma­

terial para efectos de la procedencia del juicio de amparo indirecto, toda vez que, al desahogarse dicho 

medio de convicción, se tendrá acceso a información inherente a la situación fiscal del particular y, en su 

caso, a sus libros de contabilidad, lo cual se obtendrá inclusive contra su voluntad, permitiendo conocer 

aspectos confidenciales que desde el momento en que se obtengan podrían afectar sus garantías indivi­

duales, sin que tales consecuencias puedan ser reparadas con la emisión de una sentencia favorable al 

afectado.

TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 443/2009. 7 de abril de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: José Atanacio 
Alpuche Marrufo. Secretaria: María del Rosario Franco Rosales.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, septiembre de 2010, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1156, Tesis: XXXI.3 K, Registro: 163891.
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INFORMACIÓN PÚBLICA. EL MONTO ANUAL DE LAS CUOTAS SINDICALES DE LOS TRA­
BAJADORES DE PETRÓLEOS MEXICANOS NO CONSTITUYE UN DATO QUE DEBA DARSE 
A CONOCER A LOS TERCEROS QUE LO SOLICITEN.*

Teniendo en cuenta que la información pública es el conjunto de datos de autoridades o particulares en 

posesión de los poderes constituidos del Estado, obtenidos en ejercicio de funciones de derecho público y 

considerando que en este ámbito de actuación rige la obligación de aquéllos de rendir cuentas y trans­

parentar sus acciones frente a la sociedad, en términos del artículo 6o., fracción I, de la Constitución Polí­

tica de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 1, 2, 4 y 6 de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, es indudable que el monto total al que 

ascienden las cuotas sindicales aportadas anualmente por los trabajadores de Petróleos Mexicanos no 

constituye información pública que, sin la autorización del sindicato, deba darse a conocer a los terceros 

que lo soliciten, ya que constituye un haber patrimonial perteneciente a una persona jurídica de derecho 

social (sindicato) y un dato que, si bien está en posesión de una entidad gubernamental (Petróleos Mexi­

canos), se obtiene por causa del ejercicio de funciones ajenas al derecho público, ya que tal información 

está en poder de dicho organismo descentralizado por virtud del carácter de patrón que tiene frente a sus 

empleados, a través de la obligación de retener mensualmente las cuotas sindicales aportadas para ente­

rarlas al sindicato, impuesta por el artículo 132, fracción XXII, de la Ley Federal del Trabajo, siendo que en el 

ámbito laboral no rige esa obligación a cargo del patrón de rendir cuentas y transparentar acciones frente 

a la sociedad. Máxime que el monto de las cuotas sindicales forma parte del patrimonio del sindi cato y su 

divulgación importaría, por un lado, una afectación injustificada a la vida privada de dicha per sona de 

derecho social, lo que está protegido por los artículos 6o., fracción II, y 16 constitucionales, por otro lado, una 

intromisión arbitraria a la libertad sindical, por implicar una invasión a la facultad que tiene el sindicato de 

decidir si da o no a conocer parte de su patrimonio a terceros, lo que está protegido por los artículos 3o. 

y 8o. del Convenio número 87, relativo a la Libertad Sindical y a la Protección al Derecho Sindical.

Contradicción de tesis 333/2009. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrati­
va del Primer Circuito y el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 11 de agosto 
de 2010. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fernando Silva García.

Tesis de jurisprudencia 118/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
dieciocho de agosto de dos mil diez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 2010, Segunda Sala, p. 438, Tesis: 
2a./J.118/2010, Registro: 164033.



Su
pr

em
a C

or
te

 de
 Ju

sti
cia

 de
 la

 N
ac

ión

68

INSCRIPCIÓN PREVENTIVA DE LA DEMANDA EN EL JUICIO DE ORIGEN EN EL REGIS­
TRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. NO PUEDE OMITIRSE O EVITARSE CON BASE EN  
EL DERECHO DE SECRECÍA DERIVADO DE LOS ARTÍCULOS 16, 19, FRACCIÓN I Y 22 DE LA 
LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE 
AGUASCALIENTES.*

Del análisis de los artículos 16, 19, fracción I y 22 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Aguascalientes se advierte que la información contenida en los expedientes judicia­

les está considerada como "confidencial" y que sólo podrá tenerse acceso a ella por medio de una resolu­

ción judicial. Sin embargo, el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, ya que los casos de 

excepción quedan implícitos en las leyes de cada materia sustentados en el principio de seguridad jurídica 

y en el orden público; por ello, no constituyen violación de precepto ni de garantía constitucional alguna 

los casos en que tiene mayor valor jurídico el que se dé a conocer una situación a que ésta quede en 

secreto; es decir, no puede llegarse al extremo de considerar que la mencionada ley limite las anotaciones 

en el Registro Público de la Propiedad ordenadas por diversas leyes, pues la razón de ser de esta institución 

es dar publicidad a ciertos actos civiles para tramitar con seguridad diversos actos jurídicos. En conse­

cuencia, la inscripción preventiva en el Registro Público de la Propiedad del auto de admisión de la deman­

da en el juicio de origen no puede omitirse o evitarse con base en el derecho de secrecía derivado de los 

citados artículos, pues de no hacerse dicha inscripción existe la posibilidad de que el inmueble en litigio 

sea objeto de traslaciones de dominio sin limitación o restricción alguna y se ocasionen perjuicios a terce­

ros de buena fe.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 46/2010. 20 de mayo de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis 
Rodríguez Santillán. Secretaria: Martha Patricia Aguilar Burgos.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 2010, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2296, Tesis: XXX.1o.3 K, Registro: 164031.
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TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO. EL ARTÍCULO 78 
DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE GRATUIDAD EN EL EJERCICIO DEL DERE­
CHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN, CONTENIDO EN LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 
6o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.*

Del proceso legislativo que concluyó con la adición de un segundo párrafo con siete fracciones al artículo 

6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 20 de julio de 2007, se advierte que el creador de la norma destacó que la frac­

ción III del referido numeral prevé, entre otras cosas, el principio de gratuidad únicamente por lo que ve al 

ejercicio del derecho de acceso a la información, lo que significa que el hecho de proporcionar infor­

mación a los particulares no generará costo alguno para éstos. Por otra parte, el artículo 78 de la Ley de 

Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco dispone que cuando la información solicitada 

se encuentre disponible al público en medios impresos, como libros, compendios, trípticos, archivos pú­

blicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por 

escrito la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información, lo que 

no implica propiamente un costo para el gobernado. Por tanto, el mencionado artículo 78 no viola el indi­

cado principio, pues éste se dirige a los procedimientos para la obtención de la información, no a los even­

tuales costos de los soportes en los que ésta se entregue, tales como medios magnéticos, copias simples 

o certificadas, ni a las cantidades erogadas por el traslado para obtenerla o para su entrega a través de 

servicios de mensajería cuando así lo solicite el particular, en razón de que esos medios de reproducción 

y de envío son los que tienen un costo, pero no la información, además de que en la propia legislación se 

prevén los mecanismos para que el gobernado pueda tener el mayor acceso posible a aquélla, así como 

los medios de comunicación necesarios y posibles para su obtención.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO AUXILIAR, CON RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO.

Amparo en revisión 287/2010. 29 de abril de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús López Arias. 
Secretario: Edgar Iván Ascencio López.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, julio de 2010, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2098, Tesis: III.2o.T. Aux.15 A, Registro: 164199.
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SECRETO INDUSTRIAL. EL HECHO DE QUE LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTI­
CIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA CLASIFIQUEN COMO INFORMACIÓN RESERVADA EN EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO LA QUE TENGA AQUEL CARÁCTER Y, POR 
ENDE, NO PERMITAN A LAS PARTES O A TERCEROS EL ACCESO A ESOS DOCUMENTOS, 
AUN CUANDO SEAN PARTE DE LAS CONSTANCIAS DEL PROCEDIMIENTO, NO VIOLA EL 
DERECHO A LA INFORMACIÓN TUTELADO POR EL ARTÍCULO 6o. DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL.*

El hecho de que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa clasifiquen como infor­

mación reservada en el juicio contencioso administrativo la que tenga el carácter de secreto industrial, 

para que pueda accederse a ella sólo en caso de que sea indispensable para resolver la controversia, 

implica medidas necesarias para preservar su confidencialidad y garantizar una eficaz protección contra 

la competencia desleal, de manera que el hecho de no permitir a las partes o a terceros el acceso a esos 

documentos, aun cuando sean parte de las constancias del procedimiento, no viola el derecho a la infor­

mación tutelado por el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues éste 

no es irrestricto, sino que está sujeto a las bases y principios recogidos en los artículos 1, 3, fracciones III, 

V y VI, 14, fracciones I y II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber­

namental, cuyo propósito es proteger a la sociedad y los derechos de terceros, evitando la difusión innece­

saria de su contenido.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 189/2009. 15 de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González­Loyola 
Pérez. Secretaria: Dulce María Nieto Roa.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero de 2010, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2229, Tesis: I.4o.A.693 A, Registro: 165392.
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CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS RESOLUCIONES 
DEFINITIVAS EMITIDAS POR ORGANISMOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS ESTA­
TALES ESPECIA LIZADOS EN TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN, CUANDO 
NO EXISTA UN PLANTEAMIENTO DE INVASIÓN DE ESFERAS COMPETENCIALES.*

Si bien es cierto que la controversia constitucional es una acción reservada para preservar el orden cons­

titucional entre órganos, entes o poderes en sus actos ordinarios, también lo es que en esa vía pueden 

estudiarse las resoluciones dictadas en procedimientos ordinarios, siempre y cuando se compruebe la 

existencia de una posible invasión al ámbito de sus competencias. En ese sentido, se concluye que la con­

troversia constitucional es improcedente para controvertir una resolución emitida por un órgano constitu­

cional autónomo estatal especializado en transparencia y acceso a la información, cuando no exista un 

planteamiento de invasión de esferas competenciales, toda vez que estimar lo contrario haría de ese juicio 

un recurso o ulterior medio de defensa para someter a revisión la misma litis debatida en el procedimiento 

administrativo natural, siendo que no es la vía idónea para revisar la legalidad de las resoluciones emitidas 

en procedimientos de adjudicación de carácter administrativo.

Controversia constitucional 23/2009. Poder Legislativo del Estado de Jalisco. 19 de agosto de 2009. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Etienne Luquet 
Farías.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, octubre de 2009, Primera Sala, p. 1003, Tesis: 
1a. CLXXXIII/2009, Registro: 166197.
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INSTITUTO DE TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE JALISCO. 
CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO 
CONTRA UNA SENTENCIA EN LA QUE SE IMPUGNÓ UNA RESOLUCIÓN DEL PLENO DE 
SU CONSEJO.*

El Pleno del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco, al resol­

ver el recurso interpuesto por el particular contra la autoridad —sujeto obligado—, despliega actos mate­

rialmente jurisdic cionales, pues aun cuando no tiene el carácter de tribunal judicial, actúa como tal al 

aplicar el derecho al caso concreto; esto es, dirime controversias surgidas con motivo de la aplicación de 

la Ley de Transparencia e Infor mación Pública del Estado de Jalisco. Luego, por la naturaleza misma de su 

actuación, dicho órgano no puede válidamente contraponerse al interés que defienden las partes en 

una controversia —quejoso y tercero perjudicado en el juicio constitucional—, pues su encargo única­

mente consistió en ser un tercero imparcial encargado de dirimirla; de ahí que la decisión del citado insti­

tuto sólo afecta a las partes contendientes. Por tanto, conforme al ar tículo 87 de la Ley de Amparo, dicho 

órgano carece de legitimación para interponer el recurso de revisión en amparo contra una sentencia en 

la que se impugnó una resolución del citado pleno. No obsta a lo anterior el hecho de que el aludido insti­

tuto hubiese sido señalado como responsable en el juicio de garantías, puesto que tuvo la oportunidad de 

defender la constitucionalidad de sus actos al rendir el informe justificado. Admitir lo contrario significaría 

la pérdida de la imparcialidad y el rompimiento del equilibrio procesal entre las partes, al conferirle a la 

autoridad resolutora la facultad de actuar en favor de una de ellas para lograr lo que no obtuvo en la sen­

tencia constitucional.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo en revisión 448/2008. 11 de junio de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica. 
Secretario: Guillermo García Tapia.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 223/2012, de la que derivó la tesis 
jurisprudencial 2a./J. 91/2012 (10a.) de rubro: "INSTITUTOS DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMA­
CIÓN PÚBLICA DE LOS ESTADOS DE JALISCO Y TABASCO. ESTÁN LEGITIMADOS PARA INTERPONER RE­
CURSO DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA DE AMPARO DONDE INTERVINIERON COMO AUTORIDAD 
RESPONSABLE, AUNQUE HAYAN EJERCIDO FUNCIONES MATERIALMENTE JURISDICCIONALES."

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, septiembre de 2009, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 3141, Tesis: III.2o.A.210 A, Registro: 166409.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. EVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL DE LA REGU­
LACIÓN DE ESA PRERROGATIVA.*

De conformidad con el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de diciembre de mil 

novecientos setenta y siete, el constituyente permanente reformó el artículo 6o. constitucional, a efecto de 

actualizar el concepto tradicional que se tenía de la libertad de expresión, pues la doctrina moderna consi­

dera que tal prerro gativa constituye una de las piedras angulares de las democracias contemporáneas y 

que tiene dos vertientes: por un lado el derecho a informar y emitir mensajes, y por otro, el derecho a ser 

informado, por lo que fue este último aspecto el que fue instituido con la citada reforma al establecerse 

que el derecho a la información será garantizado por el Estado. Esta importante adición encuentra susten­

to en el principio de la publicidad de los actos de gobierno, conforme al cual la información constituye un 

factor de control del ejercicio del poder público, dado que los diversos entes estatales se encuentran obli­

gados a dar a conocer cada uno de sus actos públicos, que sean de interés general, para transparentar el 

debido cumplimiento de las funciones que tengan encomendadas, salvo los datos que sean catalogados 

como confidenciales; no obstante, el desarrollo del derecho de acceso a la información se ha enfrentado a 

diversas problemáticas, resistencias y deformaciones, principalmente por la heterogeneidad con la que se 

legisló sobre el particular en las distintas entidades federativas de la República, provocando una diversidad 

perjudicial para su consolidación, ante la falta de una "guía constitucional". En ese tenor, distintos grupos 

parlamentarios presentaron sendas iniciativas con proyecto de reformas y adiciones constitucionales en 

esa materia, con el propósito de unificar los criterios disímiles que imperaban en las legislaciones locales, 

una proponía regular en sede constitucional los procedimientos de acceso a la información, las caracterís­

ticas de las resoluciones que al respecto se emitieran y los medios de impugnación, para no dar margen a 

la discrecionalidad de los órganos legislativos estatales, en tanto que otra planteó la necesidad de estable­

cer principios mínimos e iguales observables en todo el ámbito federal. Seguido por su cauce legal, el 

proceso reformador de la Constitución culminó con el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa­

ción del veinte de julio de dos mil siete, en el que se optó por la segunda de las iniciativas referidas, por lo 

que se adicionó un párrafo segundo y siete fracciones al artículo 6o. constitucional, en el que se facultó a 

los Estados y al Distrito Federal para que en el ámbito de sus respectivas competencias, regulen el ejerci­

cio del derecho de acceso a la información, al tenor de los principios mínimos y bases especificados en el 

citado numeral. Los antecedentes constitucionales legislativos descritos son reveladores de que el Poder 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1880, Tesis: I.15o.A.118 A, Registro: 167531.
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Constituyente dejó al arbitrio de las legislaturas de las entidades federativas elegir la forma en que 

deben constituir mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión, con la única con­

dición de que deben caracterizarse por su prontitud, así como sustanciarse ante órganos u orga­

nismos especiali zados e imparciales, y con autonomía operativa, de gestión y decisión, comúnmente 

conocidos como órganos constitucionales autónomos. En esa tesitura, es patente que por el momento no 

existe disposición constitucional alguna que fije la manera en que deben impugnarse las resoluciones de 

los entes encargados de garantizar la eficacia del derecho de mérito, pues corresponde a los parlamentos 

estatales regular tal cuestión.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 85/2009. 11 de marzo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Armando 
Cortés Galván. Secretario: Gabriel Regis López.
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DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. EVOLUCIÓN LEGISLATIVA DEL ÓR­
GANO ENCARGADO DE GARANTIZAR SU EFICACIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN ESA MATERIA.*

El ocho de mayo de dos mil tres se publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, el decreto mediante el 

cual el Jefe de Gobierno promulgó la anterior Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de 

esa entidad federativa, en la que originalmente se estableció un Consejo de Información Pública, como 

órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con autonomía presupuestaria, de 

operación y de decisión en dicha materia, el cual se encontraba facultado para garantizar y promover el 

derecho de acceso a la información pública, incluso para emitir opiniones y recomendaciones sobre 

el cumplimiento de esa normatividad; asimismo, se estableció que la vigilancia y el control de la citada 

legislación se encontraba a cargo de los siguientes órganos: Contraloría General en el ámbito de la Admi­

nistración Pública local, Consejo de la Judicatura en la competencia del órgano judicial del Distrito 

Federal, Contraloría General de la Asamblea Legislativa en el ámbito de su competencia, y a las unidades 

de fiscalización de los Órganos Autónomos por Ley, y se dio el carácter de definitivas a las resoluciones de 

dichos organismos, para los entes públicos, facultándose a los particulares inconformes para impugnarlas 

ante la autoridad federal; además, se instituyó el recurso de inconformidad contra las resoluciones que 

nieguen o limiten el acceso a la información pública o a la protección de datos personales, cuya interpo­

sición era optativa para el particular ante los aludidos órganos de control, o bien podía defender sus 

derechos directamente ante la autoridad federal. Además, en la iniciativa de ley relativa se propuso, inicial­

mente, la posibilidad de interponer el recurso de apelación ante el Tribunal de lo Contencioso del Distrito 

Federal, contra los actos y resoluciones de la mencionada Contraloría y del Consejo de Información, pero 

no prosperó esa propuesta por considerar que se generaría incertidumbre respecto de la imparcialidad 

con que ese órgano jurisdiccional resolvería los casos en que fuera autoridad demandada, así como que 

se obligaría al solicitante de la información a soportar un camino innecesario para la satisfacción de sus 

intereses, habida cuenta que el mencionado Tribunal únicamente resuelve conflictos entre particulares y 

la administración pública. Es importante precisar que más adelante se presentaron sendas iniciativas para 

reformar el sistema de impugnación descrito, a efecto de que los particulares afectados pudieran acudir 

ante las autoridades jurisdiccionales locales competentes y no solamente ante la autoridad federal, así 

como para que se derogara todo lo relacionado con el recurso de inconformidad, y en su lugar se facultara 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1881, Tesis: I.15o.A.119 A, Registro: 167529.
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al Tribunal de lo Contencioso para conocer de los medios de defensa que procedieran; sin embargo, tam­

poco fueron aprobadas y lo único que lograron fue que se eliminara la opción que tenían los particulares 

de impugnar ante la autoridad federal las resoluciones de los órganos de control y vigilancia, y que se esta­

bleciera la procedencia del recurso de revisión. El veintiocho de octubre de dos mil cinco se publicó en la 

Gaceta Oficial del Distrito Federal, el decreto mediante el cual se reformaron diversas disposiciones del 

ordenamiento legal en cita, entre las modificaciones legislativas descuella la transformación del Consejo 

de Información por el Instituto de Acceso a la Información Pública, con la misma naturaleza jurídica de 

órgano autónomo y cualidades inherentes, al cual se encomendó dirigir y vigilar el cumplimiento de la 

citada legislación y las normas que de ella deriven, en lugar de los anteriores órganos de vigilancia o con­

trol, así como conocer del recurso de revisión que el particular inconforme interponga contra la falta de 

respuesta del ente público a su solicitud de información, o bien la resolución que la niegue o entregue 

parcialmente, o la que vulnere el derecho a la protección de sus datos personales; quedando en los mis­

mos términos las características de definitividad y obligatoriedad de sus resoluciones tanto para los entes 

públicos como para los particulares, hasta el veintiocho de marzo de dos mil ocho cuando se publicó el 

decreto mediante el cual se abrogó la citada legislación y se publicó la actual Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, en el cual se facultó a los particulares para acudir 

ante las "autoridades jurisdiccionales competentes" en defensa de sus derechos. Esos antecedentes revelan 

que ha sido una preocupación constante del legislador local, determinar ante qué autoridad pueden im­

pugnarse las resoluciones que emitan los órganos encargados de velar por la eficacia del ejercicio del 

derecho de acceso a la información, pues inicialmente estableció que podían controvertirse ante la auto­

ridad federal, luego pretendió que esa impugnación se efectuara ante el Tribunal de lo Contencioso Admi­

nistrativo del Distrito Federal, sin lograrlo, y finalmente realizó la última de las referidas modificaciones; lo 

que evidencia que aparentemente el ente parlamentario conserva el afán de extender la impugnación de 

las resoluciones del mencionado Instituto a otros órganos encargados de la labor jurisdiccional, sin que 

en la exposición de motivos haya explicado el porqué incorporó esa porción normativa o esclarecido cuáles 

son esas autoridades jurisdiccionales.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 85/2009. 11 de marzo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Armando 
Cortés Galván. Secretario: Gabriel Regis López.
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INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL. LA IM­
PUGNACIÓN DE SUS RESOLUCIONES NO SE ENCUENTRA SUJETA A QUE SE ESTABLEZCA 
EN LEY LA VÍA JURISDICCIONAL ORDINARIA RELATIVA, POR LO QUE EL JUICIO DE AM­
PARO ES PROCEDENTE EN FORMA INMEDIATA PARA RECLAMARLAS.*

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Distrito Federal, los particulares se encuentran facultados para impugnar las resoluciones que 

emita el Instituto, ante las "autoridades jurisdiccionales competentes". Cabe significar que los antece­

dentes legislativos del citado numeral revelan que ha sido una preocupación constante del legislador 

local, determinar ante qué autoridad pueden impugnarse las resoluciones que emitan los órganos encar­

gados de velar por la eficacia del ejercicio del derecho de acceso a la información, pues inicialmente esta­

bleció que podían impugnarse ante la autoridad federal, luego pretendió que esa impugnación se efectuara 

ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo local, y finalmente reformó el precepto legal en los térmi­

nos apuntados; lo que evidencia que aparentemente conserva el afán de extender la impugnación de las 

resoluciones del mencionado Instituto a otros órganos encargados de la labor jurisdiccional, sin que en la 

exposición de motivos relativa haya explicado el porqué incorporó esa porción normativa o esclarecido 

cuáles son esas autoridades jurisdiccionales competentes; empero, es patente que sólo pueden tener el 

carácter de competentes aquellas autoridades jurisdiccionales que sean autorizadas para tal efecto en 

algún precepto legal, pues la competencia se traduce en la permisión legal otorgada a un órgano de auto­

ridad para cono cer o llevar a cabo determinadas funciones o actos jurídicos. En tal sentido, la ausencia de 

ordenamientos legales que precisen la vía jurisdiccional ordinaria para impugnar la legalidad de las reso­

luciones que emita el Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, en el ejercicio de 

sus funciones como órgano autónomo encargado de velar por la eficacia del derecho de acceso a la infor­

mación consagrado en el artículo 6o. constitucional, no impide que tales determinaciones puedan ser re­

clamadas de modo inmediato y en tanto se expida la normatividad correspondiente, a través del juicio de 

amparo, dado que el derecho del solicitante de la información a impugnar las resoluciones que le sean 

adversas en esa materia, no puede considerarse postergado o sujeto a la condición suspensiva de que el 

órgano parlamentario local emita las disposiciones legales que reglamenten las "autoridades jurisdiccio­

nales competentes", habida cuenta que el amparo es un medio extraordinario de defensa para controlar el 

cumplimiento de las funciones de esa institución como órgano garante del derecho a la información. 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1910, Tesis: I.15o.A.123 A, Registro: 167474.
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Arribar a una postura contraria que vedara la procedencia del juicio constitucional, implicaría desconocer 

la existencia de la garantía individual consistente en el derecho a la información pública, así como el obje­

tivo y principios que rigen al juicio de garantías, que de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 103 y 107 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, procede contra leyes o actos de autoridad 

que violen garantías.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 85/2009. 11 de marzo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Armando 
Cortés Galván. Secretario: Gabriel Regis López.
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INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL. LA PROCE­
DENCIA DEL AMPARO RESPECTO DE LAS RESOLUCIONES QUE EMITA ESE ÓRGANO AU­
TÓNOMO, NO IMPLICA INVASIÓN A LAS FUNCIONES QUE LLEGUEN A TENER LAS 
AUTORIDADES JURISDICCIONALES COMPETENTES.*

La intervención del Poder Judicial de la Federación, en su carácter de instructor y resolutor del juicio de 

amparo en contra de las resoluciones que emita el mencionado Instituto, no implica invasión alguna de las 

funciones de las "autoridades jurisdiccionales competentes" a que se refiere el artículo 88 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, pues aun cuando este numeral facul­

ta a los particulares para impugnar tales determinaciones ante esas autoridades; lo cierto es que el legis­

lador local aún no emite ordenamiento legal que precise cuál es esa vía jurisdiccional ordinaria para 

impugnar la legalidad de las resoluciones de mérito, por lo que éstas no pueden escapar del control cons­

titucional a través del juicio de amparo, pues al estar regulada la actuación del Instituto de Acceso a la 

Información Pública del Distrito Federal en la citada legislación, bien pueden examinarse sus actos en 

el juicio de garantías, ya que es un medio extraordinario de defensa para controlar el cumplimiento de las 

funciones de esa institución como órgano garante del derecho a la información consagrado en el artículo 

6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, habida cuenta que el juzgador de amparo 

no llegará a conocer como juez ordinario, pues al ejercitar sus facultades constitucionales no se constituye 

en un tribunal de justicia común que, por medio de su arbitrio, valore acciones y pruebas para aplicar las 

leyes al caso concreto, sino que es un tribunal de garantías constitucionales que, respetando el arbitrio 

de las autoridades responsables en la estimación legal de los hechos y en la apreciación de las pruebas, 

solamente juzga a través del juicio de amparo, si los actos de autoridad, sea ésta judicial, legislativa o 

administrativa, conculcan o no los derechos del gobernado garantizados en la Constitución, otorgando 

o negando la protección de la Justicia Federal en cada caso concreto.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 85/2009. 11 de marzo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Armando 
Cortés Galván. Secretario: Gabriel Regis López.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1912, Tesis: I.15o.A.124 A, Registro: 167473.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LOS AR­
TÍCULOS 1, 2 Y 6 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO DEBEN INTERPRETARSE EN EL 
SEN TIDO DE PERMITIR AL GOBERNADO QUE A SU ARBITRIO SOLICITE COPIA DE DOCU­
MENTOS QUE NO OBREN EN LOS EXPEDIENTES DE LOS SUJETOS OBLIGADOS, O SEAN 
DISTINTOS A LOS DE SU PETICIÓN INICIAL.*

Si bien es cierto que los artículos 1 y 2 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental establecen, respectivamente, que dicho ordenamiento tiene como finalidad proveer lo nece­

sario para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la Unión, 

los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal y cualquier otra entidad federal, así como 

que toda la información gubernamental a que se refiere dicha ley es pública y los particulares tendrán 

acceso a ella en los términos que en ésta se señalen y que, por otra parte, el precepto 6 de la propia legis­

lación prevé el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los suje­

tos obligados; también lo es que ello no implica que tales numerales deban interpretarse en el sentido de 

permitir al gobernado que a su arbitrio solicite copia de documentos que no obren en los expedientes 

de los sujetos obligados, o sean distintos a los de su petición inicial, pues ello contravendría el artículo 

42 de la citada ley, que señala que las dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar los do­

cumentos que se encuentren en sus archivos —los solicitados— y que la obligación de acceso a la infor­

mación se dará por cumplida cuando se pongan a disposición del solicitante para consulta en el sitio 

donde se encuentren.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 333/2007. 26 de octubre de 2007. Mayoría de votos. Disidente: Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Ponente: Ma. Gabriela Rolón Montaño. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2887, Tesis: I.8o.A.136 A, Registro: 167607.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. ANTE LA OMISIÓN DE UNA 
AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD EN EJERCICIO DE ESE DERECHO, 
NO ES NECESARIO AGOTAR EL MEDIO DE DEFENSA PREVISTO EN LA LEY RELATIVA Y SU 
REGLAMENTO ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO RECLAMANDO UNA VIOLA­
CIÓN AL ARTÍCULO 8o. CONSTITUCIONAL.*

Del contenido de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así 

como del proceso legislativo que le dio origen, se advierte que el legislador tuvo como propósito fundamen­

tal desarrollar a nivel legal la garantía prevista en el artículo 6o. constitucional estableciendo el derecho 

de acceso a la información pública gubernamental como un mecanismo para hacer efectivo el princi­

pio de publicidad de los actos de gobierno y así lograr que el ciudadano pueda ejercer un mejor control 

sobre tales actos y, de esa forma, estar en posibilidad de salvaguardar, al mismo tiempo, el resto de sus 

garantías. En congruencia con lo anterior, y atento al principio de supremacía constitucional, la citada 

prerrogativa legal no limita ni restringe en forma alguna el derecho de petición previsto en el artículo 8o. 

constitucional, sino que, por el contrario, lo armoniza y complementa; de ahí que en los casos en que las 

autoridades obligadas por dicha ley no den respuesta a una solicitud de información de un particular, que 

no deja de tener el carácter de una petición, independientemente de los términos en que se formule, será 

optativo para el interesado agotar el procedimiento previsto en los artículos 53 de la citada ley y 93 de su 

reglamento, con el objeto de obtener una respuesta y la información solicitada, o bien, acudir directamente 

al juicio de garantías invocando una violación directa a la garantía de petición.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 215/2008. 11 de julio de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secre­
tario: Agustín Gaspar Buenrostro Massieu.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 397/2011, de la que derivó la tesis 
jurisprudencial 2a./J. 4/2012 (10a.) de rubro: "ACCESO A LA INFORMACIÓN. EL JUICIO DE AMPARO PROCEDE 
CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE ESA NATURALEZA, 
CUANDO SE ALEGA EN LA DEMANDA VIOLACIÓN DIRECTA AL DERECHO DE PETICIÓN (LEGISLACIONES DE 
SAN LUIS POTOSÍ Y FEDERAL)."

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, enero de 2009, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2627, Tesis: I.1o.A.168 A, Registro: 168239.
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AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR EL AUDITOR SUPERIOR DEL 

ESTADO DE JALISCO CONTRA LA DECLARATORIA DE INCOMPETENCIA DEL TRIBUNAL 

DE LO ADMINISTRATIVO LOCAL PARA CONOCER DE LA DEMANDA DE NULIDAD EN LA 

QUE AQUÉL CONTROVIERTE UNA DETERMINACIÓN DEL INSTITUTO DE TRANSPAREN­

CIA E INFORMACIÓN PÚBLICA DE LA PROPIA ENTIDAD FEDERATIVA, QUE LO VINCULA A 

HACER DEL CONOCIMIENTO DE UN PARTICULAR DETERMINADA INFORMACIÓN.*

El artículo 9o. de la Ley de Amparo autoriza que las personas morales oficiales ocurran en demanda de 

amparo a través de los funcionarios o representantes que designen las leyes respectivas, pero esto su­

cede única y exclusivamente cuando respecto del acto o la ley que se reclame haya actuado en calidad de 

persona moral de derecho privado y afecte sus intereses patrimoniales. En esa tesitura, si el auditor supe­

rior del Estado de Jalisco solicita el amparo y protección de la Justicia Federal contra la resolución del Tri­

bunal de lo Administrativo del Estado, dictada en el juicio contencioso promovido por él en la que dicho 

órgano declara su incompetencia para conocer de la demanda de nulidad en la que aquél controvierte una 

determinación del Instituto de Transparencia e Información Pública de la propia entidad federativa, que lo 

vincula a hacer del conocimiento de un particular determinada información, resulta incuestionable que 

acudió al juicio con la pretensión de no acatar la ley que lo regula como ente público. En consecuencia, el 

mencionado auditor carece de legitimación para promover el juicio constitucional, aun cuando haya sido 

parte en el procedimiento contencioso administrativo, dado que no acude como titular de un derecho sub­

jetivo público oponible al Estado, sino como un ente público perteneciente a la corporación estatal.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo directo 281/2007. Auditor Superior del Estado de Jalisco. 11 de enero de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Hortencia María Emilia Molina de la Puente, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de 

Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: 

Daniel Guerrero Nuño.

Amparo directo 304/2007. Auditor Superior del Estado de Jalisco. 11 de enero de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Hortencia María Emilia Molina de la Puente, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de 

Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: 

Daniel Guerrero Nuño.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, noviembre de 2008, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1212, Tesis: III.4o.A. J/2, Registro: 168508.
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Amparo directo 301/2007. Auditor Superior del Estado de Jalisco. 11 de enero de 2008. Unanimidad de votos. 
Ponente: Julio Ramos Salas. Secretario: Isac González García.

Amparo directo 371/2007. Auditor Superior del Estado de Jalisco. 17 de abril de 2008. Unanimidad de votos. 
Ponente: Martín Ángel Rubio Padilla. Secretaria: Hortencia María Emilia Molina de la Puente.

Amparo directo 107/2008. Titular de la Auditoría Superior del Estado de Jalisco. 19 de junio de 2008. Unani­
midad de votos. Ponente: Daniel Guerrero Nuño, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera 
Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Esther 
Cecilia Delgadillo Vázquez.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA EMISIÓN DE NORMAS DE CARÁCTER GENE­
RAL APLICABLES A LOS MUNICIPIOS EN ESTA MATERIA COMPETE SÓLO A LOS CON­
GRESOS LOCALES.*

Las Legislaturas Estatales tienen la facultad y el deber de emitir bases generales en materia de información 

pública, las cuales deben plasmarse en leyes que en sentido formal y material dicten los Congresos Lo­

cales, y serán aplicables a todos sus Ayuntamientos, con el propósito de salvaguardar la garantía indi­

vidual prevista en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y ejercer la 

atribución que les encomienda el artículo 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Federal. Por tanto, 

los Municipios carecen de competencia para innovar en la referida materia, toda vez que está reserva­

da a la entidad federativa por no tratarse de una situación específica que deba pormenorizarse en cada 

localidad, atendiendo a las cuestiones sociales, culturales, biogeográficas o históricas del lugar; esto es, 

la materia de acceso a la información no es de aquellas en las que al Municipio se le ha conferido una 

facultad reglamentaria con una extensión normativa diversa a la de la ley estatal; de ahí que esté imposibi­

litado para emitir normas de carácter general con un contenido normativo propio o diverso al establecido 

en las bases generales de administración. Así, resulta indispensable que las Legislaturas Estatales deter­

minen los alcances mínimos de la información municipal a proporcionar a los gobernados y el proce­

dimiento que éstos deben seguir para obtenerla, sin que ello impida que los Municipios puedan emitir 

reglamentos de detalle, equiparables a los que establece el artículo 89, fracción I, de la Constitución Federal, 

que pormenoricen el contenido de la Legislación Local y de la normatividad de la entidad en la materia.

Controversia constitucional 61/2005. Municipio de Torreón, Estado de Coahuila. 24 de enero de 2008. Unanimi­
dad de diez votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez.

El Tribunal Pleno, el doce de mayo en curso, aprobó, con el número 57/2008, la tesis jurisprudencial que ante­
cede. México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, Pleno, p. 741, Tesis: P./J. 57/2008, 
Registro: 169576.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL EN EL ESTADO DE COAHUILA. EL SIS­
TEMA DE NORMAS JURÍDICAS QUE LO REGULAN Y TUTELAN, ASÍ COMO LOS ALCANCES 
Y LAS CORRELATIVAS DELIMITACIONES DEL EJERCICIO DE ESE DERECHO, NO TRANSGRE­
DE EL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.*

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el marco jurídico relativo al derecho a la 
información debe ser homogéneo, pues si se admitiera la coexistencia de diversos criterios, dependiendo 
del número de Municipios de que se trate, se acarrearía inseguridad jurídica para los gobernados en torno 
al ejercicio tanto de una garantía individual como de un derecho social, pues la falta de uniformidad mer­
maría los propósitos de consolidar la confianza pública en el gobierno y fomentar la responsabilidad de 
quienes ocupan cargos públicos a través de la fiscalización ciudadana. En este sentido y acorde con el ar­
tículo 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, compete a las 
Legislaturas Estatales garantizar que dentro del territorio del Estado los gobernados tengan acceso a la 
información pública, emitiendo bases generales en ese sentido; de ahí que el artículo 7o. de la Constitución 
Política del Estado de Coahuila; los numerales 5o., fracción III, punto 2, incisos a) y b), 21, 22, 23, 24, frac­
ciones I y V, 40, 47, 70 y artículo segundo transitorio, fracción IV, apartado 2, de la Ley de Acceso a la Infor­
mación Pública de dicha entidad; los diversos 2o., 4o., 7o., 8o., 9o., 10, 13, último párrafo, 14, 40, fracciones 
II, puntos 3 y 4, IV, 50, fracciones V y VII, y 57, fracciones II y XVI, de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso 
a la Información Pública; así como los lineamientos 14, 16 y 19 de los Lineamientos para Tramitar y Resol­
ver las Acciones Intentadas con fundamento en el artículo 47 de la Ley de Acceso a la Información Pública, 
emitidos por el mencionado Instituto el 22 de marzo de 2005, al constituir un sistema de normas jurídicas 
que regulan y tutelan el acceso a la información de los gobernados para conocer el ejercicio de la función 
pública —especialmente la municipal—, los alcances y las correlativas delimitaciones del ejercicio de ese 
derecho, no transgreden el citado precepto constitucional, sino que encuentran en éste su apoyo y susten­
to, pues el Constituyente Permanente dispuso que los Municipios de cada entidad federativa deben ser 
cohesionados a través de bases generales de administración, las cuales constituyen los lineamientos 
esenciales de los que no pueden apartarse en el ejercicio de sus competencias constitucionales.

Controversia constitucional 61/2005. Municipio de Torreón, Estado de Coahuila. 24 de enero de 2008. Unanimi­
dad de diez votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez.

El Tribunal Pleno, el doce de mayo en curso, aprobó, con el número 56/2008, la tesis jurisprudencial que ante­
cede. México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, Pleno, p. 742, Tesis: P./J. 56/2008, 
Registro: 169575.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y 
SOCIAL.*

El acceso a la información se distingue de otros derechos intangibles por su doble carácter: como un de­

recho en sí mismo y como un medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos. En efecto, además 

de un valor propio, la información tiene uno instrumental que sirve como presupuesto del ejercicio de 

otros derechos y como base para que los gobernados ejerzan un control respecto del funcionamiento 

institucional de los poderes públicos, por lo que se perfila como un límite a la exclusividad estatal en el 

manejo de la información y, por ende, como una exigencia social de todo Estado de Derecho. Así, el acceso 

a la información como garantía individual tiene por objeto maximizar el campo de la autonomía personal, 

posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y 

opiniones; incluso algunos instrumentos internacionales lo asocian a la libertad de pensamiento y expre­

sión, a las cuales describen como el derecho que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir infor­

maciones e ideas de toda índole. Por otro lado, el acceso a la información como derecho colectivo o 

garantía social cobra un marcado carácter público en tanto que funcionalmente tiende a revelar el empleo 

instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como mecanis­

mo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las características principales 

del gobierno republicano, que es el de la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia de la admi­

nistración. Por tanto, este derecho resulta ser una consecuencia directa del principio administrativo de 

transparencia de la información pública gubernamental y, a la vez, se vincula con el derecho de partici­

pación de los ciudadanos en la vida pública, protegido por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

Controversia constitucional 61/2005. Municipio de Torreón, Estado de Coahuila. 24 de enero de 2008. Unanimidad de 

diez votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés 

Rodríguez.

El Tribunal Pleno, el doce de mayo en curso, aprobó, con el número 54/2008, la tesis jurisprudencial que antecede. 

México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, Tomo XXVII, junio de 2008, p. 743, Tesis: P./J. 54/2008, 
Registro: 169574.
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INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. NO CONSTITUYE 
UNA AUTORIDAD INTERMEDIA DE LAS PROHIBIDAS POR EL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN I, 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.*

Si se atiende a que en términos del artículo 7o. de la Constitución Política del Estado de Coahuila, el refe­

rido Instituto es la única autoridad competente en materia de acceso a la información pública, y a ella 

deben sujetarse, entre otros, las propias autoridades estatales, es indudable que aquel órgano no consti­

tuye una autoridad intermedia de las prohibidas por el artículo 115, fracción I, de la Constitución. Lo ante­

rior es así porque, en primer lugar, la comunicación sólo es dable entre el aludido Instituto y el Municipio, 

sin que intervengan otros órganos de la entidad federativa; en segundo lugar, porque con las facultades del 

Instituto mencionado, consistentes en promover la cultura de transparencia y el derecho a la información, 

así como vigilar el cumplimiento de la ley para salvaguardar y garantizar la observancia del derecho a la 

información, no se lesiona la autonomía municipal, suplantando o mediatizando sus facultades constitu­

cionales ni se invade su esfera competencial, ya que las facultades de dicho Instituto no están conferidas 

al gobierno municipal; y en tercer lugar, porque la facultad reglamentaria del Muni cipio no se ve obstacu­

lizada, pues ésta debe ajustarse a los lineamientos determinados en la legislación estatal de la materia, la 

cual incluye la normatividad que emita el propio organismo estatal especializado; de ahí que aun cuando 

por su naturaleza no es un poder propiamente dicho, el señalado Instituto sí forma parte del Estado de 

Coahuila y guarda un rango similar al de dichos poderes, asumiendo una función específica, por lo que no 

puede sostenerse que exista alguna interferencia entre el Municipio y el Estado.

Controversia constitucional 61/2005. Municipio de Torreón, Estado de Coahuila. 24 de enero de 2008. Unani­
midad de diez votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: 
Carmina Cortés Rodríguez.

El Tribunal Pleno, el doce de mayo en curso, aprobó, con el número 60/2008, la tesis jurisprudencial que antecede. 
México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil ocho.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, Pleno, p. 959, Tesis: P./J. 60/2008, 
Registro: 169480.
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COMPETENCIA ECONÓMICA. LA CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 
POR PARTE DE LA COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCU­
LO 31 BIS, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO CONS­
TITUYE UN ACTO PRIVATIVO Y, POR ENDE, NO LE ES APLICABLE LA GARANTÍA DE 
AUDIENCIA PREVIA.*

Del análisis de los artículos 1o. y 2o., primer párrafo, de la Ley Federal de Competencia Económica, se 

advierte que dicho cuerpo legal es reglamentario del artículo 28 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos en materia de competencia económica, monopolios y libre concurrencia y tiene por 

objeto proteger el proceso de competencia y libre concurrencia mediante la prevención y eliminación de 

monopolios, prácticas monopólicas y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados 

de bienes y servicios; para tal fin, el ordenamiento referido faculta a la Comisión para llevar a cabo un 

procedimiento administrativo de investigación, a efecto de obtener informes y documentos de particulares; 

de igual manera, dentro de sus atribuciones se encuentra la de san cionar a quienes se demuestre que 

violaron esa Ley, para lo cual la Comisión podrá sustanciar un procedimiento contencioso. Por otra parte, 

es criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que sólo respecto de los actos privativos 

debe concederse la garantía de audiencia, entendiéndose por éstos los que producen como efecto la dis­

minución, menoscabo o supresión definitiva de un derecho del gobernado. En esa virtud, si la clasifi cación 

de información confidencial por parte de la Comisión Federal de Competencia a que se refiere el artículo 

31 bis, fracción II, segundo párrafo, de la Ley Federal de Competencia Económica, no es la finalidad con­

natural del procedimiento administrativo de investigación, o en su defecto, del procedimiento contencioso, 

es indudable que no constituye un acto privativo y, por ende, no le es aplicable la garantía de audiencia 

previa contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Amparo en revisión 18/2008. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: 
Carlos Alfredo Soto Morales.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, Segunda Sala, p. 727, Tesis: 
2a. XXXIX/2008, Registro: 169930.
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COMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO EN EL JUICIO DE AMPARO. CUANDO SE 
RECLAME LA RESOLUCIÓN DEL INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA RECAÍDA A UN RECURSO DE REVISIÓN QUE CAREZCA DE EJECUCIÓN MATE­
RIAL, SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA JURISDICCIÓN RESIDA DICHA 
AUTORIDAD RESPONSABLE.*

De lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley de Amparo, se advierte que el legislador consideró dos crite­

rios principales para fijar la competencia de los Jueces de Distrito: un criterio primario y otro subsidiario. 

El criterio primario tiene que ver con la ejecución del acto reclamado. El criterio subsidiario guarda relación 

con el lugar donde resida la autoridad que emitió el acto reclamado, y sólo se surte cuando éste no requie­

ra ejecución material. Por consiguiente, a fin de establecer la competencia de un Juez de Distrito por razón 

de territorio, es preciso, en primer término, acudir al examen del tipo de acto reclamado; en segundo lugar, 

analizar si dicho acto es o no de carácter ejecutivo; y finalmente, determinar, a partir de esas bases, cuál 

de los criterios contenidos en el precepto legal invocado resulta aplicable para resolver ese tipo de temas de 

índole competencial. En tales condiciones, cuando el acto reclamado en el juicio de garantías consiste en 

una resolución recaída a un recurso de revisión, dictada por el Instituto Federal de Acceso a la Información 

Pública, con residencia en la Ciudad de México, Distrito Federal, es indudable que si dicha resolución no 

tiene ejecución material, entonces resulta competente para conocer de la demanda de amparo promovida 

en su contra, el Juez de Distrito del lugar donde reside la autoridad emisora de la resolución reclamada, o 

sea el Juez de Distrito en Materia Administrativa en turno en el Distrito Federal, en términos del criterio 

subsidiario referido con antelación, al tenor de lo dispuesto en el artículo 36, párrafo tercero, de la Ley de 

Amparo, que establece la regla consistente en que cuando el acto reclamado en el juicio de garantías no 

requiera de ejecución material, resulta ser competente el Juez de Distrito en cuya jurisdicción resida la 

autoridad que lo haya emitido.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 28/2008. Instituto Federal de Acceso a la Información Pública. 27 de febrero de 2008. Unani­
midad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretaria: Luz Idalia Osorio Rojas. 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2321, Tesis: VI.1o.A.251 A, Registro: 169926.



Su
pr

em
a C

or
te

 de
 Ju

sti
cia

 de
 la

 N
ac

ión

90

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL AR­
TÍCULO 14, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN.*

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LX/2000 de rubro: 

"DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 

NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.", publicada en el Sema­

nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 74, estableció 

que el ejercicio del derecho a la información no es irrestricto, sino que tiene límites que se sustentan en la 

protección de la seguridad nacional y en el respeto a los intereses de la sociedad y a los derechos de los 

gobernados, en atención a la materia de que se trate. En ese sentido, el citado precepto, al remitir a diver­

sas normas ordinarias que establezcan restricciones a la información, no viola la garantía de acceso a la 

información contenida en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

porque es jurídicamente adecuado que en las leyes reguladoras de cada materia, el legislador federal o 

local establezca las restricciones correspondientes y clasifique a determinados datos como confidencia­

les o reservados, con la condición de que tales límites atiendan a intereses públicos o de los particulares 

y encuentren justificación racional en función del bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporciona­

lidad y congruencia entre el derecho fundamental de que se trata y la razón que motive la restricción legis­

lativa correspon diente, la cual debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera 

que las ventajas obtenidas con la reserva compensen el sacrificio que ésta implique para los titulares de 

la garantía individual mencionada o para la sociedad en general.

Amparo en revisión 50/2008. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secre­
tario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, Segunda Sala, p. 733, Tesis: 
2a. XLIII/2008, Registro: 169772.
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VÍAS GENERALES DE COMUNICACIÓN. EL ARTÍCULO 121 DE LA LEY RELATIVA, AL CONSI­
DERAR CONFIDENCIALES LOS DATOS OBTENIDOS POR LOS INSPECTORES DE LA SECRE­
TARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A 
LA INFORMACIÓN.*

El citado precepto, al prohibir la divulgación de la información obtenida por la Secretaría de Comunica­

ciones y Transportes a través de sus inspectores, de las empresas concesionarias o permisionarias que 

construyan, establezcan o exploten vías generales de comunicación, o presten servicios conexos a éstas, 

no viola la garantía de acceso a la información prevista en el artículo 6o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, porque del artículo 28, párrafo cuarto, en relación con el 25, ambos de la Ley 

Fundamental, así como de los preceptos 3o., 8o., 11, 29, fracción VI, 49, 65, 117 y 120 de la Ley de Vías 

Generales de Comunicación, se advierte que la connotación de confidencialidad otorgada por el legis­

lador a la información enunciada atiende a razones de seguridad nacional y de interés público, para evitar 

el uso indebido que pueda dársele, en relación con áreas prioritarias para el Estado mexicano, además de 

que tal restricción legislativa tiende a facilitar la labor de la autoridad verificadora, encaminada a compro­

bar el debido cumplimiento de las normas en su ámbito de competencia, rectoras de los aspectos técnico 

y administrativo de las vías generales de comunicación y medios de transporte, con el propósito de garan­

tizar la prestación óptima de servicios públicos de carácter federal o, en su caso, la adecuada explotación 

de vías generales cuyo dominio corresponde a la nación, y evitar que el mal uso de la información poseída 

por aquellas empresas lesione los intereses del público usuario o ponga en riesgo la seguridad de las 

personas.

Amparo en revisión 50/2008. 12 de marzo de 2008. Cinco de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 
Secretario: Rómulo Amadeo Figueroa Salmorán.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, Segunda Sala, p. 734, Tesis: 
2a. XLIV/2008, Registro: 169767.
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INFORMACIÓN RESERVADA. EXCEPCIÓN A LA PROHIBICIÓN DE SU DIVULGACIÓN.*

En términos de las fracciones IV y VI del artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­

mación Pública Gubernamental, tanto los expedientes judiciales que no hayan causado estado, como las 

opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores 

públicos, mientras no sea adoptada la decisión definitiva, constituyen información reservada. No obstante 

la imposibilidad de acceder a dicha información no puede considerarse como una regla absoluta, porque 

en aquellos supuestos en los cuales su difusión producirá mayores beneficios para la sociedad que los 

daños que pudieran provocarse con su divulgación, debe hacerse una excepción a la regla general, privi­

legiando la transparencia y difusión de la información respectiva.

Acción de inconstitucionalidad 26/2006. Senadores integrantes de la Quincuagésima Novena Legislatura del 
Congreso de la Unión. 7 de junio de 2007. Unanimidad de nueve votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Impedido: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarias: Andrea Zambrana 
Castañeda, Lourdes Ferrer Mac­Gregor Poisot y María Estela Ferrer Mac­Gregor Poisot.

El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, aprobó, con el número 45/2007, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a quince de octubre de dos mil siete.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, Pleno, p. 991, Tesis: 
P./J. 45/2007, Registro: 170722.



Ac
ce

so
 a 

la 
inf

or
m

ac
ión

93

PRUEBAS DOCUMENTALES EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. LAS COPIAS FOTOSTÁ­
TICAS SIMPLES OBTENIDAS CON APOYO EN LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL Y PRESENTADAS COMO ME­
DIOS PROBATORIOS EN EL JUICIO RELATIVO, CARECEN DE VALOR PROBATORIO PLENO 
POR NO CUMPLIR CON LAS FORMALIDADES EXIGIDAS POR LA LEY FEDERAL DEL TRA­
BAJO PARA SU OFRECIMIENTO.*

Las copias fotostáticas simples obtenidas con apoyo en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­

mación Pública Gubernamental, si bien hacen presumir la existencia de su original, lo que constituye un 

indicio, carecen de valor probatorio pleno por no cumplir con las formalidades exigidas por la Ley Federal 

del Trabajo para el ofrecimiento de las pruebas documentales. Sin que sea obstáculo a lo anterior que el 

segundo párrafo del artículo 795 de la legislación laboral señale que los documentos públicos expedidos, 

entre otras, por las autoridades de la Federación, harán fe en el juicio sin necesidad de legalización; empero 

esto no ocurre respecto de la información obtenida a través del Instituto Federal de Acceso a la Informa­

ción Pública, el que si bien es un órgano de la administración pública federal, lo cierto es que dicho insti­

tuto sólo sirve de vínculo para obtener la información solicitada por el interesado a través de la unidad de 

enlace con las dependencias estatales.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 180/2007. 11 de octubre de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Rolando Nicolás de la A. 
Romero Morales. Secretario: Jaime Contreras Carazo.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1772, Tesis: VI.T.79 L, Registro: 170642.
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RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A 
LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LA IMPUGNACIÓN DE LAS RESOLUCIO­
NES DICTADAS EN ESE RECURSO, COMPETE AL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.*

Los artículos 49 y 50 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 

disponen la procedencia del recurso de revisión en contra de las resoluciones emitidas por el Instituto 

Federal de Acceso a la Información Pública; a su vez, el artículo 51 establece que dicho recurso de revisión 

procederá en lugar del establecido en el artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 

luego, si el artículo 59 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen­

tal, dispone expresamente que las resoluciones de ese instituto serán definitivas para las dependencias y 

entidades, y que los particulares podrán impugnarlas ante el Poder Judicial de la Federación, es claro que 

la intención del legislador fue excluir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa del conocimien­

to de las resoluciones recaídas a los recursos de revisión, emitidas por dicho instituto, sin que con ello se 

violente la garantía de audiencia, pues, precisamente, atendiendo a los principios que dicha garantía con­

sagra, es que se previó tanto el recurso de revisión, como su impugnación ante el Poder Judicial de la 

Federación, y basta para colmar el requisito constitucional, que se precise la existencia de un medio de 

defensa y ante quién se debe intentar.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 78/2007. 30 de mayo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secre­
taria: Irene Núñez Ortega.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, noviembre de 2007, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 757, Tesis: I.6o.A.49 A, Registro: 170912.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. CONFOR­
ME AL ARTÍCULO 7o., FRACCIÓN XII, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, LA INFORMACIÓN 
SOBRE LA CONCESIÓN DE UN AEROPUERTO IMPLICA EL ACCESO AL PROGRAMA MAES­
TRO DE DESARROLLO CORRESPONDIENTE, AL FORMAR PARTE DEL TÍTULO RESPECTIVO, 
CON EXCEPCIÓN DE AQUELLO QUE SEA RESERVADO O CONFIDENCIAL.*

De los artículos 25, fracción V y 38 de la Ley de Aeropuertos, se aprecia que el programa maestro de desa­

rrollo forma parte del título de concesión de un aeropuerto. Por tanto, si la información relacionada con las 

concesiones, permisos o autorizaciones que el Gobierno Federal otorga a los particulares es pública, se­

gún el artículo 7o., fracción XII, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu­

bernamental, debe otorgase (sic) acceso a dicho programa a través de una versión pública, en donde sólo 

se suprima la información que tenga el carácter de reservada o confidencial.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 133/2007. 31 de mayo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Secretaria: Miriam Corte Gómez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 3343, Tesis: I.8o.A.130 A, Registro: 171000.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL CON­
SEN TIMIENTO EXPRESO DEL PARTICULAR TITULAR DE LA INFORMACIÓN A QUE SE RE­
FIERE EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA ES INNECESARIO CUANDO EL 
COMITÉ DE INFORMACIÓN RESPECTIVO REVOCA EL CARÁCTER CONFIDENCIAL DE 
DETERMINADOS DOCUMENTOS MOTIVO DE UNA PETICIÓN, CLASIFICADOS ASÍ POR 
EL TITULAR DE UNA DEPENDENCIA O ENTIDAD.*

El artículo 45 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental prevé 

que cuando el titular de la unidad administrativa haya clasificado los documentos respecto de los que se 

pide el acceso como reservados o confidenciales, deberá remitir la solicitud de información, así como un 

oficio en el que funde y motive dicha clasificación al comité respectivo de la dependencia o entidad de la 

administración pública que corresponda, para que éste resuelva si confirma, modifica o revoca la clasifica­

ción, por lo que, en el supuesto de que determine revocarla para dar acceso a la información, no es indis­

pensable que medie el consentimiento expreso del particular titular de la información a que se refiere la 

última parte del artículo 19 de la propia ley, pues en este caso ya no tiene la clasificación de confidencial.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 133/2007. 31 de mayo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Secretaria: Miriam Corte Gómez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 3344, Tesis: I.8o.A.129 A, Registro: 170999.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ES INCOMPETENTE PARA 
CONOCER DE LAS RESOLUCIONES RECAÍDAS AL RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN 
LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBER­
NAMENTAL.*

El artículo 11, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

establece que ese órgano conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas 

dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una 

instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

Por otra parte, el precepto 49 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber­

namental prevé que el solicitante a quien se le haya noti ficado mediante resolución de un comité la nega­

tiva de acceso a la información o la inexistencia de los documentos solicitados, podrá interponer el recurso 

de revisión ante el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI) o ante la unidad de enlace 

que haya conocido del asunto, y el diverso artículo 51 del mismo ordenamiento dispone que el aludido 

medio de defensa procederá en lugar del contenido en el artículo 83 de la Ley Federal de Proce dimiento 

Administrativo. Consecuentemente, el recurso a que alude el citado artículo 49 es distinto del que con tiene 

la mencionada ley adjetiva, dada la especial naturaleza de la materia a la que pertenece y, por ende, el 

indicado tribunal es incompetente para conocer de la resolución que recaiga a dicho recurso conforme 

al primero de los preceptos referidos. Lo anterior se confirma con lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que señala que las resolucio­

nes del citado instituto serán definitivas para las dependencias y entidades de la administración pública 

federal, agregando que los particulares, sin distinguir si éstos son los solicitantes de la información o un 

tercero, podrán impugnarlas ante el Poder Judicial de la Federación, lo que debe interpretarse en el sentido 

de que deben impugnarse por medio del juicio de amparo, toda vez que éste asegura mayores garantías 

para los gobernados y respeta el diseño constitucional que otorga al aludido poder la última palabra respec­

to de la interpretación de las leyes; lo anterior, con la finalidad de dar celeridad y evitar procedimientos 

gravosos que dilaten aún más la obtención de la información solicitada en los casos que sea procedente.

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 8/2007. 29 de junio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Rolando González Licona. Secreta­
ria: Ana Luisa Muñoz Rojas.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 3349, Tesis: I.13o.A.142 A, Registro: 170991.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. PRINCI­
PIOS FUNDAMENTALES QUE RIGEN ESE DERECHO.*

De la declaración conjunta adoptada el 6 de diciembre de 2004 por el relator especial de las Naciones 

Unidas para la libertad de opinión y expresión, el representante de la Organización para la Seguridad y 

Cooperación en Europa para la Libertad de los Medios de Comunicación y el relator especial de la Orga­

nización de los Estados Americanos para la libertad de expresión, aplicable a la materia en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 6 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen­

tal, se advierten como principios básicos que rigen el acceso a la información los siguientes: 1. El derecho 

de acceso a ésta es un derecho humano fundamental; 2. El proceso para acceder a la información públi­

ca de berá ser simple, rápido y gratuito o de bajo costo; y, 3. Deberá estar sujeto a un sistema restringido 

de excepciones, las que sólo se aplicarán cuando exista el riesgo de daño sustancial a los intereses prote­

gidos y cuando ese daño sea mayor que el interés público en general de tener acceso a la información; 

mientras que del análisis sistemático de los artículos 2, 6, 7, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se desprenden los siguientes: 1. La información de los 

Poderes de la Unión, órganos constitucionales autónomos, tribunales administrativos federales y cualquier 

otro órgano federal es pública y debe ser accesible para la sociedad, salvo que en los términos de la propia 

ley se demuestre en forma clara y debidamente sustentada que amerita clasificarse como reservada o 

confidencial y 2. Que el derecho de acceso a la información es universal.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 133/2007. 31 de mayo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Secretaria: Miriam Corte Gómez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 3345, Tesis: I.8o.A.131 A, Registro: 170998.
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COMISIÓN DE SUPERVISIÓN Y RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JU­
DICIAL DE LA FEDERACIÓN. EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA SUS RESOLUCIONES NO 
ES MANIFIESTA E INDUDABLEMENTE IMPROCEDENTE.*

De los artículos 9o. y 10 del Acuerdo general que establece los órganos, criterios y procedimientos institu­

cionales para la transparencia y acceso a la información pública del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de junio de 2003, se advierte que dicho 

órgano cuenta, para efectos de la materia mencionada, con la Comisión de Supervisión y Resolución, la 

cual está integrada por un Magistrado designado por la Sala Superior, quien la presidirá, un representante 

designado por el Magistrado presidente del aludido tribunal y uno por la Comisión de Administración, con 

competencia para resolver los recursos de revisión y reconsideración interpuestos, entre otras determina­

ciones, contra las que dicte el Comité de Transparencia y Acceso a la Información de dicho tribunal. Por 

otra parte, el artículo 32 del propio ordenamiento dispone que las resoluciones de la comisión mencionada 

en primer término serán definitivas para los efectos de su impugnabilidad, pero no las califica de inataca­

bles. En esta tesitura, la demanda de garantías promovida contra tales actos no es manifiesta e indudable­

mente improcedente para los efectos del artículo 145 de la Ley de Amparo, en atención a lo dispuesto por 

el párrafo cuarto del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el ca­

rácter definitivo e inatacable de las resoluciones dictadas por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación a que este numeral se refiere, toma como referente principal que aquélla 

es la máxima autoridad en materia electoral, según el contenido de la exposición de motivos que dio lugar 

a la reforma a dicho precepto, publicada en el citado medio de difusión el 22 de agosto de 1996, además, la 

actuación de la Comisión de Supervisión y Resolución, creada mediante el acuerdo ya invocado, deriva del 

mandato de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, razón por 

la cual, se reitera, no se surte la hipótesis de improcedencia evidente e insalvable que justifica el dese­

chamiento de la demanda de garantías.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 155/2007. 6 de junio de 2007. Mayoría de votos. Disidente: F. Javier Mijangos 
Navarro. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, agosto de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1599, Tesis: I.7o.A.538 A, Registro: 171827.
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DOCUMENTOS, DATOS E INFORMES CONFIDENCIALES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL. LOS OFRECIDOS EN UN JUICIO LABORAL, OBTENIDOS EN FORMA PER­
SONAL POR UN GOBERNADO SIN QUE MEDIE REQUERIMIENTO EN TÉRMINOS DEL 
NUMERAL 783 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO DEBEN ADMITIRSE POR LA JUNTA 
CORRESPONDIENTE.*

El artículo 22 de la Ley del Seguro Social establece que los documentos, datos e informes que los trabaja­

dores, patrones y demás personas proporcionen al Instituto Mexicano del Seguro Social, en cumplimiento 

de las obligaciones que les impone ese texto legal, son estrictamente confidenciales y no pueden comuni­

carse o darse a conocer en forma nominativa e individual, salvo que se trate de juicios y procedimientos en 

los que dicho instituto sea parte y en los casos previstos por la ley. Ahora bien, dicha confidencialidad tiene 

por objeto evitar que esa información se conozca indiscriminadamente, salvo en los casos de excepción 

que contemplan las fracciones I a IV de dicho numeral; por ende, si dentro de un juicio laboral, una de las 

partes ofrece como prueba documental alguna con información confidencial a la que alude el precepto 

mencionado, expedida por algún funcionario de dicho instituto, en respuesta a una petición que le haya 

formulado el oferente de ese medio de convicción, debe estimarse que tal probanza es contraria a derecho, 

porque no fue obtenida legalmente, pues para ello era necesario cumplir con la exigencia prevista en el 

normativo 783 de la Ley Federal del Trabajo, esto es, que mediara un requerimiento de la Junta para solici­

tar esos datos y, por tanto, no debe admitirse, pues de lo contrario la autoridad laboral convalidaría un 

hecho que en sí mismo es ilícito.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.

Amparo directo 88/2006. 31 de mayo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arteaga Álvarez. Secretario: 
Jorge Alberto Camacho Pérez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, julio de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2495, Tesis: XX.2o.46 L, Registro: 172041.
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TESTIGOS. DEBEN COMPARECER ANTE EL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO CUANDO 
ÉSTE LO REQUIERA, CON INDEPENDENCIA DE QUE NO ESTÉN OBLIGADOS A DECLARAR 
RESPECTO A LOS HECHOS INVESTIGADOS O DE DATOS QUE IMPLIQUEN INFORMA­
CIÓN RESERVADA.*

De conformidad con el artículo 21, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­

canos, compete al Ministerio Público la investigación y persecución de los delitos, por lo que en uso de 

tales facultades, puede legalmente girar citatorios para hacer comparecer a las personas que de la averi­

guación previa resulte presenciaron, en calidad de testigos, los hechos investigados, a fin de estar en 

condiciones de obtener los medios de convicción suficientes para determinar la existencia o no de algún 

delito. En tales condiciones, es deber de los testigos presentarse ante la autoridad ministerial cuando ésta 

lo requiera (y precise, desde luego, las razones y fundamentos correspondientes), sin que sea óbice para 

ello el que aquéllos cuenten con un derecho especial para abstenerse a declarar, si ese fuera su deseo, con 

relación al asunto de que se trate o respecto de datos que tengan en su poder e impliquen información re­

servada, en virtud de que tal circunstancia es una cuestión que no atañe al citatorio respectivo, en el que 

únicamente se les insta para que comparezcan ante el fiscal, sino que tiene que ver directamente con la 

diligencia objeto de la citación, en cuyo desahogo bien pueden hacerlo valer; tal es el caso, por ejemplo, de 

los periodistas, quienes en términos del numeral 243 Bis, fracción III, del Código Federal de Procedimien­

tos Penales, no están obligados a declarar respecto de los datos que conlleven a la identificación de las 

personas que les proporcionen información reservada con motivo de su trabajo y la cual sea base de algu­

na de sus publicaciones; puesto que de ser citados por la fiscalía, necesariamente tendrían que presen­

tarse ante la misma y será hasta el momento de que tenga verificativo la audiencia respectiva, que podrán 

hacer uso del citado derecho a no revelar sus fuentes de información, si fueren cuestionados sobre el 

particular.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 83/2007. 7 de junio de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rivero Ortiz de Alcántara. 
Secretario: Marco Antonio Menéses Aguilar.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, julio de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2721, Tesis: I.2o.P.148 P, Registro: 171895.
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TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA. SI EL REPRESENTANTE DE UNA ASO­
CIACIÓN CIVIL PRESENTA UNA SOLICITUD EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 62 DE LA LEY 
RELATIVA DEL ESTADO DE JALISCO, DEBE ACREDITAR FEHACIENTEMENTE LA PERSO­
NALIDAD CON QUE SE OSTENTA.*

El artículo 62 de la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco establece que la soli­

citud para obtener información pública deberá hacerse en términos respetuosos a través de un escrito o 

formato por duplicado y que contenga, cuando menos, el nombre del solicitante, un domicilio o correo 

electrónico para recibir notificaciones y los elementos necesarios para identificar la información de que se 

trata, así como la forma de reproducción solicitada; sin embargo, no precisa si quien comparece en repre­

sentación de una persona moral debe acompañar a la solicitud de información el documento con que 

acredite su personalidad. Al respecto, del análisis del diverso artículo 110, fracción III, de ese ordenamien­

to, se considera que tratándose de conflictos derivados de la interpretación de la ley de transparencia, 

como acontece, por ausencia de norma que prevea cómo debe acreditarse tal personalidad, corresponde 

atender a los fines y principios contenidos en la ley. Por tanto, si el referido precepto 62 exige que en la 

solicitud debe constar cuando menos el nombre del solicitante y el artículo 2 del propio ordenamiento es­

tablece como objeto de la ley que la información pública se hará del conocimiento de la persona que la 

solicite, además de que el numeral 177 del Código Civil del Estado de Jalisco prevé que las asociaciones 

serán representadas por las personas indicadas en los estatutos y tendrán las facultades que ahí expresa­

mente se confieran, entonces, cuando una solicitud de información sea presentada por una persona física 

que asevera ser representante legal de una asociación, debe acreditar fehacientemente el carácter con que 

se ostenta, precisamente para tener la certeza de que la información se otorgará a quien la solicitó.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo en revisión 289/2006. 21 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Alfonso Álvarez Escoto. 
Secretario: Luis Alfonso Hernández Núñez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, mayo de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2237, Tesis: III.4o.A.18 A, Registro: 172289.
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DOCUMENTACIÓN CONFIDENCIAL. LA ASÍ CALIFICADA POR LA COMISIÓN FEDERAL DE 
COMPETENCIA EN VIRTUD DE UN MANDATO LEGAL, DEBE PERMANECER EN EL SECRE­
TO DEL JUZGADO DURANTE EL PROCEDIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO.*

Cuando la Comisión Federal de Competencia niegue el acceso a una información por considerarla con­

fidencial en virtud de un mandato legal, y a solicitud del quejoso se requiera su exhibición en el juicio 

constitucional, el Juez de Distrito debe mantenerla en el secreto del juzgado, por lo menos en la etapa 

procesal, sin acceso a las partes; de no ser así, se haría nugatorio el carácter de confidencial que le otorga 

la ley a la multicitada documentación, ocasionando incluso que quede sin materia el juicio de garantías si 

tal negativa de acceso a la información es el acto reclamado. Por ello, la presunción de confidencialidad 

que en principio pesa sobre la documentación en cuestión debe prevalecer en tanto no se considere la 

posibilidad jurídica de que su contenido pueda ser hecho del conocimiento de las partes en el juicio o, in­

cluso, invocado por el propio juzgador para fundar y motivar el fallo definitivo, o cualquier otra resolución 

que esté obligado a pronunciar en él.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 97/2006. 22 de noviembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María 
del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, febrero de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1701, Tesis: I.7o.A.498 A, Registro: 173313.
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SUPLETORIEDAD EN MATERIA DE RECURSOS. NO OPERA TRATÁNDOSE DE LA REVISIÓN 
PREVISTA POR LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN A 
LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE DICHA ENTIDAD.*

El artículo 43 de la Ley de Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León establece que en lo 

no previsto por esa legislación se aplicará supletoriamente la Ley de Justicia Administrativa para ese Esta­

do y, en defecto de ésta, el código adjetivo civil estatal. Por otro lado, respecto del mecanismo de la suple­

toriedad, ha sido criterio reiterado de los órganos jurisdiccionales federales que, para su operancia, es 

menester que el ordenamiento objeto de ella prevea la institución jurídica de que se trata, de forma tal que 

a través de ella sólo se suplan aspectos carentes de reglamentación o deficientemente reglamentadas. 

En ese tenor, si en la especie la Ley de Acceso a la Información Pública de esta entidad federativa no con­

templa el recurso de revisión como medio de impugnación, es inconcuso que no opera la supletoriedad de 

la Ley de Justicia Administrativa que sí lo prevé, toda vez que ésta no tiene el alcance de crear ese medio 

de defensa, sino que su función es suplir deficiencias; estimar lo contrario implicaría la creación de recur­

sos no establecidos en la legislación objeto de supletoriedad, con la consecuente sustitución de la volun­

tad del legislador estatal.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 536/2006. 9 de noviembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Rodolfo R. Ríos Vázquez. 
Secretaria: Ana María Chibli Macías.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, febrero de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1896, Tesis: IV.1o.A.74 A, Registro: 173165
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL CUM­
PLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO QUE ORDENA DAR RESPUESTA A UNA SOLI­
CITUD DE INFORMACIÓN CONFORME A LO PREVISTO EN LA LEY FEDERAL RELATIVA, 
DEBE EMITIRLA EL COMITÉ DE INFORMACIÓN RESPECTIVO.*

De lo dispuesto en los artículos 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46 y 49 de esa ley, se desprende que para negar el 

acceso a la información de una dependencia o entidad sujeta a ese ordenamiento, por inexistencia de 

la propia información, no basta con que el titular de la unidad administrativa o de la unidad de enlace 

respectiva indiquen al solicitante que no cuentan con la información requerida y que debe ser solicitada 

a otra entidad o dependencia, sino que es menester que la petición se remita al comité de información 

correspondiente a efecto de que sea éste quien resuelva en definitiva lo conducente, para que en su caso, 

el solicitante pueda inconformarse con la decisión que confirme la inexistencia de la información. De lo 

que se sigue que si en un juicio de amparo se otorga la protección constitucional para que las autoridades 

responsables den respuesta a una solicitud de información, ajustándose a lo dispuesto en la mencionada 

ley, la sentencia relativa no puede considerarse cumplida si la dependencia o entidad respectiva se limita 

a comunicar al solicitante que carece de la información requerida y que puede pedirla a diversa dependen­

cia o entidad, toda vez que en esa hipótesis, es menester que se dé intervención al comité de información 

respectivo, para que sea éste el que emita la resolución que determine, en su caso, la inexistencia de la in­

formación y el interesado esté en condiciones de cuestionar la decisión que se adopte en ese sentido.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 41/2006. 31 de mayo de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés Galván. Secretario: José 
Álvaro Vargas Ornelas. 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 2007, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2378, Tesis: I.15o.A.73 A, Registro: 173427.
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ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA TRATÁNDOSE DE EXPEDIENTES JUDICIALES. SUS 
ALCANCES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).*

Mediante decreto ciento ocho, publicado en el Periódico Oficial del Estado el catorce de julio de dos mil 

cuatro, se reformó el artículo 39 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León, para 

quedar como sigue: "Artículo 39. Las copias o testimonios de documentos que existan en los archivos o 

expedientes se permitirán a toda persona que los solicite, quedando razón y constancia de recibo en el que 

se señalen los que hubieren sido expedidos. Lo anterior con excepción de los casos en que la Ley de Acceso 

a la Información Pública obligue a la autoridad a negar el acceso público a la información, en los cuales 

sólo las partes legitimadas o quienes ellas autoricen podrán consultar y obtener copias de los expedientes.­

El Juez o Magistrado dictará las medidas que sean conducentes, para tal efecto.". La exposición de motivos 

y el proceso legislativo de ese decreto reformatorio ilustran con claridad sobre las razones consideradas por 

el legislador local para dar una extraordinaria amplitud al derecho de los gobernados para acceder a la 

información contenida en los expedientes judiciales, esto es, la idea de poner a disposición de cualquier 

persona todos los documentos contenidos en los procedimientos judiciales, sin más límites que los previs­

tos en la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Nuevo León, eliminando con ello la 

restricción de que esa consulta sea exclusivamente de las partes; luego, para delimitar los alcances del 

precepto reproducido, es necesario acudir a este último ordenamiento. Así, los artículos 4, 10, fracción VII, 

11, 11 bis, 13 y 15 de la citada ley, dimensionan el derecho de acceder a la información pública del Estado 

y asignan esa calidad a las acciones, diligencias y etapas procesales contenidas en los expedientes cuyo 

conocimiento corresponde a los tribunales y juzgados del Poder Judicial del Estado, esto es, la intención 

del legislador fue publicitar todos los negocios judiciales, tanto en trámite como resueltos, salvo que se 

trate de asuntos de naturaleza familiar, procesos penales por delitos sexuales, contra la libertad o contra la 

familia y aquellos en los cuales la víctima sea menor de edad o incapaz; fuera de esos casos, toda infor­

mación contenida en los expedientes judiciales puede y debe ser entregada a cualquier persona que lo 

solicite, sin necesidad de justificar el motivo de la petición ni el uso que se le dará; por tanto, de no actua­

lizarse alguna de las restricciones previstas en la ley, no hay justificación para negar la información.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 35/2006. 9 de marzo de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Sánchez Castelán. 
Secretario: Set Leonel López Gianopoulos.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, noviembre de 2006, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1017, Tesis: IV.1o.C.31 K, Registro: 173966.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. ÁMBITO 
DE APLICACIÓN DE LA LEY FEDERAL RELATIVA.*

Al disponer el artículo 2o. de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna­

mental: "Toda la información gubernamental a que se refiere esta Ley es pública y los particulares tendrán 

acceso a la misma en los términos que ésta señala", resulta evidente que el ámbito de aplicación de este 

ordenamiento rige sólo para los particulares o gobernados interesados en obtener información de carácter 

público y no tratándose de peticiones hechas por servidores públicos conforme a sus atribuciones y para 

fines propios a su cargo. Por ello, tales autoridades deben proporcionar la información que les sea requerida 

con el fin esencial e inmediato de desarrollar las funciones que tienen jurídicamente encomendadas.

Reclamación 214/2006­PL, derivada de la revisión administrativa 16/2006. Magistrado Luis María Aguilar Morales 
(Consejero de la Judicatura Federal). 30 de agosto de 2006. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, octubre de 2006, Primera Sala, p. 283, Tesis: 
1a. CLXVI/2006, Registro: 173977.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LOS CRI­
TERIOS EN LA MATERIA QUE CONSIDERAN DETERMINADA INFORMACIÓN COMO 
RESERVADA, NO SON APLICABLES CUANDO ES SOLICITADA POR LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN EL EJERCICIO DE SUS COMPETENCIAS CONSTITU­
CIONALES.*

Del análisis de los artículos 1o. a 9o., 13 a 21 y 61 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa­

ción Pública Gubernamental, así como de los artículos 10, 11, 18 a 31, tercero transitorio y demás aplica­

bles del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal 

para la aplicación de la Ley citada, en los que se establecen los criterios para considerar como reservada 

determinada información, así como los procedimientos a seguir para tener acceso a ella, se advierte que 

regulan exclusivamente el acceso a cierta información por parte de particulares, esto es, establecen  

la forma en que cualquier ciudadano puede tener acceso a la información que poseen los Poderes de la 

Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal, y cualquier otra entidad federal.  

En este sentido, es evidente que dichos criterios no son aplicables cuando se trata de información solici­

tada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el ejercicio de sus competencias constitucionales.

Reclamación 214/2006­PL, derivada de la revisión administrativa 16/2006. Magistrado Luis María Aguilar Morales 
(Consejero de la Judicatura Federal). 30 de agosto de 2006. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, octubre de 2006, Primera Sala, p. 283, Tesis: 
1a.CLXVII/2006, Registro: 173976.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LOS CRI­
TERIOS EN LA MATERIA QUE CONSIDERAN DETERMINADA INFORMACIÓN COMO 
RESERVADA, NO SON APLICABLES TRATÁNDOSE DE PRUEBAS SOLICITADAS POR LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
EN EL TRÁMITE DEL RECURSO DE REVISIÓN ADMINISTRATIVA DERIVADO DE UN CON­
CURSO PARA LA DESIGNACIÓN DE JUECES O MAGISTRADOS.*

Es inexacto que en términos de lo dispuesto en los artículos 1o. a 9o., 13 a 21 y 61 de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como en los artículos 10, 11, 18 a 31, 

tercero transitorio y demás aplicables del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 

Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley citada, este último se encuentre legalmente 

imposibilitado para remitir diversas pruebas que le fueron requeridas por esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en el trámite de un recurso de revisión administrativa derivado de un concurso para la desig­

nación de Jueces o Magistrados, por tratarse de información catalogada por el Instituto de la Judicatura 

Federal como reservada y encontrarse incluida en el Registro de Información Clasificada por contener 

datos que pueden poner en riesgo la seguridad de las personas que en él participaron. Lo anterior es así, 

toda vez que del análisis de los preceptos legales aludidos se advierte que exclusivamente regulan el acceso 

a cierta información por parte de particulares, por lo que es evidente que dichos criterios no son aplicables 

cuando se trata de información solicitada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el ejercicio 

de sus competencias constitucionales, y concretamente al tramitar el recurso de revisión administrativa a 

que se refiere el párrafo noveno del artículo 100 de la Constitución; máxime si el mencionado recurso, 

tratándose del concurso para la designación de Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito, constituye 

parte del procedimiento de selección, por lo que la documentación cuya exhibición se solicite debe inte­

grarse al expediente respectivo, siguiendo los lineamientos establecidos en los citados ordenamientos.

Reclamación 214/2006­PL, derivada de la revisión administrativa 16/2006. Magistrado Luis María Aguilar Morales 
(Consejero de la Judicatura Federal). 30 de agosto de 2006. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, octubre de 2006, Primera Sala, p. 284, Tesis: 
1a. CLXVIII/2006, Registro: 173975.
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INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (IFAI). LAS PERSONAS 

MORALES OFICIALES CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AM­

PARO EN CONTRA DE SUS RESOLUCIONES.*

Si el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública al resolver el recurso de revisión previsto por el 

artículo 49 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, inter­

puesto por un particular contra la determinación de un comité de información que acordó confirmar el 

carácter de reserva de cierta documentación, la revoca ordenando a la dependencia en cuestión que 

entregue y reclasifique la información solicitada, tal resolución no actualiza la procedencia del juicio de 

garantías que la persona moral afectada con aquélla intentara, ya que, en el caso, el amparo no se pro­

mueve por un particular como titular de derechos públicos subjetivos oponibles al Estado en contra de un 

acto nacido en una relación de supra­subordinación, como la existente entre el Estado y los gobernados. 

Lo anterior, en virtud de que los diversos sujetos obligados al cumplimiento de la ley mencionada, por su 

condición de entes públicos están sometidos a un régimen exorbitante, que si bien, desde luego, los some­

te a ciertas pautas de conducta, no puede ser materia de examen a través de un juicio de amparo, consi­

derando que éste no se creó para salvaguardar los principios de unidad y coherencia de la actividad 

pública, ni para resolver los conflictos que pudieran suscitarse entre los entes públicos de diferente jerar­

quía o posición en el ordenamiento. Sin que sea óbice a lo expuesto que el artículo 9o. de la Ley de Amparo 

autorice a las personas morales oficiales para promover el juicio de garantías por conducto de los funcio­

narios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley que se reclame afecte los intereses 

patrimoniales de aquéllas, pues tal supuesto debe entenderse sólo en el caso de que éstos acudan en 

defensa de sus derechos privados, pero no con el objeto de protegerse contra actos de instituciones del 

propio Estado; por ende, si una persona moral oficial solicita el amparo de la Justicia Federal, en virtud de 

que se revocó la determinación emitida por su comité de información, que acordó confirmar el carácter 

de reserva de cierta documentación, es inconcuso que carece de legitimación para hacerlo, porque no 

acudió al juicio en defensa de derechos individuales, como cualquier gobernado, sino con la pretensión de 

que observe la ley que lo regula como ente público poseedor de determinada documentación que no desea 

hacer del conocimiento de cierto particular, lo que hace improcedente la acción intentada.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, enero de 2006, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2388, Tesis: I.8o.A.80 A, Registro: 176273.
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Amparo en revisión (improcedencia) 221/2005. Petróleos Mexicanos. 30 de junio de 2005. Unanimidad de votos. 
Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Mauricio de Lira Álvarez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, julio de 2005, página 1453, tesis 
I.4o.A.486 A, de rubro: "INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (IFAI). LOS MIEMBROS 
DE LOS COMITÉS DE INFORMACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS O ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚ BLICA CARECEN DE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO CONTRA LAS RESO­
LUCIONES DE AQUÉL."
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LA CON­
FIDENCIALIDAD DE LOS DATOS PERSONALES SÓLO CONSTITUYE UN DERECHO PARA 
LAS PERSONAS FÍSICAS MAS NO DE LAS MORALES (AUTORIDADES RESPONSABLES).*

De la interpretación sistemática de los artículos 1, 3, 4, 8, 18 a 22 y 61 de la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con el Acuerdo General 76/2003, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal, que modifica los artículos 19 y tercero transitorio del Acuerdo General 

30/2003, que establece los órganos, criterios y procedimientos institucionales para la transparencia y acce­

so a la información pública para ese órgano del Poder Judicial de la Federación, los Tribunales de Circuito 

y los Juzgados de Distrito, se advierte que entre los objetivos de la ley citada se encuentra el garantizar la 

protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados, es decir, la información concernien­

te a una persona física, identificada o identificable, y para lograrlo otorgó facultades al Pleno del Consejo de 

la Judicatura Federal, el que dictó los acuerdos correspondientes, estableciendo en relación con los datos 

personales de las partes, que con el fin de respetar cabalmente tal derecho, al hacerse públicas las senten­

cias, se omitirán cuando manifiesten su oposición de manera expresa, e impuso a los órganos jurisdiccio­

nales la obligación de que en el primer acuerdo que dicten en los asuntos de su competencia, señalen a las 

partes el derecho que les asiste para oponerse, en relación con terceros, a esa publicación, en la inteligencia 

de que la falta de oposición conlleva su consentimiento para que la sentencia respectiva se publique sin 

su presión de datos; de donde se concluye que la protección de los datos personales de referencia sólo 

constituye un derecho para las personas físicas, pues así lo señala la fracción II del artículo 3 de la ley 

mencionada, al indicar que por aquéllos debe entenderse la información concerniente a una persona física 

identificada o identificable, excluyendo así a las personas morales, entre las que se encuentran las autori­

dades responsables.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO.

Amparo en revisión 550/2004. Tesorería de la Federación y otras. 21 de enero de 2005. Unanimidad de votos. 
Ponente: Robustiano Ruiz Martínez. Secretaria: Elena Elvia Velasco Ríos.

Reclamación 12/2005. Director Regional de Vigilancia de Fondos y Valores de la Tesorería de la Federación. 12 de 
septiembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Robustiano Ruiz Martínez. Secretaria: Elena Elvia Velasco Ríos.

Nota: El Acuerdo General 30/2003 citado, aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gace­
ta, Novena Época, Tomo XVIII, noviembre de 2003, página 1065.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, enero de 2006, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 2518, Tesis: XIII.3o.12 A, Registro: 176077.
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PETRÓLEOS MEXICANOS. CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER JUICIO DE 
AMPARO CONTRA LAS DETERMINACIONES DEL INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA (IFAI), QUE INVOLUCRAN ACTUACIONES REALIZADAS CON 
EL CARÁCTER DE AUTORIDAD.*

El artículo 9o. de la Ley de Amparo faculta a las personas morales oficiales para promover el juicio de ga­

rantías en defensa de sus derechos privados frente a los abusos del poder público, pero no las autoriza 

para ocurrir en demanda de garantías cuando actúan con el carácter de autoridad, es decir, con imperio. 

En este sentido, Petróleos Mexicanos, como organismo descentralizado de la administración pública fede­

ral, queda enmarcado en el concepto persona moral oficial a que se refiere tal numeral, según se ve del 

texto de los artículos 25, párrafos primero y cuarto, 27, párrafo cuarto, 28, párrafos primero, cuarto y quinto, 

80, 89, fracción I, 90 y 93 constitucionales. Ahora bien, conforme a los artículos 1o. a 5o. y 7o. de la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se colige que al proporcionar 

la información pública a que se refiere dicha ley, las dependencias gubernamentales oficiales obligadas lo 

hacen con el carácter de autoridades, pues no se advierte que para proporcionar la información sea me­

nester que se despojen de su arbitrio o que dejen de actuar con facultad de imperio. Consecuentemente, si 

Petróleos Mexicanos solicita el amparo de la Justicia Federal, en virtud de que el Instituto Federal de 

Acceso a la Información Pública revocó la determinación emitida por su comité de información que acor­

dó confirmar el carácter de reserva de cierta documentación, al no acudir al juicio en defensa de garantías 

como cualquier gobernado, sino con la pretensión de que observe la ley que lo regula como ente público 

poseedor de documentación que no desea hacer del conocimiento de un particular, tal organismo carece 

de legitimación para impetrar el juicio constitucional, dado que no acude como titular de un derecho sub­

jetivo público oponible al Estado, sino como un ente público perteneciente a la corporación estatal.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 458/2004. Petróleos Mexicanos. 30 de septiembre de 2005. Unanimidad de 
votos. Ponente: María Rocío Ruiz Rodríguez. Secretario: Marco Antonio Monroy Gálvez.

Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aparece publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, diciembre de 2005, página 2737, se publica nueva­
mente con la modificación en el precedente que el propio tribunal ordena.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, diciembre de 2005, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 2737, Tesis: I.5o.A.44 A, Registro: 172174.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. NO AFECTA EL INTERÉS JURÍ­
DICO DEL TITULAR DE LA INFORMACIÓN, LA RESOLUCIÓN DEL INSTITUTO FEDERAL 
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL QUE OBLIGA AL DE 
PROTECCIÓN Y AHORRO BANCARIO A PROPORCIONAR INFORMACIÓN A UN GO­
BERNADO, PREVIA ELIMINACIÓN DE LOS DATOS RESERVADOS, CONFIDENCIALES O 
CLASIFICADOS.*

El artículo 6o. de la Constitución Federal establece que el derecho a la información será garantizado por el 

Estado, sin que esto signifique un perjuicio para las entidades públicas o privadas porque el acceso a 

la información no sólo obliga a proporcionarla o a exhibir la documentación que soliciten los gobernados 

sino también a difundir la que no sea confidencial, reservada o clasificada, que es la orientación y conte­

nido de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental que reglamenta 

dicha disposición constitucional. Por tales razones, es claro que la resolución del Instituto Federal de 

Acceso a la Información Pública que obliga al Instituto para la Protección al Ahorro Bancario a proporcio­

nar información, previa eliminación de los datos considerados como reservados, confidenciales o clasi­

ficados, no afecta los intereses jurídicos del titular de la información, aun cuando no hubiese dado su 

consentimiento, por lo que debe sobreseerse en el juicio de garantías que intenta, con fundamento en 

la causal de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción V, de la Ley de Amparo, en relación con el 

artículo 74, fracción III, de la propia ley de la materia.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 487/2004. 16 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. 
Secretaria: Indira Martínez Fernández.

Amparo en revisión 528/2004. 9 de marzo de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secre­
tario: Alfredo A. Martínez Jiménez.

Amparo en revisión 245/2005. 6 de julio de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. 
Secretario: Ernesto González González.

Nota: Por ejecutoria de fecha 23 de mayo de 2007, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
76/2007­SS en que participó el presente criterio.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, septiembre de 2005, Tribunales Colegiados de 
Circuito, p. 1584, Tesis: I.4o.A.499 A, Registro: 177116.
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Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 20/2013, de la que derivó la tesis jurispru­
dencial PC.I.A. J/12 K (10a.) de título y subtítulo: "DERECHO A LA INFORMACIÓN, EL TITULAR DE ÉSTA TIENE 
INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR EN AMPARO LA DETERMINACIÓN DEL INSTITUTO FEDERAL DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS QUE ORDENA LA ELABORACIÓN DE LA VERSIÓN 
PÚBLICA QUE CONTIENE DATOS PERSONALES O QUE LE CONCIERNEN COMO PERSONA."
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INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (IFAI). LOS MIEMBROS 
DE LOS COMITÉS DE INFORMACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS O ENTIDADES DE LA ADMI­
NISTRACIÓN PÚBLICA CARECEN DE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA LAS RESOLUCIONES DE AQUÉL.*

Conforme al artículo 59 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber na­

mental, las resoluciones del Instituto Federal de Acceso a la Información Pública son definitivas para las 

dependencias y entidades de la administración pública federal. Por tanto, cuando conminan a una de­

pendencia o entidad a entregar copias certificadas de la información que le solicitó un particular, pero no 

contienen alguna determinación de índole particular atribuible a un servidor público que forme parte 

del co mité de información obligado, al margen de su relación con la administración pública, susceptible de 

infringir sus derechos fundamentales como persona física, afectando su esfera jurídica (único supuesto 

en el que un servidor público, por derecho propio, precisamente por actualizarse una afectación a sus in­

tereses personales y no a los institucionales que representa y ejecuta con motivo de su encargo público, 

estaría legitimado para promover el juicio de amparo), es incuestionable que "por su propio derecho" no 

tiene interés jurídico para ocurrir al juicio de garantías, porque al dar cumplimiento a lo ordenado en dicha 

resolución lo hace acatando un acto de autoridad dirigido a la dependencia o entidad a la que está adscrito 

pero sólo en cuanto ocupa un cargo, en ejercicio de sus facultades y no con motivo de los intereses que 

como persona física le corresponden, es decir, no existe una afectación directa de éstos dado que la deter­

minación del instituto combatida no incide en sus derechos individuales y personales.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 501/2004. 5 de enero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secre­
tario: Alfredo A. Martínez Jiménez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, febrero de 2004, página 1073, 
tesis I.7o.A.275 A, de rubro: "INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (IFAI). LAS PER­
SONAS MORALES OFICIALES OBLIGADAS POR AQUEL ÓRGANO A PROPORCIONAR LA INFORMACIÓN SOLI­
CITADA POR LOS PARTICULARES, CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO."

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, julio de 2005, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1453, Tesis: I.4o.A.486 A, Registro: 177928.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. LA OPO­
SICIÓN A QUE SE PUBLIQUEN DATOS PERSONALES DE LAS PARTES EN ASUNTOS DEL 
CONOCIMIENTO DE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, ESTÁ 
SUJE TA A LA CALIFICACIÓN DE EFICACIA, EN TÉRMINOS DEL REGLAMENTO DE LA SU­
PREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY FEDERAL RELATIVA.*

De los artículos 1o., 5o., 6o., 7o. y 8o. del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 

Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor­

mación Pública Gubernamental; 3o., fracción II y 13, fracción IV, de la ley en cita, se asume que los asuntos 

del conocimiento de un órgano jurisdiccional del Poder Judicial de la Federación constituyen información 

pública a la que los ciudadanos deben tener acceso sin más restricciones que las que la ley les imponga; 

asimismo las partes que en tales asuntos intervengan tienen el derecho de oponerse a la publicación de 

sus datos personales en caso de que se presente una solicitud de acceso a alguna de las resoluciones o a 

las pruebas y demás constancias que obren en el expediente respectivo, derecho que se les reconoce 

en la propia ley federal de transparencia y que los órganos jurisdiccionales deben ponderar desde el mo­

mento en que se dicta la primera providencia sobre el conocimiento de un asunto. No obstante ello, tam­

bién de acuerdo con el marco jurídico aplicable, ese derecho que por principio asiste a todas las partes del 

juicio, no garantiza que al plantearse la petición deban suprimirse ineludiblemente los datos personales 

de quien la formula de cualquier documentación que contenga la información a publicar, incluyendo desde 

luego la sentencia dictada en el asunto. Por el contrario, la recepción de una petición en tal sentido sólo 

implica que una vez expuesta, el órgano jurisdiccional está compelido a determinar si tal oposición puede 

surtir efectos, tomando en cuenta si la resolución definitiva del asunto, las pruebas o las demás constan­

cias respecto de las cuales prevalece el derecho de la sociedad a conocerlas plenamente, contienen infor­

mación considerada como reservada en términos de la fracción IV del artículo 13 de la citada ley, lo que 

implica que el órgano jurisdiccional a cargo del asunto deberá determinar si la información que se soli­

cita sea excluida en caso de publicación, concierne a una persona física, identificada o identificable, o si 

es la relativa a su origen étnico o racial, o que esté referida a las características físicas, morales o 

emocio nales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones 

políticas, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, las 

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1583, Tesis: IV.2o.A.137 A, Registro: 178271.
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preferencias sexuales, u otras análogas que afecten su intimidad; y además si de publicarse cualquiera de 

esos datos se puede poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, e incluso si la 

supresión de la información no incide en que la información cuya publicación se solicita no pueda cono­

cerse íntegramente o con la transparencia necesaria, pues de no colmarse esos extremos, el órgano juris­

diccional podrá anticipar que dicha petición es ineficaz y proceder a la publicación de la información 

correspondiente, con inclusión de aquella que se buscaba fuera suprimida.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Reclamación 15/2004. Subprocurador Fiscal Federal de Amparos. 19 de enero de 2005. Mayoría de votos. Disi­
dente: Sergio Eduardo Alvarado Puente, quien se pronunció por el desechamiento del recurso. Ponente: José 
Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. RESULTA 
INEFICAZ LA OPOSICIÓN A LA INCLUSIÓN DE LOS DATOS PERSONALES EN LA PUBLICI­
DAD DE LOS ASUNTOS DEL CONOCIMIENTO DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, 
CUANDO AQUÉLLOS NO REVISTAN LA CARACTERÍSTICA DE RESERVADOS, DE CONFOR­
MIDAD CON EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA.*

Conforme a los artículos 3o., fracción II y 13, fracción IV, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, en relación con los numerales 1o., 5o., 6o., 7o. y 8o. del Reglamento 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de 

la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, los asuntos tramitados 

ante el Poder Judicial de la Federación constituyen información pública que puede conocerse por cualquier 

ciudadano sin más restricciones que las que la ley imponga, entre las que se incluye el derecho de las 

partes que intervengan en tales asuntos para oponerse a que sus datos personales se incluyan en la publi­

cación de cualquier constancia del juicio cuando un tercero lo solicite; sin embargo, el ejercicio de ese 

derecho de oposición resultará ineficaz, cuando tras recibir la oposición, el órgano jurisdiccional deter­

mine que la resolución definitiva del asunto, las pruebas o las demás constancias que puedan llegar a 

publicarse a terceros y respecto de las cuales prevalece el derecho de la sociedad a conocerlas plenamen­

te, no contienen información considerada como reservada en términos de la fracción IV del artículo 13 de 

la ley citada, es decir, aquella relativa a una persona física, identificada o identificable, la concerniente a su 

origen étnico o racial, o que esté referida a las características físicas, morales o emocionales, a su vida 

afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, creencias o 

convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, las preferencias sexuales, 

u otras análogas que afecten su intimidad; o bien, porque aunque la contienen, se estime que su inclusión 

en la publicación no pone en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o incluso porque 

se concluya que de suprimirse tales datos la información cuya publicación se solicita no pudiera conocerse 

íntegramente o con la transparencia necesaria.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Reclamación 15/2004. Subprocurador Fiscal Federal de Amparos. 19 de enero de 2005. Mayoría de votos. Disi­
dente: Sergio Eduardo Alvarado Puente, quien se pronunció por el desechamiento del recurso. Ponente: José 
Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de 2005, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1585, Tesis: IV.2o.A.139 A, Registro: 178270.
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. TANTO LA 
LEY FEDERAL RELATIVA COMO SU REGLAMENTO, RESPETAN LA GARANTÍA DE AUDIEN­
CIA DE LOS TERCEROS INTERESADOS.*

Del análisis sistemático de los artículos 24, 25, 40 y 50 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, 40 y 41 de su Reglamento, se desprende que en el procedimiento de 

acceso a los datos personales, documentos e información en posesión de los Poderes de la Unión u órga­

nos constitucionales autónomos o con autonomía legal, los terceros interesados tienen la oportunidad 

de manifestar lo que a su derecho convenga respecto de la solicitud de que se trate; en primer lugar, en 

la etapa que se desarrolla ante la unidad de enlace de la dependencia u órgano autónomo cuando, por la 

naturaleza de la información, el Comité de Acceso considere pertinente recabar la autorización del titular 

de la información, previo a su entrega, otorgándole un plazo de diez días hábiles para contestar; en segundo 

lugar, en el trámite del recurso de revisión ante el Instituto Federal de Acceso a la Información, cuando en 

el escrito por el cual se interponga ese medio de defensa, se le señale expresamente como tercero intere­

sado o el instituto, oficiosamente, le otorgue ese carácter y, por ende, la oportunidad de alegar y ofrecer 

pruebas en el recurso, lo que podrá hacer, inclusive, de modo propio, pues ninguna disposición lo prohíbe. 

Por tanto, la Ley en comento y su Reglamento, marco legal que establece el procedimiento de acceso a la 

información, otorga a los terceros interesados la garantía de audiencia establecida por el artículo 14 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Amparo en revisión 75/2005. 25 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 
Secretario: Javier Arnaud Viñas.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, marzo de 2005, Segunda Sala, p. 361, Tesis: 
2a. XXXIV/2005, Registro: 178846.
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COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA. LA DOCUMENTACIÓN E INFORMACIÓN CONFI­
DENCIAL PROPORCIONADAS POR LOS AGENTES ECONÓMICOS INVOLUCRADOS EN UN 
PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN DE PRÁCTICAS MONOPÓLICAS, DEBE ARCHI­
VARSE POR CUERDA SEPARADA.*

En términos del artículo 31, segundo párrafo, de la Ley Federal de Competencia Económica, la información 

y documentos que haya obtenido directamente la comisión en la realización de sus investigaciones, así 

como los que se le proporcionen, son estrictamente confidenciales. Aun cuando la norma legal en estudio, 

o su reglamento, no prevén que la información confidencial se archive por cuerda separada, debe des­

tacarse que el artículo 20, fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental dispone que los sujetos obligados por dicha norma deberán adoptar las medidas nece­

sarias para garantizar la seguridad de los datos personales y evitar su alteración, pérdida, transmisión y 

acceso no autorizado. Por ende, archivar o tramitar por cuerda separada la documentación e información 

confidencial exhibidas por los agentes económicos en los procedimientos de investigación de prácticas 

monopólicas, resulta una medida idónea para proteger la información confidencial, máxime si se trata de 

expedientes a los que tienen acceso todos los involucrados. Por el contrario, si la documentación e infor­

mación confidenciales constaran en la misma pieza de autos, se haría nugatorio tal carácter, ya que en esa 

hipótesis cualquier agente económico con acceso al expediente podría conocerlos.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 1927/2004. Director General de Asuntos Jurídicos de la Comisión Federal de Competencia. 
15 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Alfredo Soto 
Morales.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, agosto de 2004, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1565, Tesis: I.7o.A.312 A, Registro: 180940.
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COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA. LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTOS EXHIBI­
DOS POR LOS AGENTES ECONÓMICOS EN EL PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN 
DE PRÁCTICAS MONOPÓLICAS SON CONFIDENCIALES POR DISPOSICIÓN LEGAL, Y NO 
EXISTE NECESIDAD DE QUE EL OFERENTE JUSTIFIQUE TAL CARÁCTER.*

El artículo 14, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna­

mental dispone que se considerará información reservada toda aquella que por disposición expresa de 

una ley sea considerada confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental confidencial; por 

su parte, el numeral 31, segundo párrafo, de la Ley Federal de Competencia Económica, señala que la 

información y documentos que haya obtenido directamente la comisión en la realización de sus investi­

gaciones, así como los que se le proporcionen, son "estrictamente confidenciales". Por ende, resulta incon­

cuso que tal confidencialidad es resultado de un mandato legal, siendo innecesario que el agente 

económico involucrado en un procedimiento de investigación de prácticas monopólicas justifique por qué 

razón estima que determinada información o documentación exhibida por él es confidencial.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 1927/2004. Director General de Asuntos Jurídicos de la Comisión Federal de Competencia. 
15 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Alfredo Soto 
Morales.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, agosto de 2004, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1566, Tesis: I.7o.A.311 A, Registro: 180939.
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INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (IFAI). LAS PERSONAS 
MORALES OFICIALES OBLIGADAS POR AQUEL ÓRGANO A PROPORCIONAR LA INFORMA­
CIÓN SOLICITADA POR LOS PARTICULARES, CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA PROMO­
VER EL JUICIO DE AMPARO.*

El artículo 9o., primer párrafo, de la Ley de Amparo, dispone que las personas morales oficiales podrán 

ocurrir al juicio de garantías únicamente cuando el acto o la ley que se reclame afecte los intereses patri­

moniales de aquéllas. En consecuencia, si el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, al resol­

ver el recurso de revisión contemplado por el numeral 49 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, obliga al comité de información de alguna dependencia a propor­

cionar la información solicitada por un particular, tal comité carece de legitimación para ocurrir al juicio 

de garantías, en atención a que dicha determinación, materialmente jurisdiccional, no afecta su patri­

monio, entendido como una disminución material en sus bienes, sino únicamente lo vincula a exhibir la 

documentación respectiva.

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 7287/2003. Integrantes del Comité de Información del Instituto para la 
Protección al Ahorro Bancario y otro. 4 de febrero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos 
Navarro. Secretario: Carlos Alfredo Soto Morales.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, febrero de 2004, Tribunales Colegiados de Circuito, 
p. 1073, Tesis: I.7o.A.275 A, Registro: 182169.
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DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA SUPREMA CORTE INTERPRETÓ ORIGINALMENTE EL 
ARTÍCULO 6o. CONSTITUCIONAL COMO GARANTÍA DE PARTIDOS POLÍTICOS, AMPLIAN­
DO POSTERIORMENTE ESE CONCEPTO A GARANTÍA INDIVIDUAL Y A OBLIGACIÓN DEL 
ESTADO A INFORMAR VERAZMENTE.*

Inicialmente, la Suprema Corte estableció que el derecho a la información instituido en el último párrafo 

del artículo 6o. constitucional, adicionado mediante reforma publicada el 6 de diciembre de 1977, estaba 

limitado por la iniciativa de reformas y los dictámenes legislativos correspondientes, a constituir, solamen­

te, una garantía electoral subsumida dentro de la reforma política de esa época, que obligaba al Estado 

a permitir que los partidos políticos expusieran ordinariamente sus programas, idearios, plataformas y 

demás características inherentes a tales agrupaciones, a través de los medios masivos de comunicación 

(Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, 2a. Sala, Tomo X, agosto 1992, p. 44). Posteriormente, 

en resolución cuya tesis LXXXIX/96 aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo III, junio 1996, p. 513, este Tribunal Pleno amplió los alcances de la referida 

garantía al establecer que el derecho a la información, estrechamente vinculado con el derecho a conocer 

la verdad, exige que las autoridades se abstengan de dar a la comunidad información manipulada, incom­

pleta o falsa, so pena de incurrir en violación grave a las garantías individuales en términos del artículo 

97 constitucional. A través de otros casos, resueltos tanto en la Segunda Sala (AR. 2137/93, fallado el 10 de 

enero de 1997), como en el Pleno (AR. 3137/98, fallado el 2 de diciembre de 1999), la Suprema Corte ha 

ampliado la comprensión de ese derecho entendiéndolo, también, como garantía individual, limitada 

como es lógico, por los intereses nacionales y los de la sociedad, así como por el respeto a los derechos 

de tercero.

Amparo en revisión 3008/98. 7 de marzo de 2000. Unanimidad de diez votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Amparo en revisión 2099/99. 7 de marzo de 2000. Unanimidad de diez votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Jorge Carenzo Rivas.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
XLV/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, Pleno, p. 72, Tesis: P. XLV/2000, Regis­
tro: 191981.
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Nota: Los datos de publicación citados, corresponden a las tesis de rubros: "INFORMACIÓN. DERECHO A LA, ESTA­

BLECIDO POR EL ARTÍCULO 6o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL." y "GARANTÍAS INDIVIDUALES (DERECHO A LA 

INFORMACIÓN). VIOLACIÓN GRAVE PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 97 CONSTITUCIONAL. 

LA CONFIGURA EL INTENTO DE LOGRAR LA IMPUNIDAD DE LAS AUTORIDADES QUE ACTÚAN DENTRO DE UNA 

CULTURA DEL ENGAÑO, DE LA MAQUINACIÓN Y DEL OCULTAMIENTO, POR INFRINGIR EL ARTÍCULO 6o. TAMBIÉN 

CONSTITUCIONAL.", respectivamente.

Del amparo en revisión 2137/93 citado, derivó la tesis 2a. XIII/97, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Novena Época, Tomo V, febrero de 1997, página 346, con el rubro: "INFORMACIÓN, DERECHO A LA. NO EXIS TE 

INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER AMPARO CONTRA EL INFORME RENDIDO POR EL TITULAR DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, AL NO SER UN ACTO AUTORITARIO."



Su
pr

em
a C

or
te

 de
 Ju

sti
cia

 de
 la

 N
ac

ión

126

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.*

El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es 

absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, 

fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los intereses de la 

sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura 

jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "secreto 

burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada 

garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, el mencionado 

derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra 

excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto 

a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el acceso a la información en esta 

materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses nacionales y, por 

el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con normas 

que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que 

respecta a la protección de la persona existen normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad 

de los gobernados.

Amparo en revisión 3137/98. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: Presidente Genaro 
David Góngora Pimentel, Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan Díaz 
Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de marzo en curso, aprobó, con el número 
LX/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. 
México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos mil.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, Pleno, p. 74, Tesis: P. LX/2000; Regis­
tro: 191967.
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INFORMACIÓN, DERECHO A LA. NO EXISTE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER AM­
PARO CONTRA EL INFORME RENDIDO POR EL TITULAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, AL NO SER UN ACTO AUTORITARIO.*

Si un recurrente sostiene que su interés jurídico deriva del artículo 6o. constitucional, porque como miem­

bro de esa sociedad interesada en que se administre justicia en forma pronta y expedita, le afecta que el 

informe rendido por el presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal al Pleno del mismo, 

no contenga datos exactos en relación con el rezago de expedientes, tal afectación resulta inexacta en 

atención a que ese precepto consagra el derecho de todo gobernado a la información, pero el contenido 

del mismo como garantía individual debe presuponer la existencia de un acto autoritario que vulnere direc­

tamente esa prerrogativa del gobernado. Por tanto, si no se acredita que el quejoso haya solicitado la infor­

mación de que se trata, no se demuestra que exista un acto de autoridad que vulnere la garantía que 

estima violada pues, independientemente de que exista un informe de labores rendido por la autoridad 

antes mencionada, ese acto, al no estar dirigido al promovente, no le causa ningún perjuicio pues, en tér­

minos de la ley orgánica respectiva, lo rinde al Tribunal Pleno y no al público en general.

Amparo en revisión 2137/93. 10 de enero de 1997. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria: Luz Cueto Martínez.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, febrero de 1997, Segunda Sala, p. 346, Tesis: 
2a. XIII/97, Registro: 199434.
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GARANTÍAS INDIVIDUALES (DERECHO A LA INFORMACIÓN). VIOLACIÓN GRAVE PRE­
VISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 97 CONSTITUCIONAL. LA CONFIGURA 
EL INTENTO DE LOGRAR LA IMPUNIDAD DE LAS AUTORIDADES QUE ACTÚAN DENTRO 
DE UNA CULTURA DEL ENGAÑO, DE LA MAQUINACIÓN Y DEL OCULTAMIENTO, POR 
INFRINGIR EL ARTÍCULO 6o. TAMBIÉN CONSTITUCIONAL.*

El artículo 6o. constitucional, in fine, establece que "el derecho a la información será garantizado por el 

Estado". Del análisis de los diversos elementos que concurrieron en su creación se deduce que esa garan­

tía se encuentra estrechamente vinculada con el respeto de la verdad. Tal derecho es, por tanto, básico 

para el mejoramiento de una conciencia ciudadana que contribuirá a que ésta sea más enterada, lo cual 

es esencial para el progreso de nuestra sociedad. Si las autoridades públicas, elegidas o designadas para 

servir y defender a la sociedad, asumen ante ésta actitudes que permitan atribuirles conductas faltas 

de ética, al entregar a la comunidad una información manipulada, incompleta, condicionada a intereses de 

grupos o personas, que le vede la posibilidad de conocer la verdad para poder participar libremente en la 

formación de la voluntad general, incurren en violación grave a las garantías individuales en términos del 

artículo 97 constitucional, segundo párrafo, pues su proceder conlleva a considerar que existe en ellas la 

propensión de incorporar a nuestra vida política, lo que podríamos llamar la cultura del engaño, de la ma­

quinación y de la ocultación, en lugar de enfrentar la verdad y tomar acciones rápidas y eficaces para llegar 

a ésta y hacerla del conocimiento de los gobernados.

Solicitud 3/96. Petición del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ejerza la facultad prevista en el párrafo segundo del artículo 97 de la Constitución Federal. 23 de 
abril de 1996. Unanimidad de once votos.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinticuatro de junio en curso, aprobó, con el número 
LXXXIX/1996, la tesis que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis de jurisprudencia. 
México, Distrito Federal, a veinticuatro de junio de mil novecientos noventa y seis.

* Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, junio de 1996, Pleno, p. 513, Tesis: P. LXXXIX/96; 
Registro: 200111.
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INFORMACIÓN. DERECHO A LA, ESTABLECIDO POR EL ARTÍCULO 6o. DE LA CONSTITU­
CIÓN FEDERAL.*

La adición al artículo 6o. constitucional en el sentido de que el derecho a la información será garantizado 

por el Estado, se produjo con motivo de la iniciativa presidencial de cinco de octubre de mil novecientos 

setenta y siete, así como del dictamen de las Comisiones Unidas de Estudios Legislativos y Primera de 

Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados de las que se desprende que: a) Que el derecho a la 

información es una garantía social, correlativa a la libertad de expresión, que se instituyó con motivo de 

la llamada "Reforma Política", y que consiste en que el Estado permita el que, a través de los diversos 

medios de comunicación, se manifieste de manera regular la diversidad de opiniones de los partidos polí­

ticos. b) Que la definición precisa del derecho a la información queda a la legislación secundaria; y c) Que 

no se pretendió establecer una garantía individual consistente en que cualquier gobernado, en el momen­

to en que lo estime oportuno, solicite y obtenga de órganos del Estado determinada información. Ahora 

bien, respecto del último inciso no significa que las autoridades queden eximidas de su obligación consti­

tucional de informar en la forma y términos que establezca la legislación secundaria; pero tampoco supo­

ne que los gobernados tengan un derecho frente al Estado para obtener información en los casos y a través 

de sistemas no previstos en las normas relativas, es decir, el derecho a la información no crea en favor del 

particular la facultad de elegir arbitrariamente la vía mediante la cual pide conocer ciertos datos de la 

actividad realizada por las autoridades, sino que esa facultad debe ejercerse por el medio que al respecto 

se señale legalmente.

Amparo en revisión 10556/83. Ignacio Burgoa Orihuela. 15 de abril de 1985. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: Atanasio González Martínez. Secretario: Mario Pérez de León E.

* Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo X, agosto de 1992, Segunda Sala, p. 44, Tesis: 2a. I/92; Registro: 
206435.




